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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Alberto Arenas de Mesa, y del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 10:24, en presencia de 18 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados:


Con el que informa que dio su aprobación al proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (boletín N° 9.738-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Informe



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria (boletín N° 9.679-07) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Queda para tabla. 

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señor Moreira, señora Allende y señores Chahuán, Harboe y Patricio Walker, que propone un proyecto de ley que otorga beneficios a las personas jurídicas que reporten índices de sustentabilidad y prorroga beneficios que indica. 



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto, Nos 1° y 2° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo




De los Honorables Senadores señores Ossandón, Allamand, García-Huidobro, Girardi y Guillier, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya a los señores Ministros de Transportes y Telecomunicaciones, de Medio Ambiente, de Energía, de Obras Públicas y de Hacienda, para que se creen incentivos y se desarrollen planes de fomento para la utilización de vehículos eléctricos e híbridos en el país (boletín N° S 1.759-12) (Véase en los Anexos, documento 3).


De los Senadores señor De Urresti, señoras Goic y Muñoz y señores Araya y Horvath, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya a los señores Ministro del Medio Ambiente y Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo para adecuar el marco institucional e impulsar una línea de trabajo que reconozca la importancia de la aportación que las municipalidades pueden y deben hacer frente a los efectos del cambio climático (boletín N° S 1.760-12) (Véase en los Anexos, documento 4).


De los Senadores señor De Urresti, señoras Goic y Muñoz y señores Araya y Quinteros, con el que piden a Su Excelencia la Presidenta de la República que encomiende a la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer y a la señora Directora del Servicio Nacional de Menores la elaboración de iniciativas de ley y el desarrollo de políticas públicas destinadas a proteger a los menores víctimas de violencia intrafamiliar, especialmente en los casos de orfandad por femicidio (boletín N° S 1.761-12) (Véase en los Anexos, documento 5).


De los Senadores señor Chahuán y señora Van Rysselberghe, con el que se pide a Su Excelencia la Presidenta de la República la inclusión de la vasculitis en el régimen de garantías explícitas, mediante la dictación del decreto supremo correspondiente expedido por el Ministerio de Salud (boletín N° S 1.762-12) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.
IV. ORDEN DEL DÍA

PRESUPUESTOS DE SECTOR PÚBLICO PARA 2015

La señora ALLENDE (Presidenta).- Continúa la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.600-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



Se da cuenta del mensaje en sesión 51ª, en 1 de octubre de 2014.


En segundo trámite, sesión 66ª, en 25 de noviembre de 2014.



Informe de Comisión:



Especial Mixta de Presupuestos: sesión 66ª, en 25 de noviembre de 2014.


Discusión:



Sesiones 66ª, 67ª, 68ª y 69ª, en 25 de noviembre de 2014 (queda pendiente la discusión).
La señora ALLENDE (Presidenta).- La Mesa sugiere tratar las Partidas de los Ministerios del Medio Ambiente y del Deporte, antes de entrar al debate de la Partida de la Cartera de Educación, que seguramente va a tomar un tiempo mayor.




Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La señora Presidenta pone en discusión la Partida 25 Ministerio del Medio Ambiente.




La primera indicación es la N° 99, de la Senadora señora Lily Pérez. De conformidad con el acuerdo que se adoptó en la sesión de ayer, ya está aprobada pues se trata de una solicitud de información.




Lo mismo sucede con la indicación Nº 98, de la misma señora Senadora.



--Se aprueban las indicaciones números 98 y 99.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La tercera indicación es la Nº 97, también de la Honorable señora Lily Pérez. Fue votada ayer.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se votó ayer su admisibilidad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La cuarta indicación es la Nº 13, del Senador señor Coloma. 



Es inadmisible y no fue pedida su revisión. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señor Secretario, de las indicaciones declaradas inadmisibles solo veremos aquellas respecto de las cuales se solicitó revisar su inadmisibilidad. Las demás no, por favor. Ya las despachamos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De consiguiente, no hay más indicaciones a esta Partida.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba la Partida 25 Ministerio del Medio Ambiente.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde ver ahora la Partida 26 Ministerio del Deporte.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera indicación es la N° 9, del Senador señor Coloma.



La indicación recae en la Glosa 08 del Capítulo 02, Programa 01, Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 337, que dice: “Se transferirán hasta  $ 2.163.000 miles al Comité Organizador de la Copa Mundial Sub-17 para efectos de apoyar la realización del Mundial Sub-17 que se llevará a cabo entre los meses de octubre y noviembre de 2015”, respecto de lo cual se pidió votación separada.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, mi impresión es que esta indicación en su minuto fue mal leída por la Secretaría, porque es cualquier cosa menos inadmisible, como fue declarada en la sesión anterior.



Digo que se leyó mal porque no estamos proponiendo transferir hasta 2 mil 160 millones de pesos. Eso lo plantea el Gobierno en la Glosa, y sin ningún criterio, cuestión que fue objeto de discusión en la Subcomisión respectiva. 



Originalmente, las platas se iban a sacar de los fondos destinados a los deportes de alto rendimiento. Después se señaló que no se haría así. Pero igual se asignaron estos 2 mil 160 millones de pesos. 



Yo estoy pidiendo votación separada de la Glosa 08. 



¿Cómo va a ser inadmisible una solicitud de votación separada? Eso es imposible. Sin duda, hay una confusión respecto de este punto, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Está claro, señor Senador. La Mesa asume el error. No es inadmisible una petición de votación separada. Entendemos lo que ha explicado. 



Si quiere, ahora puede extenderse sobre el espíritu de su solicitud.

El señor COLOMA.- Gracias, señora Presidenta.



Aclarada la admisibilidad de lo que pido, quiero hacer presente un planteamiento al Ministro de Hacienda.



Se trata de un asunto que fue objeto de debate público.



Seguramente, por un requerimiento de orden económico, en su momento se iban a transferir 2 mil 160 millones de pesos del deporte de alto rendimiento al Comité Organizador de la Copa Mundial de Fútbol Sub-17. Por presión pública -porque no fue por otra causa-, se terminó diciendo que los recursos no se iban a sacar de dicho programa. 



Pero yo quiero saber cuál es el destino de esas platas. ¿Son para comprar entradas? Si es así, ¿a quién se van a entregar? ¿A los alcaldes? ¿Al Comité Organizador? ¿A las regiones? ¿Al Gobierno?

El señor MONTES.- ¡A la Alianza…!

El señor COLOMA.- ¡Me están soplando de enfrente algunas ideas…!



Eso es lo que me inquieta. 



El problema no consiste solo en saber de dónde se transfieren los fondos. La situación no es muy regular, porque aquí se pretende financiar un mundial de fútbol a través de la compra de entradas. Eso resulta bastante extraño.



Quiero conocer el criterio de transparencia por medio del cual se repartirían las entradas. Porque no cabe permitir que tal mecanismo se utilice para cualquier cosa.



Hago presente que no fue posible obtener una respuesta sobre esta materia en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos ni en la Subcomisión pertinente. Lo único que se nos dijo fue que los dineros no saldrían de la asignación relativa a los deportistas de alto rendimiento.



Pero no se indicó cómo se iban a distribuir las entradas, cuestión que me parece muy importante a la hora de votar un presupuesto.



Esa es mi inquietud, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, en la misma línea de lo planteado por el Senador Coloma, quiero expresar mi preocupación porque está siendo habitual que el Estado chileno, con platas públicas, cofinancie torneos privados, sin establecer ninguna condición en orden a provocar un impacto positivo en la población.



Estamos hablando de torneos de fútbol. Por ejemplo, en el norte, donde también hay estadios, se reclamó por el excesivo centralismo con que se programan los partidos (principalmente, en la zona central), sin hacer ninguna contribución a la descentralización. 



Con el Rally Dakar 2015 pasó algo distinto: el CORE de Antofagasta se negó a aportar fondos públicos a este evento privado. 



Al respecto, deberíamos pedir al señor Ministro que, cuando se subsidie la realización de torneos privados -estos buscan el lucro con fines publicitarios y mueven mucho dinero- con fondos del Estado, se pongan ciertas condiciones para incentivar determinadas políticas públicas, en lugar de otorgar recursos en forma relativamente gratuita.



En segundo lugar, estoy de acuerdo con que se debe transparentar el uso de dichas platas. 



Hemos tenido varios encontrones con la Asociación Nacional de Fútbol Profesional en Antofagasta por el cambio de las reglas del juego. Muchas veces las autoridades locales, entusiasmadas por determinados campeonatos, se han visto obligadas a realizar inversiones públicas, pero después se modifican los criterios iniciales y los torneos se reducen o no se realizan.



Por consiguiente, le pido al señor Ministro, por un lado, que en adelante el Estado asuma un poder negociador en estas materias y, por otro, que se transparente el uso de los recursos públicos que se aportan a este tipo de eventos deportivos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, en primer lugar, me sorprende la preocupación del Senador Coloma, porque esta Glosa obedece a una negociación que hizo el Gobierno anterior. En efecto, dicha Administración consiguió que la Copa Mundial de Fútbol Sub-17 se realizara en nuestro país en 2015 y negoció el asunto con la FIFA.



¿En qué consiste esto?



En los diferentes países donde se han efectuado estos mundiales se aplica similar criterio. El objetivo es que la gente (en especial, los niños y jóvenes chilenos) pueda asistir a los partidos. 



Las entradas, por lo general, dados los costos de inversión, tienen un precio bastante alto. Ante ello, los gobiernos -así ha sucedido en casi todos los lugares donde se han hecho estos campeonatos mundiales- entregan fondos para subsidiar las entradas, con el objeto de que los jóvenes de escasos recursos también vayan a los estadios. En la práctica, se trata de que el Mundial Sub-17 no sea solo para quienes puedan pagar una entrada de 5 mil, 6 mil o 7 mil pesos. Con un subsidio del Estado se baja el precio de ellas y se libera una cantidad significativa para entregar a jóvenes y niños de pocos recursos. 



Esta es una medida para fomentar el deporte. Estimo que es una buena idea.



Como dije, ella fue negociada por la Administración anterior, lo cual me parece adecuado. Lo que hizo el actual Gobierno fue transparentar el procedimiento al ponerlo en una glosa especial. 



¿Cómo se va a materializar esta asignación? 



Primero, hay que descartar cualquier posibilidad de que esta plata sale del deporte de alto rendimiento. Eso está completamente superado. 



El Ministerio del Deporte, en un convenio que realizará con la Federación de Fútbol de Chile, va a establecer etapas de transferencia de recursos. El Gobierno dispondrá de cerca del 10 por ciento de las entradas, las cuales se entregarán liberadas a los gobiernos regionales y locales. Estos, sujetos a un proceso de fiscalización, las distribuirán entre los jóvenes de escasos recursos de nuestro país para que puedan asistir a los diferentes partidos.



Por ejemplo, si el Estadio Ester Roa de Concepción o el de Chillán es sede de la Copa Mundial Sub-17, habrá niños y jóvenes de comunas pequeñas aledañas (Coihueco, El Carmen, Los Ángeles u otras más chicas) que querrán ir a ver los partidos, y no tienen cómo hacerlo. Los municipios, generalmente, se ponen con los buses, pero si las entradas son muy caras, no podrán asistir. 



El sentido y alcance de esta glosa es democratizar dicho campeonato mundial por medio del subsidio a las entradas, las que serán distribuidas por los gobiernos regionales y locales.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Siempre que sea algo muy breve, porque ya le ofrecí la palabra y hay varios inscritos.

El señor COLOMA.- Me basta con veinte segundos, señora Presidenta.



Solo quiero señalar que todo lo que ha dicho el Senador Harboe es un anhelo, una suposición, una esperanza. Nada de eso se dice en la Glosa.



Entonces, queremos que haya claridad respecto de cómo ocurrirá aquello. Por ejemplo, es distinto si se señala: “Estos recursos se transferirán al Gobierno regional, quien los repartirá proporcionalmente entre los municipios de la región”. Es una fórmula.



Pero tal como está planteada la Glosa (por eso hemos formulado la indicación), más allá de los suaves golpes que le da al Gobierno anterior, que parece que es algo permanente de parte del Senador Harboe, me gustaría saber cómo se van a usar los recursos. ¿Esto lo va a manejar el bolsillo derecho de la Ministra? ¿Quién lo va a manejar? Eso es lo que estamos buscando: una fórmula -puede ser la que se planteó anteriormente-, dentro de un sistema bastante raro.



Insisto en que no estoy de acuerdo con el Senador Harboe en que sea muy normal esto, más allá desde quien haya venido. Es bastante especial que se financien estas cosas vía las entradas y no mediante otro tipo de negociación.



Queremos algo transparente, lo que en esta Glosa al menos no existe. Pero ello podría darse si el Ministro propone algo diferente.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Le daré la palabra, brevemente, al Senador señor Harboe. Me parece legítimo que pueda hacer una réplica.



Hay un par de Senadores más inscritos y después le ofreceré la palabra al Ministro.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, estamos pidiendo la palabra hace rato.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, le hago presente al Senador Coloma -por intermedio de la Mesa- que no se trata ni de sueños ni de anhelos. La Glosa 08 señala la transferencia. Y si él quiere proponer un mecanismo, que presente una indicación, que sería absolutamente inadmisible.



Como Su Señoría planteó al inicio de esta discusión que solo estaba buscando la votación separada, me parece que ni siquiera está en su intención establecer un procedimiento en la Glosa. Por ello, obviamente, el señor Ministro va a explicar el detalle.



Pero, en todo caso, para tranquilidad del señor Senador, insisto en que esto fue negociado por la Administración anterior, fue transparentado en este Gobierno a través de una Glosa y permitirá que jóvenes de escasos recursos asistan a un mundial y que no lo hagan solo quienes pueden pagar los altos costos de las entradas a los mundiales, que son realmente elevados, y así ha sido en todos lados.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señora Presidenta, no haré uso de la palabra a propósito de esta indicación, sino que me referiré a la Partida con relación a cómo concebimos estos recursos para atender demandas muy sentidas en sectores rurales.



En la Glosa 14 del Programa 01 del Capítulo 02 se establecen algunas excepciones a ciertas exigencias precisamente para comunidades rurales, para sitios o lugares que derivan de la Reforma Agraria. También se excluye del cumplimiento a las comunidades indígenas.



Sin embargo, el Ministerio del Deporte no ejecuta un programa focalizado en el fútbol rural. Y ahí tenemos una tremenda demanda, que no se escucha, que no se ve. Pero son miles los deportistas campesinos y mapuches que tienen necesidades, a nivel nacional, no solo de la Novena Región, que represento. No existen programas que atiendan esas demandas.



La carencia de recursos, de infraestructura hace que no sea posible responder a demandas tan sentidas como el contar con una cancha, con implementación deportiva. A ello debemos sumar la incorporación de la mujer al deporte.



El Senador Coloma me dice: “No es materia de la indicación”. Pero eso no me impide hacer uso de la palabra respecto de temas generales. Porque es la única ocasión que tenemos en el Congreso para referirnos a ciertas materias. El deporte no es un tema que se vea habitualmente en el Parlamento. Es la única oportunidad para hacer el punto acerca de las carencias por las que ha demandado por tanto tiempo el mundo rural.



Por eso quise hacer el punto, y llamo la atención en orden a focalizar recursos en ese aspecto.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, yo quiero hacer una referencia más general a partir de dos indicaciones que presenté y que fueron consideradas inadmisibles.



El tema de fondo es que el Ministerio del Deporte en su conjunto no tiene presente que la tarea principal, al menos para la mayoría que gobierna este país, es revitalizar la educación pública.



Y sabemos que para la educación pública es fundamental que el deporte sea un factor estimulante del desarrollo de los establecimientos, del desarrollo de los alumnos y del desarrollo de un proyecto educativo.



Me llama mucho la atención que esto no esté en el proyecto en análisis. Y esto lo repetiré posteriormente en Cultura, porque lo insólito es que allí tampoco se encuentra considerado.



No quise referirme a lo mismo en el caso de Economía, porque ninguno de los programas de innovación de la educación técnico-profesional, que están dentro del Ministerio de Economía, tiene la menor referencia y preocupación por la idea de transformar la educación pública en algo nuevo, en una nueva educación pública.



En el caso de Deporte no había ninguna.



Entramos en un debate en la Comisión Especial Mixta. Presentamos indicaciones. Finalmente, el Gobierno incorporó, en la Glosa 07 del Programa 01 y en la Glosa 03 del Programa 02, una frase que recoge en parte esta preocupación. Ella dice: “Además, se considerará su aporte al fortalecimiento de la educación pública y al entorno de escuelas y liceos”.



Yo creo que eso es algo. Pero, más allá de la frase, es un problema de la decisión política, del espíritu, del sentido que se le da a esto.



Las indicaciones 134 y 135 iban en esa dirección. En verdad, lo incorporábamos como un criterio incluso para seleccionar los proyectos y considerar dentro de ellos que debían tener una referencia al proceso de la educación pública.



Las retiro porque al menos está el texto que ya mencioné y, además, porque fueron planteadas como inadmisibles. Hubiera preferido que el Ejecutivo las evaluara previamente, que hubiera considerado que esto ya estaba y hubiésemos dialogado.



Lamentablemente, la forma en que estamos conversando con el Ejecutivo respecto de este tipo de materias no es necesariamente la más fluida.



Señora Presidenta, retiro las indicaciones 134 y 135. Y pido que quede en la Versión Oficial de esta sesión que Deportes debe contribuir mucho más a generar una nueva educación pública en Chile, porque posee una tremenda potencialidad. Hemos tenido a los colegios públicos fuera del deporte, porque el enfoque ha estado muy centrado en el SIMCE, en las pruebas estandarizadas de matemáticas y lenguaje y no en el desarrollo de los niños.



Por eso, creo que el deporte es uno de los factores que debiera ayudar mucho más.



He dicho.



--Quedan retiradas las indicaciones números 134 y 135.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Le voy a dar la palabra al Senador señor Bianchi, después al Senador señor Pizarro y luego le ofreceré la palabra al señor Ministro.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, son pocas las instancias que tenemos en el Senado para tratar temas como el del deporte.



En la misma línea del señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, siento que, más allá de tener un Ministerio del Deporte, Chile carece como Estado de una política en ese ámbito. Y eso, precisamente, debe ir de la mano desde la educación hacia arriba.



Entonces, con esta indicación -es bueno que la gente sepa que tenemos muy pocas facultades; las indicaciones son por lo general todas inadmisibles- lo que se hace es que los jóvenes, chicos, más vulnerables puedan tener acceso a un Mundial como el Sub-17.



Pero ese no es el tema, señora Presidenta.



La situación real, y me encantaría que el señor Ministro pudiera entender -y esto, también enfrentado por quienes tienen la competencia para esta actividad- que en Chile, por su extensión, por la forma de su territorio, se hacen muy difíciles los desplazamientos de jóvenes, de chicas, de chicos desde las regiones, desde las comunas, desde las provincias a toda actividad que se genere a nivel nacional. Fundamentalmente estas se desarrollan en la Región Metropolitana o en las Regiones Quinta, Octava, etcétera. Y hay muy pocas posibilidades de que se realicen en el resto del territotrio.



Entonces, en primer lugar, pido que siempre se revise la forma de la rendición, transparentar el cómo se destinan estos dineros.



Pero de manera muy especial lo que debemos enfrentar el próximo año es tener incentivos mayores para que clubes modestos puedan participar y alcanzar el roce necesario en la actividad deportiva. Y no hay nada con respecto a esa materia.



Tenemos un Ministerio, pero lamento que el Gobierno en particular no plantee una política de Estado en materia de deporte. Los bingos, la venta de completos, etcétera, son lo único que todavía permite que exista esta noble actividad, tan necesaria en nuestro país, fundamentalmente en localidades más pequeñas. Falta un incentivo del Estado: la Ley de Presupuestos, algo que motive de mejor manera para ser más competitivos, tener más roce en la actividad. Para eso hay que salir, desplazarse por el resto de Chile. Y las administraciones regionales, las diversas localidades no están en condiciones de asumir los costos que ello implica.



Me parece que sería bueno que a partir del próximo año tuviéramos una política de Estado tendiente a descentralizar el deporte en nuestro país y a poder dar las facilidades del caso para que exista mayor participación, y que así los distintos clubes en regiones no sigan administrando pobreza.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, solicité la palabra por dos razones.



Primero, porque creo que hay un problema de enfoque con respecto a la priorización del uso de los recursos públicos en lo que debe ser la implementación de una política nacional de desarrollo deportivo.



¿Por qué lo planteo? Y lo voy a decir con toda claridad.



Me parece que no corresponde que se invierta una cantidad importante de recursos, del orden de 2 mil y tantos millones de pesos, para permitir que jóvenes chilenos participen desde las tribunas en un mundial juvenil.



Me explico.



El Mundial está organizado por la FIFA, que es una organización de tipo profesional y que obedece a una lógica de promoción y fomento del deporte, en este caso del fútbol, a nivel profesional. La Federación chilena es la anfitriona.



Pero, curiosamente, se le pide al Estado de Chile que genere la infraestructura suficiente, de acuerdo a los cánones FIFA, para desarrollar el Mundial acá.



La inversión para crear esa infraestructura la hace el Estado chileno, porque, obviamente, nos interesa el campeonato y quedará una infraestructura que supuestamente será usada por el deporte.



¡Pero más encima debemos destinar recursos para costear el ingreso de los jóvenes a esos estadios, financiados por el Estado, para la realización de una actividad deportiva profesional!



Me parece que hay un grave error en el enfoque.



Porque esos recursos debieran destinarse al financiamiento de actividades de jóvenes, de escolares en las distintas instancias que la institucionalidad pública está desarrollando para promover el deporte.



¿Cuál es el beneficio para un joven de ir a ver esos partidos?



Claro, se trata de una fiesta bonita.



Pero, señora Presidenta, quiero decirle lo siguiente: a un mundial juvenil no va público. Y si los organizadores del evento del próximo año desean llevar gente a los estadios, sobre todo jóvenes, que los dejen ingresar gratis.



Eso se hace en todos los deportes.



En nuestro país, en el caso de los deportes amateur de alto rendimiento que desarrollan competencias internacionales, se lleva gratis a los jóvenes a los espectáculos deportivos.



Y acá nosotros les financiamos la cancha, el estadio, la infraestructura, subsidiamos y, además, tenemos que pagarles para que concurran jóvenes que les pongan público a esos partidos, a esos espectáculos.



Pienso que estamos con un enfoque total y absolutamente errado.



Señora Presidenta, quiero aprovechar mi intervención para decir que el punto planteado por el Senador Montes ha sido motivo de una larga y antigua discusión en el Congreso.



Soy autor de varias mociones que siempre han sido declaradas inadmisibles y que nunca han sido patrocinadas por ningún Gobierno, tendientes a establecer la obligatoriedad de la enseñanza de deporte en la malla curricular de los colegios.



¿Por qué no se puede hacer aquello?



Hoy en los colegios existe la clase de Educación Física o la actividad de educación física. Y como tal, se hace deporte en algunas horas, las cuales son optativas.



El día en que establezcamos la obligatoriedad del deporte como tal, independiente del que sea (fútbol, básquetbol, vóleibol, tenis o cualquier disciplina que decidan establecer en la malla curricular las propias comunidades educativas, dentro de sus propias realidades), en ese momento realmente estaremos sentando las bases para la promoción en serio del desarrollo deportivo a nivel de las generaciones más jóvenes, que es donde hay que sembrar y colocar el esfuerzo.

El señor MONTES.- ¡Y de una buena educación!

El señor PIZARRO.- Y de una muy buena educación, como me indica el Senador Montes.



¿Por qué no se ha podido realizar eso? Porque en la LGE se establece que solo pueden enseñar en los establecimientos educacionales los profesores de Estado. Y con razón.



Pero para enseñar deporte no se requiere necesariamente ser profesor de Estado. Entonces, a uno le parece absurdo que no puedan desarrollar labores de monitores, de entrenadores, de formadores, de promotores personas que sí tienen la especialidad.



Porque -vuelvo a insistir- hoy tenemos Educación Física, que no es lo mismo que deporte.



Además, hay otro desafío. Cuando establecemos la obligatoriedad de realizar determinada cantidad de horas de práctica deportiva a la semana, que serán de cuatro a seis (nosotros propusimos que fueran seis), se está forzando a contar con la infraestructura adecuada, a que el gestor o el sostenedor, cualquiera que sea, deba necesariamente generar la infraestructura para desarrollar ese deporte.



Si son los municipios, serán los estadios puestos a disposición de la educación escolar.



Si son gestores particulares, harán los convenios que corresponda con la enorme cantidad de clubes deportivos, de recintos deportivos que existen en todas las comunas de nuestro país.



¿Por qué? Porque estamos generando una obligación, que además conlleva en la parte formativa para nuestros jóvenes sin duda un mejoramiento ostensible en calidad de vida, en salud, en valores, en trabajo colectivo, en todo lo que implica una buena práctica del deporte.



Por último, señora Presidenta, aprovechando que estamos discutiendo esta materia, quiero pedir lo siguiente.



En desarrollo de infraestructura, claramente el Ministerio del Deporte, o el IND, no están preparados para llevar adelante y ejecutar los proyectos respectivos.



Hemos tenido una enorme cantidad de problemas por culpa de la ineficiencia del Instituto Nacional de Deportes, del Ministerio del Deporte para ejecutar proyectos de infraestructura que se han prometido a comunidades y que hasta el día de hoy no operan.



Voy a referirme al caso concreto del estadio de Ovalle.



El estadio de Ovalle se inició durante el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet. Cuando asumió el Presidente Piñera se produjo el terremoto. Llevaba ya cinco por ciento de avance.



En esa oportunidad, el Presidente Piñera, con razón, dijo: “Vamos a paralizar una serie de proyectos de infraestructura, entre los cuales se encuentran los estadios que aún no han iniciado sus obras, porque necesitamos esos recursos para priorizarlos en donde corresponda”.



La salvedad la hizo respecto de los proyectos que habían iniciado sus obras, entre los cuales se encontraba el estadio de Ovalle.



Hasta hoy la provincia de Limarí y los ovallinos no tienen estadio.



La actual Administración, apenas asumió la Presidenta Bachelet, tenía el compromiso público de dar prioridad total y absoluta a la implementación del referido estadio.



Hasta el día de hoy eso no ocurre. ¿Por qué? Porque el IND y el Ministerio del Deporte decidieron que ellos ejecutarían el proyecto, y no están en condiciones de hacerlo.



La alternativa era que lo tomara la División de Arquitectura del Ministerio de Obras Públicas, que sí tiene la capacidad para realizar los diseños y llevar adelante un proceso de licitación y de construcción.



Hemos perdido nuevamente seis a ocho meses para terminar en la misma propuesta. Y le están traspasando la responsabilidad de llevar adelante ese proyecto a esa Cartera.



Me parece que hay un enfoque muy muy equivocado con respecto a la forma en que se priorizan los proyectos de fomento y desarrollo del deporte, sobre todo a nivel juvenil.



Señor Presidenta, quise aprovechar la discusión de esta indicación para efectuar esta reflexión.

La señora ALLENDE (Presidenta).- El señor Ministro me señala que intervendrá después.



Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, comparto en gran parte las observaciones hechas por el Senador Pizarro.



Quiero aprovechar la presencia del Ministro de Hacienda para señalar que hoy el Ministerio del Deporte debe tener una política nacional, especialmente en formación de jóvenes, de nuevo capital de deportistas.



Claramente, la transferencia de prácticamente 2 mil millones de pesos para adquisición de entradas no va en el camino correcto.



No es ahí donde debemos poner el esfuerzo de un Ministerio nuevo, que ha de desarrollar una política nacional en la materia.



Me gustaría ver en esta Cartera mayor trabajo en implementación de infraestructura a lo largo de todo nuestro país.



En la zona sur hemos insistido permanentemente en la posibilidad de tener convenios de programación con los gobiernos regionales para disponer de infraestructura, especialmente en materia de canchas sintéticas (una o dos por comuna).



En cuanto al fútbol rural, por ejemplo, no hay orientación, no existe priorización.



Todos sabemos que el fútbol rural tiene una enorme convocatoria. Y en ese ámbito se carece de infraestructura. No hay un plan de saneamiento de terrenos. Muchas canchas están en antiguas reservas de la CORA, en bienes nacionales o en sitios de sucesiones, donde resulta imposible invertir.



Pienso que debiera existir un plan de saneamiento de recintos deportivos y de dotación de infraestructura.



Si hubiera planificación con el Gobierno Regional, podríamos dotar de mayor infraestructura al deporte rural. Y lo mismo en materia de infraestructura urbana.



Quiero preguntarle al Ministro de Hacienda, quien será el último orador, qué ocurre con los convenios de la SUBDERE destinados a implementar minicanchas en poblaciones para remplazar las antiguas infraestructuras de cemento, en las que resulta imposible jugar en invierno y verano y donde los cercos también constituyen un inconveniente.



La intervención conducente a construir buenas canchas para fútbol, para básquetbol, para baile en poblaciones tiene un enorme impacto.



Ahí está trabajando la SUBDERE.



Lo digo puntualmente por la ciudad de Valdivia, donde he podido verlo: más de diez canchas, en distintos sectores.



Pero la SUBDERE no dialoga con el Ministerio del Deporte.



Es necesario ese tipo de infraestructura y, asimismo, capacitar a monitores para que el IND proceda a la focalización.



A propósito del Presupuesto del Ministerio del Deporte, señora Presidenta, no puedo dejar de hacer presente la necesidad de equidad territorial en materia de infraestructura de estadios.



Hoy no existe en todas las regiones el mismo tratamiento respecto a la infraestructura de estadios competitivos para hacer frente a la Copa Chile, a mundiales o a cualesquiera otros eventos deportivos.



Al respecto, en la Región de Los Ríos hay un claro déficit. 



Hemos hablado con la Ministra del Deporte y con las instancias deportivas correspondientes a los efectos de avanzar en el propósito de lograr equidad territorial en materia de infraestructura y por esa vía conseguir un estadio regional.



No puede haber capitales regionales sin infraestructura de estadios.



La Presidenta Bachelet se comprometió al respecto en su primer mandato. El Presidente Piñera avanzó algo. Pero siguen existiendo brechas.



Yo quiero expresar mi gratitud a la Ministra del Deporte, quien recibió a una importante delegación de la ciudad de Valdivia interesada en avanzar en el diseño del Estadio Regional. Pero para ello ha de mediar un compromiso, del que debe darse cuenta en la Ley de Presupuestos.



Yo no quiero dos mil millones para llenar estadios. Quiero ¡tener estadios! 



Eso vamos a exigir. Y eso les pediré a la Ministra del Deporte y, particularmente, al Ministro de Hacienda, quien se halla en esta sesión.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, no puedo compartir más el planteamiento del Senador Pizarro.



La verdad es que yo me voy a abstener en la asignación que nos ocupa. Y lo haré sobre la base de que las leyes de presupuestos constituyen precedentes.



Desde mi punto de vista, si el Estado concursó para realizar en Chile el Mundial de Fútbol Sub-17, lo que significa una fuerte inversión pública, parte de la negociación con los organismos profesionales del fútbol debió ser el otorgamiento gratuito de cierta cantidad de entradas para que asistieran a ese evento, especialmente, menores vulnerables.



A mí no me parece adecuado que, adicionalmente a los recursos que se asignan al Estado para la implementación de estadios, con cargo a platas del presupuesto del Ministerio del Deporte que deben destinarse a otros fines -por ejemplo, a deporte masivo en los sectores vulnerables, en las zonas aisladas- se financien entradas para concurrir al evento antes individualizado.



Como dije al comienzo, la inversión pública que hace el Estado para contribuir al éxito de ese tipo de competiciones debería condicionarse a la entrega gratuita de determinada cantidad de entradas.



A mi entender, el presupuesto fiscal en el ámbito del deporte debe destinarse a otros fines, vinculados con una serie de situaciones que han planteado diversos Senadores y en torno a las cuales se ha debatido esta mañana.



Considero un mal precedente financiar por la vía presupuestaria entradas para asistir a un espectáculo que ha sido objeto de una inversión pública importante. 



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Me parece, señora Presidenta, que la discusión ha derivado, más que a la asignación misma, a la Partida 26, porque, en gran medida, se está dando una opinión general sobre la política de deporte.



Yo tiendo a coincidir con lo que planteó el Senador Montes: desde el minuto en que se mire la educación solo como un espacio para la discusión en materia de Matemáticas y Lenguaje, tendremos un problema.



En mi concepto, el deporte es, dentro de la educación, un elemento fundamental para la formación.



Pero también la política deportiva debe, necesariamente, ir creando mejor infraestructura.



En tal sentido, valoro lo que se realizó durante el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet: con la aprobación del Congreso Nacional en el plano presupuestario, se construyó una red de estadios que permitió tener infraestructura deportiva de primera calidad en diferentes regiones de nuestro país que carecían de ella.



Asimismo, considero importante resaltar que durante este año la Primera Mandataria comprometió otras infraestructuras deportivas.



Específicamente, estimo fundamental llevar adelante la construcción del Estadio de Los Ángeles, que constituye un anhelo histórico. El señor Alcalde, en cuanto al terreno, puso una muy significativa cantidad de recursos. Así, tendremos en esa ciudad un recinto con características FIFA, lo que es de gran relevancia para la provincia de Biobío.



Empero, quizás debiéramos dar más bien un salto a nivel de focalización barrial.



Hoy muchos jóvenes, tras salir del colegio una vez terminadas las clases, regresan a sus barrios, pero en ellos no existe infraestructura deportiva básica.



Le hemos planteado al Ministerio del Deporte la necesidad de elaborar un gran plan nacional de infraestructura deportiva barrial, con canchas empastadas en todos los barrios de las comunas de Chile, para que nunca más haya sitios eriazos que constituyan focos de delincuencia y para que los jóvenes con ganas de hacer deporte dispongan de elementos adecuados.



Cuando fui Diputado por Santiago, señora Presidenta, organizamos la disputa de una copa deportiva. ¡Y el Alcalde Pablo Zalaquett nos cobraba 80 mil pesos por cancha...! En definitiva, debía pagarlos yo, para subsidiar a jóvenes de la comuna. ¡Pero ese recinto se había construido con recursos públicos...!



No me parece admisible que en los barrios se construya infraestructura deportiva y los municipios cobren por utilizarla.



¡El sentido del recurso público tiene que ver con la rentabilidad social! 



A mí no me interesa que la municipalidad sea económicamente superavitaria, sino que los habitantes de la comuna dispongan de infraestructura deportiva, que la cancha empastada esté siempre a disposición de la gente, en fin.



Me interesa también que las políticas públicas en materia deportiva consideren las particularidades de los territorios.



¡Qué sacamos con tener una cancha empastada y sin techo en Magallanes o en Aisén si los jóvenes no pueden usarla durante una parte importante del año debido a las lluvias!



En consecuencia, creo que se requiere una mirada en el sentido de aterrizar el deporte en los barrios, en las comunas.



¡Hay que poner verde en los sitios eriazos! ¡Hay que implementar espacios deportivos que no se circunscriban al fútbol! ¡Hay que construir multicanchas, para que mujeres y hombres puedan practicar otros deportes!



Por ejemplo, la masificación de una política pública destinada a fomentar los polideportivos debiera ser uno de los legados de este Gobierno: que cada comuna, por pequeña que sea, tenga derecho a un polideportivo donde, en invierno o en verano, los jóvenes puedan hacer deporte de manera gratuita.



En el minuto en que aquello se concrete estaremos en condiciones de exigirles a los jóvenes mejor comportamiento y más compromiso social, porque el Estado les habrá garantizado un espacio para divertirse sanamente: haciendo deporte, lo que, como expresé, es elemento fundamental para su formación. 


He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, hemos escuchado varias intervenciones sobre el deporte en general.



Oí con mucha atención la exposición del Senador Pizarro, que a mi juicio se enmarca en la línea correcta de la reflexión que debemos hacer sobre la materia.



Yo pregunto para qué creamos un Ministerio del Deporte: ¿para tener un aparato burocrático que distribuya recursos o para diseñar lo que debemos entender por política deportiva correcta?



Aquí se han dicho varias cosas: hay que implementar las áreas de deporte barriales, qué hacemos con los gimnasios, en fin.



En todas partes existen gimnasios que pasan cerrados. Muchas veces los jóvenes quieren usarlos, pero para ello deben pagar.


¿Cómo establecemos esa política deportiva? 



¿Se entiende el deporte solo como la educación física? ¿O es un concepto que va más allá?


Esas preguntas nos debe responder el Ministerio del Deporte. 


¿Qué política queremos en nuestro país para fomentar el deporte en su sentido real?



Ahora, la transferencia de sobre 2 mil millones de pesos que se plantea nos ha permitido hacer esta discusión, que ha sido muy positiva a los efectos de provocar lo que queremos.



En fecha reciente creamos un Ministerio del Deporte precisamente para que nos diseñara una política sectorial sobre la materia. 


Durante el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet se inició en la Región del Maule, a la que represento -y creo que el Senador Coloma me acompañará en lo que voy a señalar-, la construcción de dos estadios: el Fiscal de Talca y La Granja de Curicó. 


¡Ahí están, a medio edificar!



Ahora nos encontramos peleando para que se levante otro pedacito.



Y ello, tras compromisos gubernativos en el sentido de que se iba a completar la construcción.
El señor PROKURICA.- ¡Parece que son malos los dos Senadores de la zona...!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Entonces, en la Séptima Región también enfrentamos situaciones complicadas.


Ahora, me parece que destinar 2 mil y tantos millones de pesos para repartir entradas carece de sentido, porque eso está fuera de una política deportiva. 



Señora Presidenta, ¿para qué creamos el Ministerio del Deporte? Para que nos diera respuestas sobre materias como las aquí expuestas. Y espero recibirlas: de la Ministra y de las dirigencias involucradas.


He dicho.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, he escuchado atentamente las diversas intervenciones, pues considero fundamental instalar este tema aquí, en el Senado.


Si de algo debemos preocuparnos todos es de la existencia de una política pública de apoyo al deporte, especialmente en el caso de quienes no tienen opciones de practicarlo, sea por vivir en el mundo rural, sea por carecer de recursos.


Quiero recordar que años atrás este Parlamento hizo un trabajo muy importante para impedir el cambio del uso de suelo tratándose de canchas provenientes de los bienes comunes de la reforma agraria. Fue la manera de paralizar la destinación de los terrenos pertinentes a otras actividades.


Empero, debemos avanzar en la posibilidad de efectuar inversiones en esas canchas, que en su mayoría pertenecen a clubes deportivos, a los cuales les ha costado mucho acceder a recursos. 


Al Ministerio del Deporte le cabrá una responsabilidad enorme para progresar en tal sentido. 


Se ha planteado, por ejemplo, lo que significan en algunas regiones tanto la situación climática cuanto las necesidades de agua.


En mi Región, y especialmente en la comuna de Rancagua, se ha avanzado fuertemente en materia de canchas sintéticas, las que se utilizan durante las veinticuatro horas del día. Se han realizado inversiones en sectores populares carentes de recursos y que, por tanto, no tenían posibilidad alguna de acceder a ese tipo de infraestructura. 


Al respecto, valoro el tremendo trabajo efectuado por el Alcalde Eduardo Soto para permitir que el mundo popular acceda a canchas sintéticas en forma gratuita.



Aún más: hace algunos años se tomó la muy importante determinación de que, terminadas las clases, los gimnasios de las escuelas públicas, de los establecimientos municipales se abrieran a la comunidad, a las juntas de vecinos. Así, hoy tales instalaciones están siendo ocupadas por la ciudadanía.


De otro lado, debo subrayar -el Senador Harboe tocó el punto- que durante la semana última inauguramos uno de los polideportivos más extraordinarios de mi Región. Y serán dos los polideportivos inaugurados este año. Uno en la comuna de Machalí -constituye un orgullo y un ejemplo-, para que practique deportes gente que no podía hacerlo. Y dentro de poco tiempo inauguraremos el polideportivo de la comuna de Rancagua.



Pero falta mucho, señora Presidenta.



En tal sentido, comparto plenamente la idea de tener polideportivos en todas las comunas de nuestro país, sobre todo en las del mundo rural, donde hay que acudir a canchas de fútbol que a veces se ubican a varios kilómetros de distancia. Las otras alternativas son trotar por las calles o usar máquinas de ejercicios, las que -dicho sea de paso- han contribuido bastante a crear una cultura deportiva en nuestra comunidad.


Creo que debemos trabajar mancomunadamente para lograr los objetivos que se persiguen.



Señora Presidenta, en el asunto específico que nos convoca, con el Senador Coloma pedimos votación separada respecto de la transferencia que se plantea, para que nos expliquen adónde irán los recursos pertinentes. Necesitamos saberlo. 


Fue importante conseguir la organización del Mundial Sub-17 (costó mucho) y de la próxima Copa América, que prevé una sede en Rancagua.

El señor MOREIRA.- Y otra en Puerto Montt.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- La de Puerto Montt es para el Mundial Sub-17, señor Senador.


Y valoro aquello.



Pero, señora Presidenta, no podemos dejar abandonadas a las personas que no tienen recursos y, por consiguiente, no podrán acceder al Mundial Sub-17, debido al alto valor de las entradas.



No sé qué va a pasar.



Por cierto, un Mundial de Fútbol es distinto de la competencia local, ¡exceptuados los encuentros que disputan O’Higgins y Colo Colo u O’Higgins y Universidad de Chile...!



Nos interesa mucho obtener una explicación acerca del destino de los recursos en cuestión, señora Presidenta.


He dicho.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra en último término el Senador señor Chahuán. Después hablará el señor Ministro de Hacienda.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, en esta Sala se han discutido distintos temas a propósito de una indicación mediante la cual se solicitó votación separada.


Por mi parte, debo señalar en primer término que no pueden estar en entredicho ni la decisión de nuestro país de organizar el Mundial Sub-17 ni el compromiso de un mayor presupuesto fiscal para tal efecto, pues existe una responsabilidad con organizaciones internacionales.



Nos habría gustado que se hubiese clarificado mejor la manera de entregar los recursos. Pero lo cierto es que se requiere infraestructura deportiva para asegurar el éxito del referido campeonato internacional.



En segundo lugar, hallándonos en medio de la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos, me habría gustado que los ministros respectivos estuvieran presentes en la Sala.



Quiero contar lo que ocurría en la Administración anterior, cuando éramos Gobierno.


La Oposición levantaba el punto: “¡Falta de responsabilidad de los ministros por no estar presentes durante las discusiones legislativas!”.



Pues bien, si hoy no los vemos durante la tramitación de las iniciativas de sus Carteras, menos van estar presentes en la discusión del proyecto más importante para nuestro país: el que da origen a la Ley de Presupuestos.



Quisiera llamar la atención del Gobierno en el sentido de que los Ministros debieran estar en la discusión al detalle, para los efectos de ir resolviendo las consultas que pudieran hacer los parlamentarios.



Por último, tratándose particularmente de la glosa, se requiere generar un cambio de foco, no solo porque es importante avanzar en los polideportivos, como se señaló -en el Gobierno del Presidente Piñera se planificó la posibilidad de construirlos en cada una de las regiones-, sino también porque mantenemos una deuda con el deporte amateur.



Deseo contarles a Sus Señorías cuál es hoy la dificultad: los clubes tienen que pagar ante la Asociación Nacional de Fútbol Amateur o la Asociación Nacional de Fútbol Rural por el traspaso de jugadores y hacer colectas o actividades para cubrir el costo de los arbitrajes.



En definitiva, estamos en el peor de los mundos para la difusión de una actividad de ese tipo. Hemos hecho referencia al fútbol, pero también se incluye el resto de los deportes y los de carácter masivo.



En Chile enfrentamos la dificultad de una cultura de sedentarismo que va a costarnos cara. Efectivamente, las enfermedades crónicas no trasmisibles se van a transformar en una verdadera pandemia en los próximos veinte años. ¿Qué estamos haciendo al respecto?



Para la formulación de políticas deportivas -repito- se requiere cambiar el foco y los énfasis.



Adicionalmente, quisiera manifestar mi satisfacción por los recursos para el estadio de San Antonio, una larga aspiración de sus habitantes. Fue una gestión que hicimos con el Senador señor Lagos. Esperamos que esos fondos estén presentes.



Y ojalá los compromisos de diseño para otros estadios de la Quinta Región, particularmente en San Felipe, en La Calera, también se materialicen.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Previo a dar por concluido el debate y votar la Partida, tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, en relación con el Capítulo 02, Programa 01 Instituto Nacional de Deportes, Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 337, la Glosa 08 apunta a transferir “hasta” una cantidad de recursos “al Comité Organizador de la Copa Mundial Sub-17 para efectos de apoyar la realización del Mundial Sub-17 que se llevará a cabo entre los meses de octubre y noviembre de 2015”.



Me gustaría aclarar que el Gobierno de Chile comenzó a postular en el año 2012, habiéndose concedido la sede al año siguiente, con un marco de distintos compromisos. Estos los hemos estado llevando adelante tanto en infraestructura como en otros aspectos que requieren fondos, los que en este momento se ven reflejados explícitamente en esta glosa del proyecto de Ley de Presupuestos de 2015.



Los recursos van a ser entregados en el marco de la administración financiera. Se trata de transferencias desde el Instituto Nacional de Deportes al Comité Organizador. Básicamente, ellas se van a dirigir, a través de un convenio, a la Federación de Fútbol de Chile. Están establecidas sus fechas y se contemplan cuotas muy precisas, cada una representativa de un tercio, las que se enterarán el 1° de junio de 2015, el 3 de agosto de 2015 y el 5 de octubre de 2015. Las rendiciones de cuentas tienen que estar listas en los cinco días hábiles siguientes.



Es muy importante mantener la glosa en términos de que es “hasta” 2 mil 163 millones de pesos. Ello significa que puede ser cero, un peso o la primera cuota, si no se cumple con el convenio establecido para el efecto.



Por nuestra parte, vamos a cumplir el compromiso de sacar adelante el Mundial Sub-17 en Chile. La Federación Internacional de Fútbol fijará los precios de las entradas y nosotros los llevaremos a un 30 o un 35 por ciento para el público. En eso se van a utilizar los recursos y se realizarán auditorías para velar por ello.



Para proceder con la transparencia que corresponde, los fondos respectivos se contemplan en la Ley de Presupuestos, hasta la cantidad señalada, y con la formalización que estoy entregando en este momento.



El Ministerio del Deporte contará con apoyo profesional para ir auditando los flujos de caja.



Lo atinente al acceso dice relación -el Senador señor Harboe mencionó el punto- con el subsidio de las entradas, sobre la base de que los sectores más vulnerables puedan ingresar y presenciar los partidos.



Diré unas cuantas palabras con relación a los aspectos de infraestructura. La Presidenta Bachelet, en su primer mandato, impulsó un salto muy importante en la materia. En esta Administración vamos a tener presente la relevancia de una política nacional del deporte, no solo en la dimensión de la infraestructura, sino también, como lo ha planteado el Honorable señor Montes en otras ocasiones, integrada en aspectos de una reforma estructural como la contemplada en educación.



Asimismo, se considerará la salud pública, porque el punto justamente tiene que ver, no solo con materias de infraestructura o de recreación, sino también con la calidad de vida de nuestra población y del mundo local.



Y, en ese sentido, cabe reafirmar la convicción en un crecimiento sustantivo de recursos en la Partida Ministerio del Deporte para avanzar en infraestructura pública, como igualmente en el desarrollo de una política nacional en el sector, de la cual será informado, en su momento, el Congreso Nacional, a través de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Eso es cuanto puedo expresar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, este es exactamente el tipo de explicaciones que a uno le pueden gustar o no, pero que era necesario generar en la Subcomisión, lo que no se dio.



El señor Ministro nos menciona un convenio, un procedimiento, un sistema. Esperamos pedirle esos antecedentes por oficio, para que sea posible hacer un seguimiento. A ello se suman plazos exactos. Y la idea no es la de un público vago, sino que me pareció acotado.



Me parece conveniente aclararle al Honorable señor Zaldívar que la Presidenta Bachelet anunció los estadios de La Granja y Fiscal, pero no puso un ladrillo. Eso lo hizo el Presidente Piñera. Y espero que la Primera Mandataria pueda abocarse ahora al avance en las obras, efecto para el cual ojalá se destinen los recursos necesarios.



En estas condiciones, retiramos la indicación.



--Queda retirada la indicación número 9.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Si no hay objeciones, se aprobará la Partida.



--Se aprueba la Partida 26 Ministerio del Deporte.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde ocuparse en la Partida 23 Ministerio Público.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe hacer presente que la norma contenida en la Glosa 04 es de quórum calificado.



Todas las indicaciones que se han formulado son de información, por lo que solo falta pronunciarse sobre la Partida, propiamente tal, con la disposición citada.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se votará solo para dejar constancia del quórum.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hago constar que, mediando una disposición de ese rango, no son obligatorios los pareos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba la Partida 23 Ministerio Público, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 24 señores Senadores se pronuncian a favor y de que se registra un pareo.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Montes, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Matta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Partida 21 Ministerio de Desarrollo Social.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con relación al Capítulo 01, Programa 01 Subsecretaría de Servicios Sociales, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 341 “Sistema de apoyo a la selección de Beneficios Sociales”, las indicaciones números 18 y 55, de los Honorables señores Coloma y García-Huidobro, respectivamente, son para pedir la votación separada de las glosas 07, 08, 09 y 10.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En discusión las indicaciones.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Sí, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, la Honorable señora Von Baer me manifestó su interés en referirse a esa materia y acaba de incorporarse a la Sala.

El señor TUMA (Presidente).- Le ofreceré la palabra en un momento más.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ¿es posible partir por la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, mientras la Mesa ve qué indicaciones se tratarán, para que puedan participar los colegas que las han formulado, voy a tomar esta instancia como una discusión general de lo que significa la Partida.



Dudo de que en alguna región o localidad no se enfrenten problemas con la Ficha de Protección Social.



Los miembros de esta Corporación hemos insistido permanentemente en la búsqueda de un instrumento que permita no solo focalizar o dimensionar los grados de vulnerabilidad, de pobreza, en cada una de nuestras regiones. Y si hay uno que no ha dado el ancho, que no ha sido eficaz, con el que han jugado y hecho anuncios todos los Gobiernos y que simplemente no se ha traducido en que las familias más vulnerables accedan a beneficios -o, al revés, se vean brutalmente castigadas con ponderaciones sobre los 13 mil, 14 mil puntos, lo que las deja sin ninguna oportunidad- es precisamente la Ficha de Protección Social.



Sin perjuicio de votar hoy día los dineros para el Ministerio, no podemos quedar ausentes del debate y de la complejidad de la situación para la gran mayoría de las familias.



A usted lo he escuchado muchas veces referirse a la misma materia, señor Presidente. ¡Ya no hay cómo explicarle a la gente! ¡Nadie se hace responsable de nada! ¡Nadie entiende absolutamente nada de lo que pasa con este instrumento! Solo se sabe que cada día son más y más los que quedan fuera de la protección social y de la posibilidad de resultar favorecidos en cuanto a mejoramiento de vivienda, alimentación, becas, estudios. ¡La Ficha lo mide todo! 



Por lo tanto, es necesario saber si el Gobierno dispone o no, en definitiva, de un instrumento mejor, aplicable en el futuro próximo, para que las personas vulnerables puedan tener acceso a los beneficios sociales que el Estado entrega.



No hay fecha. Eso es lo peor, señor Presidente.



Hemos conversado bastante con la señora Ministra. Existe mucha voluntad. Y eso no se discute. El problema es que la gente no vive de la voluntad que puede abrigar una determinada Ministra o Gobierno. Son demasiados los que quedan totalmente fuera de las posibilidades de conseguir algo. Y nadie -repito- les explica nada.



¡Son personas absolutamente desamparadas, sin que el municipio, ni los gobiernos, ni las secretarías regionales ministeriales puedan darles una respuesta definitiva de cuál será el mecanismo que les permitirá lograr los “beneficios” que entrega el Estado!



No hay ningún anuncio de una fecha ni del mecanismo con que se medirán la vulnerabilidad y la pobreza.



No sé si el señor Ministro de Hacienda puede considerar el asunto. Sé que tiene un manejo de la realidad nacional. 



He hecho referencia a un aspecto técnico y a un instrumento que reviste la mayor importancia, por supuesto, no solo para medir la vulnerabilidad, sino también para canalizar beneficios provenientes del Estado. Pero es una herramienta que no existe. No hay nada.



¡Y reclamamos con fuerza de ello, señor Presidente!



En consecuencia, aprovechamos la votación del presupuesto del Ministerio de Desarrollo Social para exigir que se dé una fecha y se contemple un mecanismo que proporcione una respuesta definitiva a los problemas de vulnerabilidad.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- El Senador señor Coloma ha solicitado postergar el tratamiento de la petición de votación separada y pasar de inmediato al presupuesto de la Conadi, con el objeto de liberar de intervenir en este momento a la Honorable señora Von Baer, quien está participando en la Comisión de Educación.



Se procederá en esa forma.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con relación al Capítulo 06, las indicaciones números 19 y 54, de los Senadores señores Coloma y García-Huidobro, respectivamente, son para pedir la votación separada del Programa 01 Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, tuvimos una larga discusión respecto al Fondo de Tierras y Aguas Indígenas de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI) en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, debido a la preocupación -compartida transversalmente por varios Senadores y también por Diputados de las regiones del sur- en cuanto a la forma en que dicho organismo realiza la compra de tierras. 



Lo anterior puede producir un incentivo negativo, pues las comunidades que han esperado mucho tiempo para ser beneficiadas con la compra de tierras por parte de la Corporación, en reiteradas ocasiones se ven frustradas ante la no entrega de este beneficio, dado que se salta la lista respectiva por la necesidad, más bien política, de solucionar conflictos generados por la toma de terrenos en forma violenta. Las comunidades que han esperado pacientemente y no han optado por la violencia se sienten desmotivadas al observar que otras comunidades que sí han escogido la vía violenta para tomarse tierras resultan favorecidas. 



En ese sentido, nosotros impulsamos, de manera transversal, una indicación que asegurara el respeto irrestricto de la aplicabilidad en la entrega de tierras por parte de la CONADI, a efectos de que se cumpla el calendario de adquisición de terrenos. 



Esto reviste especial importancia, porque el Gobierno está aumentando de modo muy relevante (más de 70 por ciento) el aporte que se le entrega a dicho Fondo. Por lo tanto, la situación en el sur se podría agravar si no se maneja en forma estricta la entrega de esos recursos, de acuerdo al calendario establecido por la CONADI, en función de la aplicabilidad. 



Esta indicación -impulsada también por el Senador Tuma- fue recogida en parte por la Cámara de Diputados y proponía reemplazar la Glosa 05 por una que comenzaba diciendo: “La priorización de estos recursos debe considerar la antigüedad del acto de reconocimiento del derecho de restitución”. 



Con ello -y lo conversamos con dicho señor Senador- se salvaba la eventualidad de que la CONADI, o el Gobierno, se saltara el estudio de aplicabilidad y, por lo tanto, el calendario establecido. 



Sin embargo, me hace falta una parte de la indicación -en su momento, le pedimos al Ejecutivo que la acogiera-, en el sentido de que expresamente se estipule en la glosa (porque imagino que el Gobierno lo comparte, al igual que los Parlamentarios de la Nueva Mayoría) que no se va a favorecer a comunidades que hayan incurrido en hechos de violencia o en tomas de predios, porque, de lo contrario, lo único que haremos es apagar un incendio con bencina. 



Esa parte de la glosa me hace falta para votar tranquilamente a favor del importante aumento presupuestario que se le entrega al Fondo de Tierras y Aguas. 



De ahí que, por su intermedio, señor Presidente, pido al Ejecutivo plantear su posición sobre el particular, para que quede en la historia fidedigna de la ley, y así estar todos tranquilos de que, efectivamente, el Gobierno se compromete formalmente -porque la glosa no está redactada de esa manera- a no ceder ante presiones para comprar tierras a comunidades que hayan incurrido en tomas de terrenos u otros hechos de violencia. 



No se trata de un problema de este Gobierno o de otro, sino de un problema de Estado, el cual se puede seguir agravando de volverse a cometer los errores del pasado en el sentido de favorecer a comunidades que hayan cometido actos violentos. 



Por eso, señor Presidente, me gustaría escuchar, de parte del Ministro, el compromiso formal de que no se accederá a la compra de tierras para comunidades que utilicen la violencia. 



Lo anterior también va en beneficio de nuestros pueblos originarios, que han esperado tranquilamente, en paz, sin usar la violencia, para acceder a los fondos del Estado -siempre escasos- que les permitan adquirir terrenos. 



En ese sentido, quiero pedir, en favor de las regiones del sur y, adicionalmente, en beneficio de las comunidades indígenas que han esperado durante tanto tiempo, que se establezca que no se saltará el calendario, que no se accederá a las peticiones de comunidades violentas, y escuchar, si fuese posible, tal compromiso de parte del Ministro de Hacienda. 



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señora Presidenta, esta Partida contiene el presupuesto de la CONADI, organismo respecto del cual resulta preocupante, qué duda cabe, para las regiones del sur de Chile, en particular la de La Araucanía, que esté en cuestionamiento, porque, a nuestro juicio, ya cumplió el rol que se le había encomendado. 



Dicha Corporación, en 1993 -me parece-, cuando se creó la Ley Indígena, era un organismo que se pensaba que iba a ser capaz de atender progresivamente las demandas de los indígenas. Y así fue. Sin embargo, con el crecimiento del potencial de las demandas en distintas materias, se ha visto disminuida su capacidad para dar satisfacción a todos los requerimientos. 



Por eso, la Presidenta de la República, con razón, está pidiendo realizar una consulta respecto de la creación de un Ministerio de Asuntos Indígenas. 



Justamente debido a que se han ido acumulando demandas, de acuerdo a lo que establece la propia ley sobre restitución de tierras a comunidades que logren cumplir con la aplicabilidad requerida o con el reconocimiento del derecho de restitución, no ha sido posible materializar la compra de terrenos, por lo que muchas comunidades llevan esperando, aproximadamente, entre 2 y 17 años.



No obstante lo anterior, hemos visto cómo otras comunidades, que sin haber seguido el camino de la institucionalidad, sin haber cumplido con este requisito, han conseguido del Ejecutivo, de todos los gobiernos, la adquisición de tierras mediante la ruta más fácil: la de la toma, la de la violencia. 



La referida indicación, apoyada de manera transversal, permite expresar, sobre todo por la muy importante señal que la Presidenta de la República está dando a los funcionarios de este Gobierno en cuanto a los recursos destinados al Fondo de Tierras, que ahora se ha incrementado de manera sustantiva -como nunca antes se había visto-, precisamente para ponerse al día con la deuda que se tiene con las comunidades que han seguido el camino institucional, que, con el reforzamiento de la glosa pertinente, esos dineros se van a utilizar solo para las comunidades que hayan cumplido con el reconocimiento del derecho de restitución consagrado en la propia ley.



En definitiva, con lo propuesto, el Gobierno daría una señal muy relevante en el sentido de que se debe respetar la institucionalidad, que hay que ponerse al día con estas comunidades, y que se tienen que ir creando condiciones de paz social en la medida que utilicemos los recursos, intencionadamente, para satisfacer demandas canalizadas a través de la legislación que hemos aprobado. 



Por lo tanto, se trata de un respaldo a las demandas de las comunidades, al derecho de restitución, y al ordenamiento que debe existir para la satisfacción de las demandas planteadas. 



Me interpreta plenamente la aprobación del contenido de la citada glosa, que responde a un compromiso adquirido por la Ministra de Desarrollo Social, por el Ejecutivo en definitiva, en la Primera Subcomisión de Presupuestos, que vio esta Partida, y también en la Comisión Especial Mixta.



El Gobierno se comprometió a introducir en la Cámara de Diputados una glosa que contuviera esa aspiración. Y lo cumplió de manera taxativa. Además, su redacción no merece ninguna duda respecto a que tales recursos solo se utilizarán en aquellas comunidades que sigan el camino institucional.



Así que celebro la acogida que ha tenido esta sugerencia, en especial en el Ejecutivo.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, en primer lugar, debo señalar que la glosa que se ha incorporado al Capítulo correspondiente a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena en el Ministerio de Desarrollo Social, es superperentoria. Obliga a que, para la compra de tierras, se tenga que considerar el acto de reconocimiento del derecho de restitución. Esto es lo que nosotros llamamos “aplicabilidad”. Significa que los antecedentes jurídicos de la respectiva comunidad, sus títulos de merced, han sido analizados y estudiados y que se ha advertido una merma en su territorio. Si el título de merced le señala 500 hectáreas y hoy están ocupando 300, quiere decir que le faltan 200. Y, por lo tanto, la deuda que el Estado tiene con esa comunidad es equivalente a 200 hectáreas.



Sin la aplicabilidad no se puede comprar terrenos. Sin aplicabilidad el gasto en compra de terrenos pasa a ser ilegal. Y esto, para quienes representamos a las regiones del sur y en particular a la de La Araucanía, es -créanme- vital.



Lo que nos ha ocurrido durante muchos años, a través de distintos Gobiernos, es que se saltan la prelación, se saltan el ordenamiento. Viene una comunidad, realiza actos violentos, y se apaga el fuego -como bien señaló la Senadora Von Baer- con bencina, pues entonces se corre a satisfacer sus demandas, las que, normalmente, son de tierras.



En consecuencia, las comunidades que llevan años esperando, que han cumplido con todos los requisitos, que han tenido la paciencia de aguardar que estén los presupuestos y se encuentre un predio para que este sea adquirido y les sea entregado, tienen que seguir esperando, lo cual despierta enorme frustración en los dirigentes y las comunidades que llevan tanto tiempo ilusionándose.



Por eso, creo que la glosa debiera significar un mayor ordenamiento y que habrá más respeto por las comunidades que llevan años esperando y que han hecho las cosas, en tiempo y en forma, como corresponde.



Dicho lo anterior, señora Presidenta, quiero hacer presente que nosotros tenemos que ser supercuidadosos con lo que estamos haciendo en materia de tierras. Primero, porque las comunidades manifiestan que quieren ser propietarias individuales; no quieren propiedad colectiva.



En la Región de La Araucanía se ha constituido la Fundación Aitue, que realizó una encuesta seria, profunda, preguntándoles a nuestros hermanos mapuches qué querían. Y no quieren tierra colectiva. Quieren que la tierra sea asignada individualmente a cada familia, de tal manera que ellos puedan trabajarla, puedan surgir, puedan progresar.



Rechazan el criterio colectivo, pues, si no todos trabajan con la misma fuerza, con el mismo ánimo, con el mismo ímpetu para hacer producir la tierra, finalmente se genera una situación de enorme desequilibrio.



Además, quieren que haya apoyo productivo, que haya apoyo en capital de trabajo, de tal manera que la tierra pueda hacerse producir.



En un minuto quiero explicarles a las señoras y señores Senadores lo que nos está ocurriendo en La Araucanía.



Se compra un predio que está en plena producción. ¡Mil hectáreas! Por esto de entregar mil hectáreas a cien familias, sin apoyo productivo, inmediatamente ese predio deja de ser productivo. Y la región, en lugar de producir más, de progresar y de disminuir las situaciones de pobreza y desigualdad, produce menos, con lo cual se amplifican la pobreza y los niveles de desigualdad.



Aquí hay una política de tierras que necesariamente tiene que ser complementada.



Primero, debemos ordenarnos. Darles a los que efectivamente corresponde. Y luego, que haya apoyo productivo, porque, de lo contrario, la Región de La Araucanía, desgraciadamente, va a ser cada día más pobre.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Señora Presidenta, la CONADI tiene, para el año 2015, un presupuesto de más de 116 mil millones de pesos, con un crecimiento de 56 por ciento respecto del año anterior.



En él se contempla financiamiento para las acciones e iniciativas dirigidas a los pueblos originarios, tales como ayudas, asesorías, asistencia técnica, aportes destinados al desarrollo de la integración de personas, familias, organismos, asociaciones y comunidades, y protección de su patrimonio cultural.



En ese sentido, en el Ministerio del Desarrollo Social hay una cantidad de recursos muy importante. Sin embargo, muchas veces la tensión se coloca en el tema del Fondo de Tierras y Aguas Indígenas, el cual, para cumplir con ciertos compromisos, crece en más de 70 por ciento, principalmente para financiar compras por restitución histórica y subsidios para la construcción de obras de riego y/o drenaje, así como para las consultas de los pueblos indígenas, incluidas aquellas que hayan comenzado durante el presente año. Pero también se contempla la apertura del programa Chile Indígena y un Programa de Apoyo a la Protección Ambiental Indígena -a los cuales también se les asignan mayores recursos, adicionales a los que en el 2014 se contemplaban en el Fondo de Desarrollo Indígena-, y la creación de un nuevo Programa de Apoyo al Turismo y Pueblos Indígenas.



¿A qué voy con esto, señora Presidenta? A que el Ministerio de Desarrollo Social, que vela por nuestros pueblos originarios, junto con recibir una cantidad de recursos muy importante para responder a las demandas vinculadas con el Fondo de Tierras y Aguas Indígenas, se ve favorecido con una oferta programática que no solo se concentra en esas materias, sino que se hace cargo de distintas áreas de trabajo y políticas públicas relacionadas con el sector.



Una de las consultas que se nos hicieron en el debate en la Subcomisión respectiva y en la Comisión Especial Mixta apuntaba a cómo íbamos a ordenar y generar señales concretas o -dicho abiertamente- desincentivos claros para quienes se quieran colocar primeros en la fila mediante actividades que no son justamente los requisitos establecidos al efecto, no solo en la Región de La Araucanía, sino en cualquier parte del país.



Y contestamos claramente: existe un reglamento al respecto. Y además colocamos, en el Protocolo de Acuerdo que acompaña el despacho de la Ley de Presupuestos, solicitudes que nos hicieran parlamentarios, especialmente Senadores, para que justamente ese tipo de actividades (que para algunas personas implicaría ponerse primeras en la fila mediante alguna clase de desórdenes) no sean conductas aceptables. 



Lo dejamos así de explícito en el Protocolo de Acuerdo.



Pero, además de ese documento, existe un reglamento que contiene las materias que el Gobierno, la CONADI y su Director deben considerar, como un informe jurídico respecto del número de personas y comunidades, la gravedad de las situaciones sociales -para un alto número de familias o para toda una comunidad-, la antigüedad y magnitud del problema en la comunidad respectiva, etcétera.



Nosotros vamos a cumplir fielmente con la institucionalidad y los reglamentos que nos hemos fijado.



Y, adicionalmente, llevaremos adelante lo que establecimos en el Protocolo de Acuerdo para el despacho de esta ley, porque justamente con reglas claras -necesarias no solo para este sector- y con una institucionalidad que funcione avanzaremos en la ejecución de los recursos en comento respecto de los pueblos indígenas.



Es cuanto tengo que informar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, habríamos deseado que el Ministro hablara en forma un poco más clara, y que hubiese dicho: “No vamos a entregarles tierras a aquellas comunidades que utilicen la violencia”.



Pero entiendo que aquí hay un compromiso del Gobierno, tomado en la Sala del Senado, en el sentido de que se va a respetar estrictamente la aplicabilidad o el acto de reconocimiento del derecho de restitución. Por lo tanto, entiendo las palabras del Ministro (está la indicación presentada por el Senador Tuma y apoyada por nosotros, por el Senador García y por mí): el Gobierno está adquiriendo el compromiso de que no se van a comprar tierras a comunidades que hayan usado la violencia para lograr sus fines. Y vamos a mantener una mirada respecto de lo que hace el Ejecutivo.



Esa señal es tremendamente relevante para que el funcionamiento del Fondo de Tierras y Aguas no genere círculos de violencia en el sur de nuestro país y para que se respete a las comunidades de nuestros pueblos originarios que han esperado pacientemente y sin utilizar la violencia el poder acceder a esta ayuda del Estado.



Finalmente, señora Presidenta, no me queda sino decir que me alegra que ese sea el compromiso del Gobierno -así lo entiendo-, y espero, por el bien de las regiones del sur, que lo cumpla estrictamente: que no se entreguen más tierras a comunidades que hayan utilizado la violencia o tomado tierras como fórmula de presión para acceder al Fondo de Tierras y Aguas.



Pero, adicionalmente, señora Presidenta, por su intermedio, deseo pedirles al Ministro y al Gobierno que se preocupen de esta temática de manera un poco más global.



Acá nosotros estamos aumentando el Fondo de Tierras y Aguas en forma importante. Pero no tenemos establecida una política -no un reglamento-  acerca de cómo hacernos cargo de la problemática de la reivindicación de tierras en el sur de nuestro país.



Los números respecto a los títulos de merced y a los títulos de comisario existen. Sin embargo, de parte de la CONADI no hay ningún plan referido a cómo nos vamos a hacer cargo de la merma de tierras que ha existido en el largo plazo; por cuánto tiempo existirá este Fondo.



A mi juicio,  sería muy sano para nuestro país y para el sur de Chile que en la próxima discusión de la Ley de Presupuestos el Director de la CONADI y la Ministra de Desarrollo Social pudiesen presentar este plan: una política de compra de tierras que aborde cómo nos haremos cargo de esta situación sin ir tapando hoyos en el camino. Es decir, no solamente un reglamento, sino una política real de compra de tierras.



En consecuencia, señora Presidenta, todos comprendemos que el compromiso del Gobierno es no acceder más a presiones de comunidades que utilicen la violencia o la toma de terrenos para poder adquirir tierras por parte del Estado.



Entendiendo que ese es el compromiso, vamos a apoyar esta Partida. No obstante, miraremos atentamente cómo lleva adelante el Gobierno la política de compra de tierras.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, voy a ser muy breve, a solicitud del Ministro de Hacienda, que me dice que votemos, y solo le haré tres consultas.



Primero, comparto con los señores Senadores que la tramitación de la Ley de Presupuestos habría sido mucho más fluida e informada si estuvieran presentes los Ministros de cada una de las Carteras, como ocurrió en la Administración anterior.



Creo que no debiéramos volver a descartar esa fórmula en el futuro y que tendríamos que revivirla, pues habrá tantas iniciativas presupuestarias como años vengan.



Pero me hago una pregunta, y quiero formulársela al Ministro de Hacienda: cómo es posible que un país donde en cada discurso de algún dirigente político, Ministro o parlamentario se habla de las diferencias sociales y de la superación de la pobreza, al mirar la ejecución presupuestaria de este Ministerio, especialmente en los proyectos que tienen por objeto la superación de la pobreza, exista falta de ejecución.



¿A qué se debe que no hayamos podido ejecutar los presupuestos que persiguen la superación de la pobreza?



En segundo lugar, como planteó aquí muy bien el Senador Bianchi: ¿qué pasa con los temas establecidos con la Ficha de Protección Social, con el diseño e implementación que se detuvo en la fase de aplicación, incluso luego de haber aumentado el presupuesto para el 2014?



De esa Ficha dependen los beneficios sociales de los más vulnerables. Y estamos en presencia no solo de los problemas derivados de por qué estos recursos del Estado no les llegan a los más pobres, sino además de que existen algunos vivos con cargos muy importantes en la Administración Pública que se benefician con los recursos del Estado. Hay una gobernadora, tengo aquí el caso, que tiene Ficha de Protección Social…

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Es la ex Alcaldesa de Molina!

El señor PROKURICA.- Así es.



O sea, creo que, vengan de donde vengan el abuso y la falta de los recursos del Estado orientados justamente a superar la pobreza y las diferencias sociales, son malos. No me importa si es de un lado o del otro.



Esa ficha técnica debe corregir estos problemas. Y quiero preguntarle al Ministro qué hacemos con eso.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Este debate ha sido ya bastante prolongado.



Les quiero decir a los Senadores y las Senadoras que estamos tomándonos más de una hora en Partidas que se suponían fáciles.



Ayer realizamos una reunión de Comités y acordamos darle cierta agilidad a la discusión. Aquí se ha hecho mucho hincapié en no restarles derechos a los Senadores, pero la verdad es que esto no puede seguir así, pues no vamos a terminar ni a las 12 de la noche y todavía nos faltan diversas Partidas.



Le daré la palabra al Senador señor Espina, y cerraremos el debate.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, le agradezco infinitamente su gentileza.



Este asunto es uno de los más importantes que se pueden debatir en el Parlamento. El tema de La Araucanía -perdón, yo estaba preparando otras materias de la Ley de Presupuestos- no es solo de la Región de la Araucanía, sino de Chile.



Este problema se arrastra por 100 años. Todos los Gobiernos no han sido capaces de resolverlo, y nosotros estamos haciendo un esfuerzo por solucionarlo integralmente.



Siempre ha habido una mirada muy parcializada: desde el punto de vista de la seguridad ciudadana o desde el punto de vista de la entrega de tierras.



Por eso, junto con el Senador García Ruminot presentamos una propuesta por la paz social en La Araucanía. Esta recibió un importantísimo respaldo para nosotros de tres ex Presidentes de la República: Ricardo Lagos, Eduardo Frei y Sebastián Piñera. La compartimos con parlamentarios de la Nueva Mayoría y de todos ellos recibimos -este es un primer paso; no pretende ser una solución definitiva- el mejor espíritu para sacarla adelante.



Uno de los puntos candentes en nuestra región es el relativo a las tierras en la Araucanía. Ya habrá oportunidad de analizar en una sesión especial cómo se genera ese conflicto. Lo que sí puedo decir es que en este tema las víctimas son los agricultores y los mapuches.



El error que cometió históricamente el Estado de Chile ahí es gigantesco. Porque entregó títulos de merced a las comunidades mapuches, que tuvieron detrimento, es decir, no se entregaron la cantidad de hectáreas que amparaba cada título. Se abrió un procedimiento en la CONADI para efectos de que las comunidades pudieran reclamar por el detrimento, es decir, por aquella parte de su título de merced. Para eso hay un procedimiento que se llama “aplicabilidad”, que consiste en que la CONADI realiza un estudio y determina efectivamente cuánto se le debe de dicho título.



Sin embargo, el grave problema es que al menos hace cien años esas mismas tierras fueron vendidas a agricultores, a quienes se llamó a poblar La Araucanía.



Y cuando hoy día uno habla con un agricultor, este dice: “Pero si tengo y trabajo mis tierras desde hace cien años, y están inscritas en el Conservador de Bienes Raíces”. ¡Es verdad!



Y si uno conversa con un comunero mapuche, este señala: “Yo tengo un certificado de la CONADI que dice que parte de esas tierras pertenecen a mi comunidad”.



¡El Estado de Chile ha hecho una barbaridad; ha generado un conflicto enorme!



Entonces, ahora se le da la oportunidad a la comunidad para que compre tierras de la misma calidad en otro lugar. Y, en la inmensa mayoría de los casos, esas nuevas tierras no van acompañadas de apoyo productivo. De ahí que hoy tenemos comunidades mapuches que antes eran pobres sin tierra, y ahora pobres con tierra.



Para solucionar este problema hay una propuesta completa. Y la indicación en comento apunta en la dirección correcta, pues dice que la priorización de los recursos del fondo de tierras debe considerar el acto de reconocimiento del derecho a restitución. Ello significa que debe tener aplicabilidad. 



Porque algunos Gobiernos han cometido el gravísimo error de que, para resolver un conflicto momentáneo y evitar que se siga produciendo, les entregan más tierras a comunidades que ya las habían recibido, y no, en cambio, a aquellas a las que les correspondía legítimamente, que han esperado por ello en forma pacífica durante años.



Esa indicación busca hacer, quizá, uno de los cambios más relevantes del último tiempo en esta materia, que es señalar: “Mire, las prioridades van a estar en aquellas comunidades que tienen un reconocimiento”.



¿Qué significa el reconocimiento? La aplicabilidad. O sea, el certificado que otorga la CONADI que expresa que efectivamente se tiene tierras.



Señora Presidenta, este asunto deberá ser abordado alguna vez por el Congreso Nacional. Espero que ello ocurra, a la brevedad, en una sesión especial, una vez que termine la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos.



Aquí hay cuatro temas que resolver definitivamente.



Primero, la política de entrega de tierras.



Es necesario catastrar, determinar, cuántas tierras se ha comprometido a entregar el Estado de Chile a las comunidades mapuches; el número de hectáreas; entregar esas tierras o su equivalente en cantidad y calidad; dar la opción a esas comunidades de recibir compensaciones distintas. Pero no se puede perpetuar el conflicto de tierras.



Segundo, la pobreza rural, que es esencial, porque es un germen de la violencia, para cuya solución hemos propuesto la creación de una CORFO rural, entre otros instrumentos.



Tercero, la incorporación de los pueblos originarios a la institucionalidad chilena. Mientras esto no ocurra, será muy difícil realizar una interlocución con ellos, pues existen tres mil comunidades y cada una tiene su propia interlocución.



Por lo tanto, en el Parlamento hay que establecer cuotas de representantes de las comunidades mapuches, porque eso se transforma en una herramienta esencial para el diálogo.



Cuarto, abordar el tema de la violencia en sus dos aristas.



En primer término, tal como ha dicho el Subsecretario Aleuy, quienes cometen actos de violencia son delincuentes. Y tales actos no deben confundirse con legítimas reivindicaciones de la causa mapuche.



En segundo lugar, indemnizar a las víctimas, sean mapuches o no. Porque si han sufrido la violencia, ha sido por una falencia del Estado.



Y hay dos asuntos más.



También debemos ser capaces de abordar lo referido a la autodeterminación. ¿Qué significa esta para las comunidades mapuches? Algunos creen que separarse del Estado de Chile. Eso no es verdad. Por lo menos para la inmensa mayoría.



Y, asimismo, se ha de analizar cómo pueden ellas gestionar la administración de aquellas zonas y lugares donde están asentadas, como ocurre en los países modernos.



Esos temas hay que abordarlos sin complejos, y así se construirá la paz social en La Araucanía.



Por las razones antes dichas, apoyo esta indicación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entiendo que la Senadora señora Von Baer desea retirar la indicación que presentó.



Así es.



--Quedan retiradas las indicaciones números 19 y 54.
El señor LABBÉ (Secretario).- A continuación, están las indicaciones Nos. 18 y 55, de los Senadores señores Coloma y García-Huidobro, respectivamente, en que también se pide votación separada para la Asignación 341, Sistema de apoyo a la selección de Beneficios Sociales, Glosas 07, 08, 09 y 10.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, Sus Señorías se darán cuenta de que en el Presupuesto del Ministerio de Desarrollo Social hay una Asignación nueva denominada “Sistema de apoyo a la selección de Beneficios Sociales”, en remplazo de distintos sistemas existentes en el país.



Desde 1979 Chile cuenta con instrumentos de focalización.



Primero fue la Ficha CAS 1; luego, la Ficha CAS 2, y en una tercera instancia, la Ficha de Protección Social. En los últimos años, se convocó a un Comité de Expertos para trabajar en una nueva encuesta, en un nuevo sistema. Y este se incluye en la asignación en comento de esta Partida.



Se señala que esta es una forma más adecuada de facilitar los accesos a los beneficios sociales. Y tiene, básicamente, tres cambios respecto al sistema de apoyo a la selección de beneficiarios.



Primero, hay un registro diferente de antecedentes que contiene información autorreportada de la Ficha de Protección Social; de otros fondos solidarios, y, también -esto es importante-, de datos administrativos disponibles.



Según ese concepto, a mi entender, cerca de 13 millones de chilenos van a quedar automáticamente -por así decirlo- incluidos en este nuevo sistema, y solo quienes teóricamente no contaran con ninguna información en el registro tendrían que inscribirse si quisieran formar parte del Sistema de apoyo a la selección de Beneficios Sociales.



De todas maneras, aquí se trata del cambio en la información, es decir, de usar el capital que tiene el país en esa materia.



En segundo lugar, cómo se buscan los instrumentos y mecanismos de elegibilidad. Básicamente, se trata de disponer de información con criterios propios de selección, no de una ventana común en cada uno de los programas, como ocurre hoy día, sino de un sistema de acceso para quienes, eventualmente, tengan una necesidad.



Por último, hay un procedimiento para rectificar, actualizar o complementar información, en donde los usuarios son los llamados a cumplir ese rol.



Digo lo anterior -por eso solicité votación separada-, porque deseo formular cinco consultas al Ministro de Hacienda, por su intermedio, señora Presidenta.



Primero, es importante saber cómo se resguarda que los registros administrativos sean verificados, ya que no existe un incentivo para que un usuario declare que no debería recibir un subsidio. O sea, si uno entiende lo que sostuvo la Ministra, en el fondo cada persona será una especie de autorregulador. No obstante, si alguien de repente dice que, en realidad, no necesita determinado beneficio, no tengo claro cómo lo va a declarar. Esto carece de realismo.



Segundo, que cada programa tenga un criterio de selección puede generar inconsistencia en la coordinación del conjunto de programas sociales y la entrega de beneficios.



Esto es superimportante de precisar. Porque uno de los méritos de las otras fichas -que tenían defectos, por algo hubo acuerdo en que debían modificarse- era que había una integración. Pero, según dijo la Ministra, ahora cada programa tiene un criterio de elección. Y eso puede generar que, por alguna razón, pocos tengan mucho y muchos tengan poco.



Y ese tema deseamos discutir.



Tercero, no se propone un retiro gradual de los beneficios sociales. Esto inquieta mucho. Y la idea es que a una persona que mejora su situación se le puedan ir retirando gradualmente algunos beneficios.



De acuerdo a este sistema -como se señaló en la Subcomisión-, llegado a cierto momento, se retira íntegramente el beneficio. Y en cuanto a la gradualidad queremos hacer una reflexión.



Cuarto, al utilizar ingresos efectivos, como calificación socioeconómica, se puede producir un importante desincentivo a la formalización de los ingresos.



Esto no lo digo yo, sino varios expertos en la materia, entre ellos, el Senador Moreira. En ese sentido, la formalización también debe ir acompañada de beneficios. Si al final uno formaliza mucho, el retirar los ingresos parece ser complejo.



Por último, no queda claro que se dejaron de descongelar los puntajes de la Ficha de Protección Social. Requiero saber qué pasa cuando existen diferencias entre la información del autorreporte congelado y la información administrativa. Porque hoy día sigue coexistiendo lo que reporta la referida Ficha, que para algunos efectos se puede usar, con los datos obtenidos por vía administrativa. No es del todo obvio qué ocurre cuando hay una contradicción entre una y otra fuente.



En resumen, señora Presidenta, nosotros queremos colaborar en esta materia. Sabemos perfectamente que, siendo importantes los esquemas de focalización, cada instrumento ha cumplido un rol, y hoy es necesario hacer un cambio. De eso no cabe duda. 



Pero surgen las interrogantes que he formulado. Y es al momento de votar -único instante en que se puede discutir tal asunto, porque se va a destinar una cantidad importante de recursos a ello- cuando se deben clarificar las dudas, para que el nuevo sistema realmente funcione bien y no quede como una idea que dure poco y deba ser cambiada de nuevo.



Son preguntas precisas, concretas, y esperamos que el Ministro las pueda aclarar.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Señora Presidenta, daré respuesta a las consultas que han realizado los señores Senadores respecto de la Partida 21 Ministerio de Desarrollo Social, Capítulo 01, Programa 01 Subsecretaría de Servicios Sociales, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 341 Sistema de Apoyo a la Selección de Beneficios Sociales.



Parto refiriéndome a una inquietud que se expresó en el debate anterior a la intervención del Senador Coloma, respecto de las fechas y los plazos. Porque recuerdo que hubo una discusión general al inicio; después se pasó a los temas relativos a los pueblos indígenas, y ahora se volvió a lo concerniente a la Ficha de Protección Social o, más bien, a la manera en que se establecerá el Sistema de Apoyo a la Selección de Beneficios Sociales.



Con relación a dicho sistema, el Ejecutivo dispuso la siguiente Glosa 10: “Antes del 31 de marzo del 2015, el Ministerio de Desarrollo Social, deberá entregar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a partir de las modificaciones realizadas a la Ficha de Protección Social, un informe que contenga los cambios efectuados y como ello afectará a la medición de la vulnerabilidad y su efecto esperado en  materia de focalización de programas.”.



Nosotros vamos a llevar adelante dicho informe, pues tenemos un cronograma de trabajo establecido desde principios de nuestra Administración. De hecho, de las 56 medidas para los cien primeros días de Gobierno, la número 12 consiste en restablecer los beneficios sociales a personas que habían tenido algún tipo de problema con la Ficha de Protección Social y en avanzar hacia un sistema que no presentara las fallas de la modalidad anterior. 



Eso contesta parte de lo que consultó el Senador Coloma.



Pero hay otras inquietudes. 



Se nos pregunta cómo se va a resguardar el que los registros administrativos sean verificados o autorregulados. 



Por supuesto, necesitaremos contar con un sistema que nos permita obtener más información sobre las distintas herramientas de protección social existentes, para chequear que estamos llegando a las personas a las que se necesita llegar. Es muy importante que se entienda que aquí hay un stock de beneficiarios y un flujo. 



Nosotros debemos asegurarnos de que la inmensa mayoría de quienes reciben los beneficios seguirá siendo favorecida con ellos, y de resolver la situación de aquella proporción importante de personas que no se ve beneficiada, debiendo serlo. 



En otras palabras, tenemos que velar por que el nuevo sistema no genere los problemas que se han vivido en este ámbito en el pasado.



En ese sentido, veremos cómo tomará cuerpo la integralidad del sistema para que no se produzcan restricciones por un lado o por otro -una ventanilla no debiera utilizar criterios distintos respecto de otra, a fin de evitar que se obtenga el beneficio solo en una de ella; cómo vamos a hacer para asegurar de alguna manera los ingresos efectivos en la nivelación socioeconómica; cómo se concretará la gradualidad que se ha mencionado aquí.



Señora Presidenta, cuando nos han consultado sobre la materia, nosotros contestamos: “Pese a que llevamos ocho meses en el Gobierno, pretendemos cambiar la Ficha de Protección Social”. Y esto no lo digo porque esté mirando a una Administración. En realidad, ha tomado muchos años. Querer cambiar dicho instrumento no es algo que viene de los cuatro años del Gobierno anterior, el cual, dicho sea de paso, hizo un tremendo esfuerzo en este ámbito, pero luego tomó la decisión de no llevarlo adelante. Sabemos de eso por los distintos informes que hemos recibido. 



Sin embargo, con anterioridad, nosotros ya veíamos que la Ficha de Protección Social presentaba falencias. 



Por algo colocamos este asunto en el Programa de Gobierno, entre las primeras medidas. Y nos hemos comprometido por ley -no por una circular, un decreto o un informe- a estar en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos informando antes del 31 de marzo sobre el cambio de la Ficha de Protección Social.



El nuevo sistema se construye a través de lo que ya hemos señalado: un registro de información social (RIS); instrumentos y mecanismos que apoyan la selección de los beneficiarios; recursos establecidos, porque llevar adelante la administración de un sistema como el que se anuncia requiere fortalecimiento institucional en términos de recursos humanos y de tecnologías de la información. 



Además, señora Presidenta, es preciso recordar lo que dijimos en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos: la implementación tiene que ver con la gradualidad y nosotros la estamos proyectando para el primer semestre del 2015, después de haber informado a la Comisión sobre el avance de lo efectuado y luego de haber hecho un par de inversiones en el Ministerio de Desarrollo Social en materia de personal y tecnológica, todo lo cual permitirá ir desarrollando el nuevo sistema que le vamos a proponer al país.



En ese sentido, más que quedarnos en el reclamo de lo que no funcionaba o de cuánto dejaba de funcionar, debemos aprender de la experiencia. 



Cabe señalar, con toda claridad, que en Chile tenemos que contar con un mecanismo apropiado; más aún, considerando que alrededor del 70 por ciento del Presupuesto se destina a protección social. 



Por eso, Senador Coloma -por su intermedio, señora Presidenta-, estamos planteando un Sistema de Apoyo a la Selección de Beneficios Sociales. Eso es lo que necesitamos: un sistema que sea transparente; que permita implementar los distintos programas de protección social; que se aplique uniformemente respecto de las diversas regiones, y que dé buena cuenta del uso de los recursos públicos que se asignan por la vía presupuestaria. Porque el ámbito de dicho instrumento no abarca solo los beneficios de protección social del Ministerio de Desarrollo Social, sino también los que se entregan en el resto del Presupuesto.



Por último, deseo confirmar que nosotros, porque está en el Protocolo de Acuerdo que acompaña el despacho de este proyecto y porque figura también en la Glosa que leí -fue incorporada por medio de una indicación en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos-, al 31 de marzo vamos a estar informando al Congreso sobre el nuevo sistema, para implementarlo de ahí en adelante, en forma gradual.



Es todo, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Como el señor Ministro nos ha dado una explicación bastante amplia respecto del punto en comento, consulto a los autores de las indicaciones si tienen la disposición de retirarlas. 

El señor COLOMA.- Sí.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muy bien.



--Quedan retiradas las indicaciones números 18 y 55. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, está la indicación Nº 59, que se hallaba entre las inadmisibles, pero el Senador señor García-Huidobro pidió revisar tal declaración.



Está referida a la Glosa 05…

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- La retiro.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muy bien. 



Además, ya vimos ampliamente el tema de la CONADI. Es razonable la decisión.



--Queda retirada la indicación número 59.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Lo último en esta Partida son las indicaciones 15 y 58, de los Senadores señores Coloma y García-Huidobro, respectivamente, para pedir votación separada del Capítulo 09, Programa 01, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 330 Encuesta CASEN. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión. 



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Solo necesito 30 segundos, señora Presidenta.



En la Primera Subcomisión surgió una duda a raíz de que la Ministra señaló que los recursos asignados para 2014 en este programa -porque viene todo un cambio en la CASEN- se guardarían para el 2015. Pero, técnicamente, eso no se puede hacer. 



Quiero que aquí quede claro que no es posible “guardar” fondos de una Partida de un año para otro. Simplemente, pido esa aclaración.



Lo planteo, porque así quedó consignado en la historia de la Subcomisión. 



Por esa razón, solicité votación separada en esta materia. Supongo que el Ministro tendrá claridad al respecto. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Señora Presidenta, aquí se van a aplicar todas las normas de la Ley sobre Administración Financiera del Estado, conforme a las facultades de que dispone el Ejecutivo, algunas de las cuales las otorga la propia Ley de Presupuestos. Y esto no tiene que ver necesariamente con la CASEN, sino con las disposiciones relativas a la administración de las finanzas públicas. 



No puedo hacerme cargo de lo que sucedió en la Subcomisión respectiva, pues desconozco el detalle. 



No sé si el Senador se estará refiriendo a los saldos finales de caja o a los saldos iniciales. Como sea, estos van a tener exactamente el mismo tratamiento que los contemplados en los servicios de las demás Partidas, de conformidad con las atribuciones que la Ley sobre Administración Financiera del Estado y la Ley de Presupuestos le otorgan al Gobierno. Ninguna cosa distinta ni especial se aplicará en esta materia. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Estamos de acuerdo, señor Senador?

El señor COLOMA.- Sí. Retiro la solicitud de votación separada.



--Quedan retiradas las indicaciones números 15 y 58.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Como no hay más indicaciones, corresponde votar la Partida, con las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados.



--Se aprueba la Partida 21 Ministerio de Desarrollo Social.
La señora ALLENDE (Presidenta).- A continuación, trataremos la Partida 19 Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación número 100, de la Senadora señora Pérez San Martín, es para recabar información. Según el acuerdo adoptado ayer, queda aprobada.



--Se aprueba la indicación número 100.
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, por medio de la indicación número 52, se pide votación separada del Capítulo 01, Programa 03, Transantiago.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Perdón, señora Presidenta. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Diga, señor Ministro.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Disculpe la interrupción, pero entendí que el señor Secretario dijo que estaba aprobada la indicación número 100. ¿Es cierto? 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sí, porque solo requiere información.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Efectivamente. En la sesión de ayer se acordó dar por aprobadas todas las indicaciones que solo pidieran información.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- El punto es que esa información se le pide al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Así indica el texto de la indicación.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Pero debiera solicitarse a Merval. 



¿O estoy equivocado?
La señora ALLENDE (Presidenta).- La indicación agrega una glosa para pedir información al Ministerio de Transportes acerca de “los proyectos, informes, estudios técnicos y avances sobre la extensión del metro Calera-Quillota”.
El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Es que debiera precisarse quién debe entregar los antecedentes requeridos.



Sin duda, este asunto tiene que ver con Transportes y Telecomunicaciones. Pero se hace referencia a una empresa, y esta es la que manejaría la información. Ahora, yo dudo de que disponga de ella. A mi juicio, va a tener que generarla.



Pero no estoy criticando la admisibilidad de la indicación. Solo digo que debe indicarse bien a qué entidad se le pide tal información.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Podríamos enmendar la indicación y poner directamente a la empresa Merval. Así queda solucionado el problema.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Perfecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, se facultará a la Secretaría para que haga la adecuación pertinente en la indicación número 100, en los términos indicados.



--Así se acuerda.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Continuemos, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como había señalado, a través de las indicaciones números 20 y 52, de los Senadores señores Coloma y García-Huidobro, respectivamente, se pidió votación separada del Capítulo 01, Secretaría y Administración General de Transportes, Programa 03, Transantiago.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, con la llegada del Transantiago se introdujo una carga permanente al gasto público. 



Si bien es posible hacer algunos balances positivos en cuanto a la situación inicial, la comparación válida es respecto a qué otras alternativas se habrían podido financiar con más de 15 mil millones de dólares en un horizonte de 15 años para Santiago y las regiones.



El impacto sobre el gasto público empezó en 2007 con la llegada del Transantiago. Pero en los primeros años este se financió con los fondos del 2 por ciento constitucional de que dispone el Ejecutivo y no directamente con recursos del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



La situación se estabilizó con la dictación de la ley N° 20.378, que creó el subsidio al Transantiago y estableció los fondos espejo para nuestras regiones. 



Llama la atención, señora Presidenta y señor Ministro, el aumento del 24 por ciento real en el presupuesto de esta Cartera para 2015. Un incremento de esta magnitud debe ir acompañado de un conjunto creíble de beneficios sociales y no solo ser destinado a financiar un sistema de transporte deficitario, que fue el resultado de un diseño deficiente.



El actual presupuesto del Ministerio de Transportes es 10 veces mayor en términos reales a los presupuestos anteriores a la puesta en marcha del Transantiago. Pero este aumento no ha venido de la mano de la implementación de un sistema que represente una alternativa atractiva de viaje para los usuarios.



Los viajes en bus han disminuido, en tanto que los que se realizan en Metro y en transporte privado han crecido. Esto es reflejo de que el transporte público en Santiago -especialmente, en el caso de los buses- no es atractivo para los usuarios ni una alternativa razonable para los automovilistas.



Resulta interesante señalar, señora Presidenta, que la empresa Subus, que funciona en el corredor Santa Rosa, entre otros, haya sido uno de los dos operadores del Transantiago que más pasajeros han perdido entre julio de 2013 y julio de 2014. Ello, según el informe de un estudio que hizo el diario La Tercera el 28 de agosto.



Al parecer, lo poco atractivo del sistema para los usuarios no se explica solo por el déficit de infraestructura.



Nos interesaba mucho que el Ministro escuchara esta parte, pero ha salido de la Sala. Podemos esperarlo un minuto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Perdón, señor Senador. El Ministro ha estado toda la mañana en la sesión. Creo que puede salir unos segundos.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Con toda razón. No estoy haciéndole una crítica.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Me parece injusto decir que al Ministro no le interesa el asunto, porque él nos ha acompañado toda la mañana. Y estuvo con nosotros todo el día de ayer también. 


Continúe, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Perdón, señora Presidenta. No fue mi ánimo criticarlo. Dije que nos interesaba mucho conversar con él lo relativo a las tarjetas Bip. Queremos escuchar la visión del Ejecutivo al respecto.



Volviendo al tema, hago presente que en la ciudad de San Pablo, Brasil, se implementó un sistema de tarjeta de prepago para el transporte público en 1997, pero fracasó por problemas de software. A partir del 2002, el sistema fue modificado para que no dependiera de un solo proveedor.  



En la actualidad, el sistema Billete Único de San Pablo tiene unas 30 soluciones tecnológicas diferentes y varios proveedores.



Considerando lo anterior, el fraude reciente de las tarjetas Bip muestra lo vulnerable de nuestro sistema. 



El problema aún no se resuelve. De las 50 mil tarjetas fraudulentas -o quizás más-, el sistema no puede bloquear más de unas 20 mil. Esta información, señor Ministro, no la hemos podido verificar. Sería interesante que se refiriera a este asunto, si dispone de antecedentes. 



En consecuencia, la mayoría de dichas tarjetas siguen operando.




Ello produce un serio problema: los operadores registran todos estos “bips” como ingresos, a pesar de no existir ingresos reales en estas operaciones.



La magnitud de este déficit puede ser significativa. 



Esta situación, sumada a altos y persistentes niveles de evasión, que es uno de los problemas serios que tenemos, levanta dudas sobre la sustentabilidad financiera del sistema. De hecho, no sé si los recursos que se están entregando van a alcanzar para financiar el Transantiago el próximo año. Es un tema que planteamos en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y me parece importante también analizarlo en esta Sala.



Un subsidio de 700 millones de dólares anuales ya es una cifra extraordinariamente alta para un país con el nivel de desarrollo de Chile. Estos recursos se podrían estar destinando, por ejemplo, a dar un salto en la infraestructura de la ciudad y no a mantener un sistema que no cumplió con las expectativas y que no parece sustentable.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Termino en seguida, señor Presidente.



Por eso considero sumamente relevante -y por eso hemos pedido votación separada- analizar, junto con el señor Ministro de Hacienda, cómo él ve la solución y el futuro del sistema de transporte público del país, especialmente el de la Región Metropolitana.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, con relación a la Partida que estamos analizando, figura en ella “Inversiones Plan Trienal 2014-2016”, y el Protocolo de Acuerdo que firmaron en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos diversos parlamentarios y el Gobierno, en el ítem sobre Transportes y Telecomunicaciones, dispone textualmente:



“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones realizará estudios, por cada región, orientados a generar propuestas que permitan superar las actuales deficiencias del sistema del transporte público, cuyo calendario se presentará durante el primer trimestre de 2015.”.



Quiero pedir que los recursos consignados en la ley Nº 20.378, subsidio al Transantiago y fondos espejo, se empleen realmente en el transporte regional y no se destinen a otros Ministerios, con el objeto de que la conectividad intrarregional o interregional sea verdadera.



En las regiones extremas de nuestro país -y creo que en esta Sala todos coincidimos al respecto- tenemos una necesidad de conectividad real. Y hay ciudades donde es posible usar el transporte no convencional. Y cuando hablo de “transporte no convencional” me refiero a escaleras mecánicas, funiculares y teleféricos, y también hago mención de los trenes de cercanía que tanto se usan en la zona central de nuestro país.



En consecuencia, señor Presidente, solicito que con los recursos que están contemplados en la Ley de Presupuestos se hagan los estudios definitivos tanto de los transportes no convencionales como también del tren de cercanía, sobre todo del tramo entre Puerto Montt y La Unión.



Asimismo, pido que se emplee en nuestras regiones de verdad el subsidio marítimo, pero que este sea entregado a empresas de la zona y no a aquellas que provienen del norte del país, que postulan, están un mes o dos operando en la zona y luego se declaran en quiebra y se traen el subsidio.



Creo que con el fondo espejo podemos ir solucionando los problemas de conectividad que mantenemos en nuestras regiones. Pero, de una vez por todas, hagamos que el transporte en las regiones y al interior de ellas, sobre todo en las islas, sea de verdad y usemos el fondo espejo para solucionar los problemas de conectividad que sufren los habitantes de nuestras circunscripciones.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, a partir de lo que ha manifestado el Senador Quinteros, de la Región de Los Lagos, deseo agregar un elemento que tiene mucha relación con la indicación número 100, que aprobamos recientemente y respecto de la cual el Ministro hizo una observación en cuanto a qué entidad solicitar y exigir los informes y estudios de factibilidad -señaló que efectivamente debemos pedir esos antecedentes a la empresa- que se están haciendo para la extensión del MERVAL hacia La Calera y Quillota.



En las regiones todavía tenemos una sensación de injusticia -tal vez los recursos espejo no han sido suficientemente bien informados- con respecto a los gastos en que incurre el Transantiago, un sistema de transporte que guarda poca coherencia con lo que sucede con el Metro, porque al final debemos entender que el tren metropolitano y el Transantiago constituyen una unidad, aunque sean dos y estén controlados por distintos actores, y deben ir al mismo objetivo: otorgar una buena calidad de transporte público a los habitantes de la Capital.



Sin embargo, muchas veces se invisibiliza lo que ocurre en las regiones por los problemas que suceden con el Transantiago y el Metro.



Y, precisamente, en la Región de Valparaíso tanto en la costa como en la cordillera también se han presentado dificultades similares, por los turnos, por falta de máquinas.



Debo recordarles que la extensión del MERVAL hasta La Calera y Quillota viene desde hace muchos muchos años. Todos los gobiernos se han comprometido a extenderlo. Los candidatos a alcaldes y a parlamentarios, cuando se encuentran en campaña, recolectan firmas para dicho propósito.



Entonces, lo importante es no jugar con las ilusiones de la gente.



Hace un par de meses, junto con el Intendente regional, las autoridades de MERVAL y los Senadores de la Región, hicimos el tramo desde Limache hasta la antigua estación de La Calera. ¡La verdad es que fue una fiesta popular! Estaban todos los alcaldes de las comunas por donde pasaba el recorrido, nos esperaba la gente, se hicieron bailes tradicionales de nuestra zona.



Sin embargo, yo tuve que poner la nota cautelosa del día y decir “ver para creer”. Porque, al final, eso pasa con la gente.



Efectivamente, los fondos espejo del Transantiago también han sufrido las mismas dificultades con los recorridos rurales. Nuestra Región, sobre todo la cordillera, es tremendamente rural y muy inaccesible, en especial la provincia de Petorca. ¡Para qué decir del valle del Aconcagua, que queda absolutamente a trasmano desde la costa!



Por esa razón, aprovechando la presencia del Ministro de Hacienda en la Sala, y tal como él hizo un reconocimiento en el sentido de que durante el Gobierno del Presidente Piñera -y aprecio en el Secretario de Estado su altura y buena disposición para decirlo- se hicieron esfuerzos para introducir cambios en la ficha de protección social -no fueron suficientes, pero se hicieron modificaciones-, también el actual Gobierno -y encarecidamente le pido esto al Ministro Arenas, por intermedio de la Mesa- debe entender que lo más importante es decirle siempre la verdad a la gente.



Por lo tanto, si van a estar los recursos disponibles para la extensión del Metro regional hacia La Calera y Quillota, eventualmente con buses de acercamiento hacia y desde el valle del Aconcagua, y vamos a poder externalizarlo también con buses de acercamiento a la provincia de Petorca, que se diga. Y si ello no es posible, que también se diga.



Pero la gente debe saber a qué atenerse, sobre todo los habitantes de las áreas rurales y los pequeños empresarios de la locomoción colectiva, que tienen muchas líneas rurales y que sufren, año a año, cambios en las reglas del juego con relación a los recorridos.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Quiero pedirles a Sus Señorías un esfuerzo en el sentido de que ojalá ocupen menos minutos en sus intervenciones y, a partir de cierto momento, si se puede, cerrar el debate.



Tengo nueve Senadores inscritos, y...

El señor LAGOS.- ¡Yo voy a hablar solo una vez, señora Presidenta!

La señora ALLENDE (Presidenta).-... me gustaría llamarlos a que hablen por tres minutos como máximo.



Creo que nos ayudaría el que Sus Señorías sean responsables en este aspecto.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- No intervendré, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).-  Muchas gracias, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, el Transantiago ha sido una catástrofe para las familias de la Región Metropolitana porque les ha arruinado la vida. Ha mejorado en algunos casos -pero pocos-, y, a la vez, les ha deteriorado el bolsillo al resto de las regiones del país.



Cuando se concretó esta idea “genial” y el Gobierno empezó a ver que se perdía y se perdía dinero, vinieron los Ministros a esta Sala a pedirnos un aporte especial.



Ahí se creó la idea con los parlamentarios de regiones, quienes le exigimos al Gobierno que, por los aportes que se inyectaban al Transantiago, también se entregaran recursos a las regiones, los cuales se han determinado por medio de la llamada “Ley Espejo”.



Hace un par de meses le propuse al Gobierno, a través de la Comisión de Descentralización impulsada por la Presidenta de la República, crear una ley espejo, pero no solo para el Transantiago, sino para otro medio de movilización que invierte a veces mucho más y respecto del cual no se considera una ley espejo para las regiones: me refiero al Metro.



El tren subterráneo invierte por cada línea entre mil y mil 700 millones de dólares, y para las regiones hay cero aporte. No hay aporte para las regiones con ninguna ley espejo, a diferencia de lo que sucede con el Transantiago.



Si en el proyecto de Ley de Presupuestos se aumentan en 72 por ciento los recursos para el Transantiago, mientras que el subsidio para el transporte en regiones solo se incrementa en 22,3 por ciento, vemos que se produce una desigualdad.



La Comisión de Descentralización y Desarrollo Regional, presidida por Esteban Valenzuela y Heinrich von Baer, tomó la idea que planteé de crear una ley espejo para el ferrocarril metropolitano, de manera que se destinen recursos a regiones por cada línea del Metro que se construya. Ya se están programando líneas por 15 mil millones de dólares hasta el año 2025. ¡Y para las regiones: cero!



En las regiones sufrimos de los mismos problemas. En todas las comunas se registran tacos, existen dificultades de transporte. Y eso se soluciona solo con mayor inversión en infraestructura. A mí no me parece justo que mientras estamos programando 15 mil millones de dólares para la Región Metropolitana para las regiones haya cero.



Le pido al Ministro que se pronuncie respecto de esta propuesta oficial de la citada Comisión de Descentralización, que recogió mi planteamiento en orden a implementar una ley espejo para el Metro.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.



Les recuerdo a Sus Señorías que acabamos de acordar que las intervenciones serían de tres minutos.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, a propósito de la Partida Ministerio de Transportes, creo fundamental solicitar al señor Ministro de Hacienda la focalización de lo que se firmó en el Protocolo de Acuerdo que acompaña al proyecto de Ley de Presupuestos.



Claramente, necesitamos una política nacional de transporte, especialmente en materia ferroviaria.



Es imprescindible no solo que discutamos año a año la ley del Transantiago y tengamos un gran financiamiento y una transformación del sistema de transporte de la Región Metropolitana, sino también avanzar en trenes de cercanía, especialmente para las ciudades del sur del país: Victoria-Temuco, Loncoche-Temuco, Valdivia-Loncoche-Temuco, La Unión-Puerto Montt, como han señalado varios Senadores. Es indispensable hacerlo, de la misma manera como se está avanzando en la prolongación del Biotrén en la Región del Biobío.



Si nosotros no tenemos un proyecto, un programa de infraestructura regional, con decisión del Estado de aportar a estas capitales regionales o a estas grandes conurbaciones, no vamos a satisfacer la creciente demanda.



A eso hay que añadir también una política importante en ciclovías.



La ciclovía ya no desempeña solo una función lúdica (destinada únicamente a quienes desean pasear), sino que constituye un sistema de transporte, en especial en el mundo universitario, en el de los trabajadores agrícolas y entre mucha gente. Y genera una alternativa ecológicamente sustentable, dinámica, a un costo menor.



Por lo tanto, debe haber un sistema de ciclovía. No basta con pintar una línea roja al lado de las carreteras o de las calles principales. Ha de existir una política integral de protección y fomento de transporte por esta vía.



Por último, señora Presidenta, también es relevante y vital el punto 13.b. establecido en el Protocolo, en cuanto a que: “El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones realizará un estudio, el que debe estar terminado durante 2015, que evalúe la posibilidad de ofrecer un sistema de pasaje rebajado para Adultos Mayores en el transporte urbano”.



La gran cantidad de adultos mayores de nuestro país tienen un horario distinto de funcionamiento. Generalmente van de sus casas al centro no a primera hora, sino a media mañana, y regresan antes del término de la jornada laboral. Por eso, ese programa debe ser bien articulado con los distintos operadores del transporte, ha de constituir un incentivo para que se desplacen de mejor manera los adultos mayores y debe ser un programa nacional. Eso asegura movilidad, integración y hace que opere de mejor manera el transporte en cada ciudad.



Apoyo esa iniciativa incluida en el Protocolo, y espero que ese compromiso se cumpla.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, lo que quiero decir realmente es breve.



Desde que se instaló el Transantiago -y, por cierto, una vez que fracasó-, me ha parecido que todos los esfuerzos y ejercicios que se hacen para mejorarlo o corregirlo no han sido exitosos. Y por eso no voté a favor de los cambios que se le introdujeron el año 2009, en un acuerdo del entonces primer Gobierno de la Presidenta Bachelet con la Oposición. Tampoco me pronuncié favorablemente por los que se efectuaron con posterioridad, durante el Gobierno del Presidente Piñera. Y pienso que seguir metiéndole recursos cuantiosos al Transantiago no tiene destino.



Creo que debiéramos hacernos cargo de ello: el Transantiago no tiene destino ni solución. Y no solo ha sido un sistema extraordinariamente caro, sino que además está haciendo colapsar a un medio que en Santiago había probado ser muy exitoso: el Metro.



El tren subterráneo ha sido un sistema extraordinariamente valioso y positivo, pero también ha terminado colapsando como consecuencia del mal sistema del Transantiago.



Entonces, ¿seguiremos poniéndole cada vez más recursos?



Quiero recordar que el actual presupuesto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones es del orden de diez veces más grande en términos reales que los presupuestos previos a la puesta en marcha del Transantiago. Y, adicionalmente, para el año 2015 se propone un aumento de 24 por ciento real. Esto incluye -como decía el Senador Prokurica- gastos para el Metro.



Y esto no se resuelve dándole fondos espejo a las regiones, porque esa no es una buena manera de administrar recursos.



Estamos ante el disparate de un sistema de transporte que les cuesta a los chilenos platas que antes nunca se pagaron. Entonces, ¿continuaremos subsidiando un mal sistema respecto del cual la gente reclama a diario?



Vean todos los días las noticias, los programas. Hoy de nuevo tuvo problemas el Metro en algunas líneas. Y eso genera un profundo malestar, que lo paga la gente más vulnerable, más pobre y la clase media de nuestro país.



A eso no le podemos seguir dando recursos. Hay que cambiar el sistema de transporte y no seguir botando la plata, como lo hemos hecho durante los últimos años.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, comienzo con algo que ya se ha dicho, pero muy breve.



El actual presupuesto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones es de un orden de magnitud de unas diez veces, en términos reales, comparado con sus presupuestos anteriores a la puesta en marcha del Transantiago.

El señor PIZARRO.- ¡Eso lo dijo García-Huidobro…!



¡Están leyendo la misma minuta...!

El señor MOREIRA.- Exactamente, lo dijo él.



¿Y por qué este tema -relacionado con la Región Metropolitana- me preocupa?



Porque durante los años en que fui Diputado por La Cisterna, El Bosque y San Ramón, hasta donde llegaba el Metro, yo no vi, lamentablemente, ningún avance en materia de Transantiago. Y en estos últimos años, desde que se inició ese sistema, constaté que la gente sigue exactamente igual en cuanto a bienestar. Y los recursos se gastan, se gastan, se gastan. Pero cuando se trata de las regiones, se olvidan. 



Uno se pregunta: ¿Y las regiones, cuándo?



Yo coincido con mi colega Quinteros. Por supuesto, yo quiero que el Gobierno tenga una mirada fija sobre la Región de Los Lagos. Y ojalá que los fondos espejo vayan al transporte.



Pero espero que esos fondos vayan también para los colectiveros, para el transporte menor. Porque ellos no reciben ningún subsidio especial. Todos se destinan a la Región Metropolitana. Por supuesto, por la cantidad de habitantes que viven en la Capital, se lo merecen. Pero en las regiones nosotros también merecemos bienestar.



Aún más: podemos hablar al respecto con propiedad, pues siempre -¡siempre!- hemos estado por la eliminación o la rebaja del impuesto específico a los combustibles: en los Gobiernos de la Concertación, en nuestro Gobierno y ahora. Nuestra idea es que ese tributo desaparezca.



Finalmente, señora Presidenta, creemos que el fondo espejo debe ir no solo al transporte, sino también a la conectividad.



Por ejemplo, cómo podemos disponer de esos recursos para terminar la Carretera Austral “don Augusto”, que permitiría unir Puerto Montt con Aisén.



Entonces, considero necesario que el Gobierno entienda que el fondo espejo puede ir a la conectividad de ese territorio, por ejemplo, para no seguir pasando por Argentina.



¡Plata para el Transantiago, no!



¡Plata para las regiones, sí!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, cuando uno escucha a los personeros de la Derecha llama mucho la atención la fragilidad de su memoria.



Recién alguien señaló que había sido Diputado por veinte años.



Yo no sé si Sus Señorías se acuerdan de que en los últimos años del Gobierno del Presidente Piñera tuvimos una larga discusión precisamente por la ley en comento.



Aquí el problema no son los fondos espejo.



¡Quién puede dudar de que se requiere más inversión en transporte a través de programas específicos, como los que se contemplan en este proyecto de Ley de Presupuestos!



Empero, al parecer, algunos olvidan que en el Gobierno anterior se diseñó, financió y ejecutó una Ley de Subsidio al Transporte Público Metropolitano.



Por lo tanto, este presupuesto simplemente se hace cargo de una normativa creada en la Administración anterior y cuyos resultados no son mejores que los de antes.



No se trata solo de recursos, de cambio de contratos: hay otras decisiones que tomar.



Para qué vamos a entrar a discutir lo que pasó en el Metro: cómo se externalizaron servicios y de qué manera se desmantelaron áreas muy importantes del sistema de transporte subterráneo.



Lo importante es que no quede la idea de que se nos ocurrió algo distinto de lo que contempla la ley vigente, que fue diseñada por el Gobierno del Presidente Piñera.



Por lo tanto, los recursos en cuestión, ascendentes a 750 millones de dólares, no son un capricho, un invento: se trata de una forma de cumplir con la ley. Y habremos de ser muy rigurosos para procurar que esos dineros vayan a mejorar el sistema de transporte público metropolitano.



Algo distinto es el efecto espejo.



Frente a eso, uno puede destacar que el mayor crecimiento de los fondos para regiones, en décadas, se da en este presupuesto.



Alrededor de 33 por ciento es el incremento de los subsidios al transporte rural, lo que resulta muy significativo para todas las regiones.



En el caso de la Región de La Araucanía, dicho aumento constituye un impulso importantísimo para la actividad agrícola, para el transporte de pasajeros, en fin.



Ahora, tal como lo hizo recién el Senador De Urresti, yo destacaría la referencia del Protocolo a un estudio destinado a evaluar un pasaje rebajado para los adultos mayores. Nos parece que es una iniciativa muy relevante, porque el subsidio al transporte rural no logra absorber el impacto que sufren esas personas.



De otro lado, la Tarjeta Nacional Estudiantil (TNE) se extiende a los escolares a partir de este año. Se trata de una demanda formulada por los estudiantes secundarios y universitarios desde hace mucho tiempo. 



Debemos hacernos cargo, asimismo, de la congestión (ciclovías, conurbación, planificación territorial), materia que nos importa.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor QUINTANA.- Necesito un minuto para concluir, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Todos los oradores se han ceñido rigurosamente a los tres minutos asignados, Su Señoría.

El señor QUINTANA.- Entonces, termino señalando que me pronunciaré a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, yo tengo una visión muy distinta de la del Senador que me antecedió. Y quiero ser claro: 


¡Este es el peor proyecto de la historia de Chile: es un proyecto fallido!


En 2007 se cometió un pecado capital -así se llamaría en cualquier parte- cuando se modificó a partir de la lógica estatal el sistema de transporte público, que funcionaba en manos privadas. Y eso nos ha costado ¡15 mil millones de dólares!



Imaginen Sus Señorías lo que nuestro país habría podido hacer con los 15 mil millones de dólares invertidos, gastados, despilfarrados (cada cual dígalo como quiera) en el Transantiago.



Yo creo, señora Presidenta -y lo he planteado otras veces-, que llegó el momento de poner término a este languidecer permanente.



Además, este año el aporte aumenta en 24 por ciento. O sea, la cuestión no va a la baja, sino al alza.



Ahora, los peores efectos secundarios imaginables provienen del colapso del Metro, que era uno de los orgullos nacionales y que hoy es símbolo de problemas máximos, pues genera inseguridad, estrechez, empeoramiento en la calidad de vida.



Resulta sorprendente que un país que mejora en muchos indicadores vea deteriorada su calidad de vida por malas políticas públicas.



Ahora el aporte crece en 24 por ciento; el próximo año será un porcentaje igual.



¡Metámosle más plata!



A estas alturas, para mí, la forma como se asignan los recursos constituye un problema ético.



Hay un minuto para declarar fallido el proyecto. Tal vez lo hará el Ministerio: “Déjeme pensar. Vamos a hacer algo completamente diferente”.



¡Para qué seguir insistiendo en lo mismo!



Nadie puede sostener que la situación del transporte público es mejor que hace uno, dos o tres años. Considerando lo que ocurre con el Metro y el Transantiago, es imposible que alguien sostenga aquello con un mínimo de seriedad.



Señora Presidenta, pedí votación separada para pronunciarme en contra. Si fuéramos capaces de juntar las mayorías adecuadas, sería un batacazo a favor del reordenamiento de una mala política pública.



¡La esperanza es lo último que se pierde...!



¡Imaginen Sus Señorías que las regiones hubieran podido disponer del total de los recursos en cuestión!



Si no estuviéramos atados a este despilfarro, se habría solucionado en forma directa el doble o el triple de los problemas que se han salvado por la vía de la compensación o de los fondos espejo.



Señora Presidenta, la asignación de los recursos en comento justifica votar en contra, pues se trata de la peor política pública de la historia de Chile.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra al señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Acaba de llegar a la Mesa el segundo informe de la Comisión de Ética y Transparencia recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba el Reglamento de los Registros de Agenda Pública y de Lobbistas y Gestores de Intereses Particulares del Senado (boletín N° S 1.742-09) (Véase en los Anexos, documento 7).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Queda para tabla.

)----------(
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, esta discusión se repite. Pero me parece necesario hacerla una vez más.



Falta una mirada de Estado en materia de transporte público en Chile. 



¿Qué transporte vamos a tener en el futuro? ¿Público? ¿Mixto? ¿Privado?



Eso no se ha despejado. Y falta esa mirada, para evitar que el problema de Santiago sea de todo Chile.



Ese problema nunca debió ser de todo el país, pues se trata de una situación compleja que afecta a la Región Metropolitana.



Yo escuché al señor Senador que me antecedió, quien dijo que, por lejos, esta es la peor política pública. 



Su Señoría tiene razón: convengo con él.



Estuve presente en una de las tantas discusiones habidas cuando el Gobierno anterior ignoraba quién lo iba a suceder. Y, en medio de la incertidumbre, se chuteó la pelota y se buscó un acuerdo destinado a asegurar el financiamiento para los cuatro años siguientes.



Hoy también estamos en la incertidumbre, pues sabemos que existe una muy mala política pública en materia de transporte publico y que no hemos sido capaces de corregirla: 72 por ciento de aumento para el Transantiago versus 23 por ciento para las regiones. 



Ahora, el problema de las regiones no se relaciona con la micro o con el bus oruga, sino con otra cosa: tenemos colectivos, situaciones de aislamiento, en fin.



En Puerto Montt urge implementar un tren de norte a sur.



En Tierra del Fuego la conectividad marítima es urgente.



Los habitantes de Porvenir y de Tierra del Fuego siguen afrontando incrementos en los pasajes. Viven en una isla, y cuando hay problemas climáticos no tienen cómo salir de ella.



¡Esos también son problemas de conectividad!



A diferencia de lo que ocurre en Santiago, donde hay elusión en el pasaje -mucha gente no paga-, en regiones lo pagamos, sea de colectivo, sea de micro, sea marítimo, sea aéreo.



¡Y nos dan un 23 por ciento de incremento...!



Entonces, debemos establecer qué tipo de transporte habrá en nuestro país.



A mí me preocupa la elusión existente en Santiago. Y también el problema de los adultos mayores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señora Presidenta, solo daré unos datos, para que se registren.



Antes voy a decirle al Senador Quintana, por intermedio de la Mesa, que ¡se pasó! No voy a usar la expresión que corresponde, porque es muy vulgar. ¡Pero echarle la culpa a Piñera…!



Yo no apoyé a Piñera; no lo quiero mucho. Pero el Transantiago es de un Presidente anterior.



Entonces, pido por favor que no se le eche la culpa a quien no la tiene.



Nosotros hicimos un par de cálculos muy pequeños. Los daré a conocer, para que queden registrados en la Versión Oficial y para que lo anote en su agenda el Senador Quintana.



Con la plata destinada en este proyecto a todo lo que es Transantiago se podrían construir nueve líneas 3 y quince líneas 6 del Metro; además, cinco proyectos HidroAysén. Con esos recursos, Senador Quintana, se podrían construir anualmente nueve hospitales como el de Maipú o como el de La Florida.

El señor QUINTANA.- ¡O como el de Puente Alto...!

El señor OSSANDÓN.- ¡El de Puente Alto es un poco más caro...!



Esos datos hay que dejarlos en la historia del Presupuesto.



Señora Presidenta, cuando un gobierno se equivoca en una política pública tan delicada como esta se limitan las obras de infraestructura y el desarrollo de una verdadera política nacional de transporte.



Si se hubiera hecho bien la pega, la plata no se habría gastado en la Región Metropolitana, a la que represento.



Y es cierto que mucha gente no paga. Pero no paga porque el sistema nunca se hizo participativo. Tampoco se tomó la opinión de la gente, que en ciertos sectores no estaba preparada para usar una tarjeta, por razones culturales y de otra índole.



Solo quería darle esos datos al Senador Quintana (se los puedo enviar por mail), para que los tenga en su agenda.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, quiero reiterar lo que planteamos en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos en cuanto al transporte en regiones, particularmente en la Región de Valparaíso.



Espero que el Ministro de Hacienda esté sensibilizado. Entiendo que ha estado acá y que ha tenido reuniones con el equipo económico de la Quinta Región.



El tema del transporte fue parte de la agenda.



El Gobierno anunció para cuatro regiones -seguramente se va a extender a otras- una fuerte inversión en infraestructura de transporte público.



Para la Región de Valparaíso hay planes muy ambiciosos. Entre otros (lo mencionaba la Senadora Lily Pérez), la posibilidad de extender el MERVAL a Quillota o a Calera (algunos soñamos con llevarlo más allá).



Comparto todo eso. Sin embargo, yo sería cauto a la hora de hacer los anuncios, por cuanto tenemos problemas reales con el transporte -no con los planes- hoy.



No me provoca problemas un teleférico que una la avenida España con la avenida Francia, hasta avenida Alemania.



¡Me parece un sueño!



Sin embargo, yo preferiría que nos preocupáramos de que la frecuencia de las micros para la gente que vive en Forestal, en Achupallas, etcétera, funcionara como corresponde y de que en las noches la ciudadanía tuviera el transporte que merece.



Ayer la Fundación Piensa -es una fundación regional establecida recientemente-, con presencia del Ministro del Interior, hizo público un estudio de toda la Región de Valparaíso, con nueve variables: una de las peor evaluadas es la del transporte.



Para la Región en su conjunto, las nueve variables determinaron -para sorpresa de muchos agoreros, seguramente- que la gente está contenta con su calidad de vida. Pero hay un problema: el transporte público.



La Senadora Lily Pérez dijo algo que yo comparto cien por ciento -lo hemos señalado acá en otras oportunidades-: las expectativas que abre la generación de planes.



Hace algunos días -es una anécdota-, en el Congreso de Santiago, mientras esperaba en una sala el inicio de una sesión, me topé con uno de esos libros antiguos que tienen recopilación de leyes. Abrí uno, simplemente por curiosidad, y caí en cuenta de lo siguiente -no lo busqué: se abrió la página-: “Ley” -a propósito de los planes, de los sueños, de cómo vamos a crecer en materia de transporte e infraestructura- “N° 3.571,” -esto les va a interesar a los Senadores Espina, García, Tuma y Quintana- “que concede fondos para los estudios del ferrocarril de Santiago a Valparaíso por Casablanca, de 19 de diciembre de 1919”.



Y decía esa ley: “Se autoriza al Presidente de la República para que, de los fondos consultados en la Partida del Ministerio de Obras Públicas para la construcción del ferrocarril” (¡esta sí que es buena!) “Traiguén-Púa…

El señor TUMA (Vicepresidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.



Su Señoría fue víctima de la rigidez del acuerdo que adoptamos.



Abriré la votación, durante la cual habrá 3 minutos para fundar el voto.

El señor PIZARRO.- Le pido no abrirla, señor Presidente, porque esto está muy interesante.



Voy a contar una anécdota.



Yo he sostenido siempre que el sistema del Transantiago no es tan malo y ha ido mejorando bastante.



Y quiero ser coherente y consecuente. Porque este debate tiene mucha historia desde que se inició.



Sin duda, el sistema partió mal. Y  ha costado harto mejorarlo. Pero, objetivamente, se ha ido arreglando.



Para corroborar aquello, hay que referirse a los estudios objetivos sobre toda Latinoamérica: al compararse sistemas de transporte público, el Transantiago -a diferencia de lo que ocurría antes, cuando mirábamos solo hacia Bogotá- se ha transformado en un buen sistema combinado.

El señor COLOMA.- ¿Bueno...?

El señor PIZARRO.- Sí: bueno.



Y quiero hacer un par de afirmaciones.



En primer lugar, para ser coherente, debo recordar que la discusión en este Senado siempre fue en el sentido de si había que entregar o no subsidio público al transporte.



La Derecha siempre dijo que no.



El debate dentro de la Concertación fue en torno a si incursionábamos en la posibilidad de un subsidio permanente. Y se buscaron salidas. Porque cuando vinieron a pedir los primeros recursos, que eran infinitamente inferiores a los de ahora, se votó en contra. Entonces, al interior de nuestra coalición, en el Ejecutivo, en fin, tuvimos crisis de todo tipo.



El Gobierno del Presidente Piñera -hagamos memoria-, en su primer año, después de que se había rechazado el planteamiento de los 80 millones de dólares, vino y nos convenció. Entonces, pidió 200 millones de dólares para el Transantiago. Y de ahí nacen los presupuestos espejo.



Nosotros dijimos: ¿200 millones de dólares, cuando antes nos negaron la sal y el agua?



Pero, siendo consistentes -el Senador que habla formaba parte de la Comisión de Transportes-, aceptamos la propuesta.



Al año siguiente se solicitaron 750 millones de dólares para el Transantiago y otros tantos para las regiones: mil 500 millones de dólares por diez años. El Ministro Errázuriz vino a pedir eso sobre la base de una serie de antecedentes y de estudios de todo tipo.



El Congreso, por coherencia, finalmente se los entregó. ¿Y por qué? Porque el titular de la Cartera solicitó un subsidio público permanente. ¿Y para qué? Para la tarifa. Es algo de lo que no se habla. El mayor problema que enfrentábamos eran los desórdenes y la violencia por el aumento en el valor del pasaje.



Quisiera recordar que, sin el subsidio que estamos proporcionando, los sufridos chilenos que usan el Transantiago pagarían 400 pesos más por viaje.



Entonces, cuando algunos fácilmente afirman aquí: “Se bota la plata”, siempre señalo: “No, porque va al bolsillo de los más pobres, quienes tienen que usar el transporte público”.



Por lo tanto, señora Presidenta,…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Excúseme, Su Señoría, pero se agotó su tiempo.



Media al respecto un acuerdo de la Sala y es un criterio que he aplicado con todos los Senadores. No puedo hacer una excepción.

El señor PIZARRO.- ¡Cuando se abra la votación, me referiré nuevamente a ello!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, voy a continuar con la reflexión de quien intervino con anterioridad, ya que también estoy enterado del asunto.



En la Comisión de Transportes se nos planteó, durante el Gobierno del Presidente Piñera, una política pública.



Como Senador de una Región distinta de la Metropolitana, quiero partir destacando el beneficio que para esta última representa un sistema público de transporte que diariamente realiza más de dos millones de viajes, a precios muy por debajo de los que paga el resto de los chilenos y por distancias muy prolongadas.



El Metro, más allá de que algunos estén en una campaña, por razones políticas, para destruir su imagen, es uno de los mejores sistemas en América Latina y se encuentra entre los veinte mejores del mundo. Pero parece que nuestra cultura isleña no nos deja ver lo que pasa en otras partes.



Somos un país que depende mucho del transporte público. En tal sentido, quiero solo dejar constancia de que la mayor molestia para quienes somos de Regiones es que en ellas no ocurre lo mismo en cuanto a dinero para subsidiar el pasaje. La tarifa no presenta tal característica, a diferencia de lo que muchos deseamos.



Santiago no es Chile. Es una ciudad muy relevante, la mayor del país y concentra el 40 por ciento de la población, pero el 60 por ciento restante enfrenta costos de transporte muy superiores.



Espero que el fenómeno del “espejo” del cual se habla permita que los recursos lleguen a las regiones y se apliquen, no a hacer garitas o pavimentar caminos, obras muy importantes, sino en el subsidio de la tarifa. Porque el incentivo que tenemos es que la gente migra a Santiago. El 40 por ciento del presupuesto de muchas familias se gasta en transporte, o el 30 por ciento, y si tienen suerte, el 20.



Creo que debemos defender lo que tenemos como país y entender que lo que nos ocupa dice relación con una política pública.



Hay que defender al Metro, que se democratizó con el Transantiago. Antes lo usaban puros ABC1. A algunos les molesta que viajen muchas familias C2, C3 y de trabajo. Pero lo de ahora ha sido bueno para Chile.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, el 27 de junio recién pasado se quemó a lo bonzo Marco Cuadra, quien denunció el trato denigrante que las empresas del Transantiago dan a sus conductores.



Cuando discutimos ese sistema de transporte, una de las ideas consideradas fue que ellos solo iban a conducir, así como contar con un contrato y desempeñarse en una condición digna. Marco Cuadra se tuvo que quemar a lo bonzo en un país donde la capacidad de asombro se perdió hace rato.



Hemos presentado un proyecto de ley para establecer que el 27 de junio sea el día nacional del conductor del transporte público.



Estamos con problemas en el Transantiago. Y los conductores van a realizar la próxima acción para paralizar la ciudad.



Llamo la atención en el sentido de que debemos preocuparnos de esos trabajadores, de los contratos, del trato interno, no solo de las máquinas y de los usuarios, sin perjuicio de que ello sea legítimo.



Con el Honorable señor Zaldívar y el entonces Senador señor Andrés Chadwick estuvimos en el ayuntamiento de Madrid conociendo el funcionamiento del transporte público. Se cobraba un euro, a todo evento. El costo del sistema era de mil 300 millones de euros y se recolectaban 780 millones. ¡El déficit era de más de 500 millones! Pero eso lo consideraban en beneficio del turismo, de la calidad del servicio, que allá no se paga con el pasaje de los usuarios.



Claramente, el transporte público siempre es subsidiado, pues no se financia a sí mismo.



Deseo destacar que, en la Región que represento, la Asociación de Dueños de Taxibuses -hay tres- que preside el señor Miguel Mendoza había aplicado con siete años de anticipación las medidas que los “pingüinos” pedían en su marcha: pasaje durante toda la semana, pasaje nocturno, en fin, como también el pago diferenciado de los adultos mayores. Allá se pagan 250 pesos, que subirán a 260. Con pase, estos últimos pagan en Concepción la mitad. No sé si hay otra ciudad en que ocurra lo mismo.



Ha habido un esfuerzo de los pequeños empresarios, pero las normas impuestas desde el Ministerio están descuidadas: retraso en los pagos, falta de fiscalización.



Se cometió una enorme estafa con microbuses chinos que se echaban a perder a la salida y los pasajeros quedaban botados. ¡Un desastre! Pido que lo que se vaya a hacer sea objeto de fiscalización, en definitiva. La gente que paga por el pasaje merece un transporte público decente, de calidad. Y eso implica no permitir la entrada de vehículos como los mencionados o de otras marcas, que solo castigan al pequeño empresario, quien se arruina cada vez que efectúa una compra de esa índole.



Por último, se anunció el Biotrén para Coronel. Espero que mi Gobierno cumpla con su palabra y que la medida se concrete en 2015, aun cuando la llegada a la Universidad de Concepción y al terminal de buses me ha parecido apresurada. Creo que se anticiparon mucho y que pasará a ser como la anécdota de la lectura relacionada con el Senador señor Lagos, en el sentido de que no se cumplirá nunca. ¡Espero que ocurra lo contrario!



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se abrirá la votación y se les avisará a los señores Senadores que se encuentran en la Comisión de Educación.



También se tocarán los timbres.



En votación el Programa 03 Transantiago.



Tiene la palabra el señor Secretario para explicar los términos de la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con el programa votarán que sí y quienes estén en desacuerdo se pronunciarán en contra.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, la indicación que nos ocupa es bastante rara. ¿La idea es que no haya recursos para el Transantiago? No sé si el Senador señor Larraín y otros han medido las consecuencias.



¿Qué significaría para la Capital que ello se aprobara? ¿Que el sistema no funcionaría? ¿Y cómo se desplazarían los santiaguinos? ¿Cómo se dirigirían a sus lugares de trabajo o a distintos puntos de la ciudad?



Creo que se trata de algo irresponsable y que es preciso votar en contra.



El Transantiago ha ido avanzado. Presenta, sí, grandes defectos. Es lamentable lo que ocurre en las mañanas, cuando la gente tiene que ir a trabajar, porque no existe una suficiente densidad de medios para trasladarla, sobre todo desde los bordes de la ciudad, y en especial al barrio alto, donde se encuentra el principal mercado laboral en Santiago.



No se ha tomado en cuenta que dos empresas estuvieron recién a punto de quebrar. ¿Qué habría pasado sin esos dos recorridos? Fue preciso salvarlos.



Pienso que la discusión real radica en cómo resolver las dificultades pendientes y en cómo contar con un plan B. Si fracasan las empresas del Transantiago, por distintas razones, de gestión u otras, se trata de saber qué vamos a hacer en cambio. A mi juicio, es necesario generar una red y una capacidad pública de administrar una alternativa.



¿Por qué el subsidio es un problema? Porque se le ocurrió a un Ministro de Hacienda en una época en que no se debía aplicar, y, por lo tanto, se falsificó la tarifa, en definitiva, como también el tamaño de la flota. Después se requirió una serie de improvisaciones para el funcionamiento.



El subsidio va a ser necesario aquí y en cualquier parte para un sistema de transporte.



El sistema ha ido adquiriendo cierta solidez y racionalidad, y todavía le falta, pero sería peor que no funcionara, porque ahí sí que estarían mal Santiago, los santiaguinos y todos los que tienen que ir a trabajar.



Creo que la indicación es bastante irresponsable.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, casi me dirijo al titular de Transportes, pero olvidaba que los ministros de este Gobierno experimentan un profundo desprecio por la Sala del Senado. Me gustaría que el Ministro de Hacienda, entonces, pudiera responder qué pasa con el reglamento sobre el subsidio al transporte público, en particular tratándose de este último de carácter menor.



En el Gobierno anterior logramos sacar adelante la modificación de la ley en la materia, lo que permitió que el transporte menor y el rural fueran susceptibles del subsidio. Estuvimos trabajando en ello con el Senador señor Prokurica. Desde entonces, el reglamento no se ha dictado.



Cuando le consulto, el Subsecretario de Desarrollo Regional responde: “Eso está en manos de los intendentes”. Llamé, entonces, al Intendente de la Quinta Región, quien no sabía de qué le estaba hablando.



Si vamos a hacer las cosas en serio, pido, primero, que el Ministro de Hacienda nos explique -repito- qué pasa con el reglamento.



En seguida, quiero señalar claramente que la situación nos parece bastante injusta. Los vecinos del Gran Valparaíso cuentan con el segundo transporte más caro en Latinoamérica, según un informe de la propia Biblioteca del Congreso Nacional. Ello, mientras todos los chilenos financiamos el Transantiago.



También deseo preguntarle al señor Ministro por la agilización del reglamento, en consecuencia, para que el transporte rural de la Región de Valparaíso, así como el de las restantes, y el de carácter menor, como los taxis colectivos, se acojan a la posibilidad que se les abre. Asimismo cabe contemplar la incorporación de los ascensores, como medios de transporte público, y cómo vamos a engrosar el MERVAL, entre otras materias importantes.



Llamamos al titular de Hacienda y al Gobierno a tomar el asunto en serio.



En la presente discusión presupuestaria hemos vivido una triste experiencia. Los Senadores de la Nueva Mayoría se jactan de que no solo están pasando la retroexcavadora, sino también la motoniveladora, con una falta de respeto por esta Corporación. Y los ministros de Estado no comparecen para los efectos de resolver las dudas respecto del Presupuesto que puedan tener los parlamentarios de Oposición.



Es cierto, pareciera que somos completamente irrelevantes. Y ello obedece a que se ha impuesto una tesis de soberbia de la Nueva Mayoría…

El señor LAGOS.- ¡A confesión de parte, en cuanto a la irrelevancia,…!

El señor CHAHUÁN.- ¡Eso es soberbia…!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, pido que terminen los diálogos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Les ruego a Sus Señorías que no interrumpan. Estamos perdiendo tiempo.



Puede usar de la palabra, señor Senador.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, este es el cuarto Gobierno, a estas alturas, en que se implementa el Transantiago.



En el Presupuesto nos están pidiendo un 24 por ciento de aumento, y me gustaría preguntarles a los usuarios si consideran que el sistema ha mejorado o ha empeorado.



Progresivamente, no se advierte una mejoría, sino que hemos sido testigos, en el último tiempo, de los graves problemas que se han enfrentado, tanto en lo referente al Metro como a los buses.



Se han gastado 15 mil millones de dólares. Ese es el presupuesto. Dudo de que en la historia se registre una política social más regresiva, respecto a la implementación de una política pública.



Por mi parte, me pronunciaré en contra del Programa, porque creo que llega un minuto en que no se puede seguir apostando esta cantidad de recursos fiscales a un fondo perdido, a pagar un déficit, sin que existan mejorías. 



Tiene que haber un momento en que se haga un alto, en que se evalúe a fondo y en que se presenten propuestas para un perfeccionamiento. Estimo que el sistema ya no se sostiene, desde el punto de vista de la satisfacción del usuario y de la cantidad de recursos públicos involucrados. Es preciso efectuar las rectificaciones profundas que sean necesarias.



A mi juicio, la situación no da para seguir invirtiendo y aumentar cada año en 20 o 25 por ciento un presupuesto -los problemas siguen; la satisfacción no se logra- simplemente para pagar un déficit, sin que exista una mejoría en algo tan central como el transporte público, que utilizan las personas más vulnerables.



Voto que no al Programa del Transantiago. Si se rechazara, tendría que utilizarse el 2 por ciento constitucional, como ha ocurrido en otras oportunidades. para que el funcionamiento continúe mientras nos replanteamos esta política pública.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, quisiera hacer un llamado a la razón de los colegas de la Oposición. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Eso es muy difícil…

El señor PIZARRO.- Realmente me sorprende la intervención del Senador señor Orpis. Considero que plantear un rechazo para dejar sin los recursos necesarios el funcionamiento del sistema y sin el subsidio público a dos millones y medio de santiaguinos, más los otros chilenos que en las regiones también se benefician de un subsidio a la tarifa, es un acto de irresponsabilidad. De verdad.



A mí me parece bien discutir la cuestión del Transantiago y de qué es lo que está pasando con el transporte público. Pero votar en contra para hacer colapsar el sistema, desde el punto de vista del financiamiento, creo que es ir mucho más allá. 



No sé si ello forma parte del video “Yo me rebelo”, que sacó la UDI.



Realmente les pido a mis colegas que reaccionen, por favor. Una cosa distinta es debatir sobre la materia y manifestar aprensiones, porque todos las experimentamos.



Sabemos de lo que estamos hablando. Fue el Gobierno del Presidente Piñera, con su Ministro Errázuriz, el que nos presentó hace tiempo una propuesta que discutimos. A ella hacían referencia los Honorables señores Prokurica y Chahuán. Con el Senador señor Girardi y otros, integrábamos la Comisión de Transportes. Nos costó mucho armar un acuerdo. Llegamos a un consenso en el sentido de que se iba a subsidiar en el entendido de que en las regiones asimismo se haría una inversión en transporte público. Porque digamos las cosas como son: los gobiernos regionales, independiente de quiénes los formaran, empezaron a usar las platas de espejo del Transantiago para cualquier cosa, menos para el fortalecimiento del transporte público.



Estimo que la consideración de una votación en contra del Programa no corresponde.



A los que repiten el argumento de que se bota la plata cuando se entrega un subsidio de este tipo quiero decirles que a muchos de los millones de chilenos que usan el Transantiago eso les significa un ahorro de dos mil pesos si realizan tres o cuatro viajes diarios. Y puede ser más, porque son numerosos los que realizan hasta seis viajes. Son 80 mil pesos mensuales que ellos no pagan y que después de varios años tienen ya incorporados. El término del subsidio significaría fijar una tarifa de mil cien pesos. ¿Por qué? Porque se votaría en contra.



Juzgo que hay formas y formas de discutir. Aquí median políticas públicas que se han implementado durante varios años y acuerdos que ha firmado el Senado. No podemos borrar con el codo lo que ayer escribimos con la mano.



Gracias.

)----------(
La señora ALLENDE (Presidenta).- El señor Vicepresidente me ha pedido especialmente saludar a concejales que vienen de la Región de La Araucanía y que se encuentran en tribunas. 


¡Muy bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, para ser franco, me declaro perplejo, me declaro atónito...

El señor WALKER (don Patricio).- ¡Anonadado...!

El señor COLOMA.- Anonadado.

El señor MOREIRA.- ¡Escéptico...! 
El señor COLOMA.- Yo pensé, cuando pedí la división de la votación, que iba a escuchar argumentos (aunque algunos lo han intentado) en la línea de decir: “El Transantiago no ha funcionado, pero es difícil implementar otro sistema de transporte”. Pero aquí algunos parlamentarios lo han justificado y hasta han sostenido que es el mejor sistema latinoamericano, uno de los veinte mejores del mundo. 


Entonces, yo no sé dónde vivo. Y puede que esté perplejo, anonadado, ¡pero me quedo corto! 


¡No puedo creerlo! 


Ustedes quieren que uno vote que sí porque dicen que “esto está bien”, que “vamos por el buen camino”, que “vamos ordenadamente a la felicidad en el ámbito del transporte”. Y, además, le echan la culpa al Gobierno anterior. 



¡No! Todo tiene un límite en materia de razón. 


El Transantiago es un sistema ¡pésimo!, que va de mal en peor. Y las mismas personas que algún Senador señalaba, como los chilenos que podrían perder el subsidio, quieren cambiarlo, porque es un desastre.



 Me haría sentido si alguien me dijera: “Mire, vamos a cambiar el sistema”. Alguien planteó, no me acuerdo quién, la cantidad de Metros que se podrían construir en vez del Transantiago.



¡Otra fórmula, otra visión, otra técnica! Cambiar esto que está fallido. Eso lo habría entendido. También si me hubieran manifestado: “¿Sabe qué más? Paremos. Consigamos recursos por un año, por dos años para un nuevo plan”. Pero no. Aquí nos están diciendo que “el sistema está bien”, que “somos los mejores”,  que “somos los top uno en Latinoamérica y top veinte a nivel mundial”. 


¡No sé si habrá que aplaudir también...! 



¡La peor política pública de la historia de Chile en este Senado! 


No sé si alguien estará viendo, a estas alturas, la sesión. Probablemente no, porque no resulta muy apasionante. Pero, a la luz del presente debate, se podría entender que vamos por el camino correcto. Y vamos por un camino incorrecto. 


El Gobierno anterior hizo un esfuerzo, y no le resultó. 


El Transantiago se origina en un intento por cambiar, estatalmente, un diseño que no le costaba un peso al Estado y que funcionaba bien por algo que le ha costado 15 mil millones de dólares al país, que funciona pésimo y que, de pasada, “se echó” al Metro. 


Y a eso quieren que, con entusiasmo, votemos que sí. 


Yo los llamo, con convicción, a votar que no. 


He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, después de la perplejidad y la anonadación en que ha quedado el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, considero conveniente colocar una pequeña cuota de cordura. 


¿Qué pasaría si no se aprobaran estos dineros y más de 2 o 3 millones de personas quedaran sin transporte en Santiago? ¿Qué generaría eso? ¡Caos!



Por eso es que esta discusión, una vez más, debió haberse dado con la altura de miras que el Estado de Chile nos demanda, elaborando una planificación de transporte público, transporte público-privado o transporte mixto. Pero ha faltado una política pública de transporte en nuestro país.



¡Ese es el tema de fondo! 


Esa debiera ser la gran discusión de fondo: qué tipo de transporte vamos a entregarles a las chilenas y a los chilenos para los próximos “y tantos” años en nuestro país. ¡No solo en Santiago; también en regiones! Porque Chile no solo está en la Capital, sino que lo componemos las 15 regiones del país.



Hablo en mi calidad de Senador nacional pero que representa a una región austral como Magallanes, donde tenemos problemas de conectividad; donde nos cuesta pasar de una isla a otra; donde uno va a Puerto Montt y sufre una enormidad porque no han podido establecer un tren que corra del norte hasta esa ciudad, tan necesario para la isla de Chiloé y otros lugares del sur, como Aisén.





Necesitamos mejor conectividad, mejor transporte. 


Pero hoy no podemos desviar la mirada hacia el lado y simplemente, con un voto en contra, hacer que más de 2 millones de personas comiencen a temer que no exista presupuesto para financiar el “Transantiasco”. Porque ni siquiera es Transantiago: es “Transanti-asco”, pues, efectivamente, es una muy mala política pública de transporte. 


¡Y eso lo vamos a compartir todos! 


¿Y qué vamos a hacer? ¿Vamos a entregarle cero peso al sistema? ¿Vamos a permitir que colapse, que fracase, que se convierta en un caos? 


¡Obviamente que debemos asumir nuestra responsabilidad! Pero también debemos exigirle al Gobierno que para el próximo Presupuesto traiga una planificación, una política de Estado en materia de transporte público para todo Chile. ¡No solo para Santiago! 


Porque en definitiva, señora Presidenta, en la Capital mucha gente evade. ¡En las regiones pagamos hasta el último centavo, hasta el último peso en transporte! No tenemos financiamiento, no tenemos subvención, pero vamos a ser solidarios, entendiendo que este es un problema país, un problema de Estado. 
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, estamos intentando generar un debate sobre cómo mejorar el Transantiago. Es una indicación la que ha provocado este debate, pero que pide algo imposible, que acarrearía consecuencias catastróficas. 


Yo quiero ver cómo votan los Senadores de Oposición que representan a Santiago, si  la señal que van a dar es la de que quieren paralizar la ciudad. 


Entonces, no me parece justo, para ninguno de los sectores. 


Uno, hay responsabilidad de la Concertación. ¡Por cierto! El Transantiago se implementó durante uno de sus gobiernos. Pero se hace el alegato de que no hay propuestas para mejorarlo. 


Mi pregunta, para los Senadores de Oposición, es: ¿Y qué hizo Piñera en cuatro años? Lo que hizo fue desmantelar completamente el departamento de mantención del Metro, echando a técnicos especializados con 15 a 20 años de experiencia, intentando no sé qué. Lo concreto es que instaló una verdadera bomba de tiempo en dicho departamento que hizo explosión con la intensidad que la ciudadanía ha conocido: tres líneas paralizaron simultáneamente, porque se abandonó el mantenimiento, porque había “costos exagerados”, como han señalado los sindicatos de la entidad. 


Por tanto, yo esperaría que nos pudieran decir qué hicieron los últimos cuatro años. Porque cuando uno ya es gobierno empieza a compartir responsabilidades. Estuvieron fuera mucho tiempo -cuatro períodos-, pero fueron gobierno. ¿Y qué hicieron por el Metro? Agravar la condición del mantenimiento. Porque la peor falla en su historia ha ocurrido producto -por cierto, espero que se investigue- del desmantelamiento de técnicos y profesionales que daban seguridad de que había recambio de piezas y mantención. 


Quiero señalar que no nos gusta el Transantiago, pero -el Presidente Frei lo dijo en su campaña y lo respaldamos-, si falla, habrá que volver al Estado. ¡Como ocurre en todas las capitales de Europa, como ocurre en todos los países capitalistas y neoliberales! ¡Allí todo el transporte público es público! 


Únicamente acá hemos “comprado” que podemos tener un sistema, que nos cuesta 800 millones de dólares, y más, del sector privado. 


Siento que aquí se requiere un debate país porque el costo del Transantiago lo paga todo Chile. Y no puede haber una decisión apresurada. 


Pero, ante la pregunta, ¿qué pasa si falla? ¡Bueno, el Estado tendrá que hacerse cargo del Transantiago, porque considero que puede ser un buen administrador, como lo ha sido con el Metro, el cual, si ha tenido problemas, es porque precisamente se los ha provocado el Transantiago!



Por eso, vamos a rechazar la indicación, que pretende dejar caminando a toda la Región Metropolitana, y a sus trabajadores, indignados. Y no indignados con la Oposición, sino con el Gobierno, porque es muy difícil que sepan que son ellos los que quieren hacer esto. 


Gracias. 
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señora Presidenta, primero, por su intermedio, quiero pedirle al “compañero” Navarro que no generalice. Yo siempre he votado a favor del Transantiago, porque creo que no puede parar. Otra cosa es la discusión que se ha hecho. 


Cuando partió el Transantiago, yo era Alcalde de Puente Alto. Fui invitado por el Ministro Estévez a conformar el directorio que decidía parte de las licitaciones. Estaban también los alcaldes Undurraga -hoy Ministro de Obras Públicas- y De la Maza (de Las Condes). Los tres renunciamos cuando nos dimos cuenta de que eso estaba arreglado. No hablo de colusión. Digo “arreglado” en el sentido de que estaba absolutamente maqueteado y de que, en cuanto a los contratos que tenía firmados el Transantiago, los abogados que representaban al Gobierno de Chile parecían enemigos. 


Y, en esta discusión que se ha dado, usted pregunta “¿Y qué hizo el Gobierno de Piñera?”, con lo cual, además, ¡me está obligando a defenderlo...!. Pero tenía las manos absolutamente amarradas, porque los contratos eran leoninos y tampoco se podían desarmar así como así. Porque basta quitarle el contrato a una empresa para dejar a millones de personas paradas. Esto es como el oxígeno en la UCI. ¡No es negociable! 



Por lo tanto, esta es una discusión a largo plazo. Es una discusión que debemos hacer, porque lo importante -y este es el piso que no tiene la Nueva Mayoría- es que antes teníamos las micros amarillas, que eran malas, pero costaban cero peso a Chile, y hoy tenemos el Transantiago, que le cuesta una fortuna a todo Chile, siendo igualmente malo.



Además, participé en reuniones donde Presidentes del Metro, incluido el actual, suplicaban que no los metieran en el sistema porque lo iban a reventar. Le bajaron el valor del pasaje y le subieron al doble los pasajeros. En menos de un año las personas que usaban el Metro subieron de 900 mil a 2 millones 800 mil. ¡Lo reventaron!



Pero yo creo que aquí hay que aprobar el subsidio. Después analizaremos cómo arreglamos el sistema hacia el futuro. Unos Senadores discutían sobre el subsidio. Puede ser que el sistema de transporte necesite uno. ¡Antes no tenía! ¡Ahora lo necesita, o muere!



Por lo tanto, voy a votar a favor, esperando que en el día de mañana podamos tener una discusión profunda y responsable. Porque esto no es llegar y arreglarlo de un día para otro. Es fácil decir que el sistema es malo, pero está, y de alguna forma tenemos que hacer que la gente se movilice.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros. 

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, la verdad es que yo creo que sería una irresponsabilidad no aprobar este Programa.



Acá se ha mencionado, de varias formas, el significado que tiene. Sin embargo, pienso que sí hay que exigir que los fondos espejo sean invertidos realmente en conectividad. Yo insisto mucho en esto porque, desgraciadamente, en otras ocasiones los recursos han ido a parar a otros ítems.



A nosotros nos interesa que se restablezca el servicio ferroviario. Hoy día, como dije, se están empleando mucho los trenes de cercanías. Los Lagos y Los Ríos son regiones que, en conjunto, tienen una cantidad de habitantes superior al millón 200 mil. Y en algunas de sus ciudades un tren de cercanías podría ayudar al desplazamiento de las personas que viven en ellas. 



También en las islas necesitamos un transporte, necesitamos subsidiar al pasajero que hace tremendos esfuerzos para poder desplazarse en las 35 islas de la provincia de Chiloé. Lo mismo ocurre en la provincia de Palena, donde Obras Públicas está haciendo un esfuerzo para dar conectividad terrestre. Pero pasarán años antes de que se cumpla ese sueño.



Por eso, señora Presidenta, aprobaré esta parte del Presupuesto, aunque dejando explícito que vamos a exigir que los recursos o subsidios espejo se inviertan en aquello para lo que fueron creados: el transporte de nuestras regiones.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señora Presidenta, yo tengo una opinión diametralmente opuesta a la que han planteado algunos colegas.



Justamente, deseo enfatizar que tenemos un buen sistema de transporte público, que puede ser mejorado.



Me parece dramática la idea de una verdadera regresión y volver al pasado, diciendo que los buses amarillos no presentaban problemas y que no irrogaban costo. Claro, no tenían costo en términos de subsidio, pero lo pagaban, en daño, el conjunto de la ciudad. 



Teníamos niveles de contaminación dramáticos, totalmente inmanejables, que hoy hemos logrado disminuir, particularmente en lo que se refiere al PM10. 



Teníamos un sistema de transporte público donde no había un solo bus: eran camiones carrozados, es decir, camiones con carrocería de bus.



Teníamos choferes que tenían que luchar día a día para perseguir los boletos, con una gran tasa de accidentabilidad. 



Aun así, algunos quieren que ese transporte de la Edad Media vuelva a existir.



Me parece una pena. No se advierte ninguna capacidad de valoración. A mi juicio, en el Gobierno del Presidente Piñera se hicieron avances importantes; se modificaron los contratos. Efectivamente, aquí hubo un problema de diseño e implementación, pero que se ha ido corrigiendo progresivamente. Y hoy tenemos un estándar de transporte público de calidad.



Yo los invito a probar sistemas de transporte público en Bolivia, en México, en Perú. Yo diría que, salvo Colombia y tal vez Argentina, Chile tiene un sistema de transporte muy superior. Y lo que tenemos que hacer es fortalecerlo.



¿Qué ha pasado? Tenemos un sistema en el que se ha invertido muy poco en infraestructura. Y es evidente que, al no haber infraestructura, vías exclusivas, la velocidad promedio de los buses ha ido disminuyendo, ubicándose en la mitad de lo que debiera estar. Si nosotros desarrolláramos infraestructura y duplicáramos la velocidad promedio del transporte público, tendríamos el doble de buses y disminuiríamos a la mitad los tiempos de espera.



Ahora, no hay ninguna ciudad moderna en el planeta que tenga un sistema de transporte en que la gente no tenga que caminar y donde los buses pasen por fuera de la casa. En ningún país desarrollado ocurre eso. Todo el mundo tiene que caminar algunas cuadras. Y me parece muy bien, porque es benéfico para la salud. Caminar al menos 20 minutos al día ayuda a evitar cánceres, infartos, accidentes vasculares.



Modernizar el transporte público significa, también, modernizar a los ciudadanos. Tal vez algunos quieren volver a la visión regresiva de los buses amarillos, o quieren privatizar o estatizar el sistema de transporte. Son discusiones que podemos tener. Pero el gran problema es que Santiago y las ciudades en general no tienen una política de ciudad. No hay una política que ordene para dónde van a crecer las ciudades. El transporte debiera ser una política coadyuvante que pusiera en acción un concepto de ciudad inteligente. Hoy existe, fundamentalmente, una política especulativa de uso de suelo; son las lógicas de origen-destino las que regulan las políticas de ciudad.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor GIRARDI.- ¿Me da unos segundos más, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- No puedo, Senador Girardi. A todos se les han dado exactamente tres minutos. Y debo ser pareja y justa.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señora Presidente, estimados colegas, lo primero que quiero hacer presente es que las platas del subsidio para el Transantiago no están en el Programa 03 que vamos a votar. Están en el Programa 06. 



Por lo tanto, hemos estado discutiendo un tema que no tiene que ver con la indicación en debate.



En el Programa 03 está la inversión para corredores, para infraestructura destinada a mejorar la velocidad del transporte y para que la ciudad sea amable con el transporte público y el personal que opera el sistema en Santiago. ¡No tiene que ver con los subsidios! Tampoco con los fondos espejo. 



Segundo, es evidente que para salir adelante con un plan de transporte público de pasajeros hay que aumentar la velocidad. Eso es lo que hay que hacer. Y, para eso, son necesarios 250 a 300 kilómetros de vías exclusivas. Se tendrá que ver si en la Región Metropolitana los taxis colectivos pueden usar o no parte de esas vías, y si lo hacen, en qué horarios, a fin de que no se retrase o no disminuya la velocidad de transporte de quienes se suben a un bus público.



Ya vimos, con el drama del Metro, qué pasa cuando todos los santiaguinos se suben a un auto. La estructura vial de la ciudad colapsa, porque las calles de Santiago no aguantan la cantidad de vehículos que ahí hay para que la gente vaya al trabajo o a otros lados.



El presupuesto que se vota a través de la indicación en análisis tiene que ver con inversión en infraestructura. Ahí van las monedas. No está en discusión el sistema de subsidios.



Por eso, pido ser responsables en este punto. No me cierro -creo que sería útil, y por su intermedio, señora Presidenta, se lo planteo al señor Ministro- a que, más allá de la Ley de Presupuestos, hagamos un debate sobre cómo mejorar el sistema de transporte público en nuestras ciudades (en plural; no me refiero solamente una). Acá, por ejemplo, hay que ver si se implementa un sistema de transporte público más expedito entre Valparaíso y Concón; hay que ver, en general, qué pasa con los sistemas de transporte en las grandes metrópolis.



Pero, señora Presidenta, se necesita pasar de 60 a más de 250 kilómetros de vías exclusivas. A eso apunta este presupuesto.



Yo lo voy a votar a favor y, por tanto, rechazo la indicación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- El Senador señor Coloma desea hacer una aclaración.



Entiendo, sí, que hay claridad en cuanto a que la indicación 21 está asociada. O sea, estaríamos hablando de esta y de la 21.



Tiene dos segundos para explicar, de modo que todos sepan qué estamos votando y qué involucran las siguientes indicaciones.

El señor COLOMA.- Solo hay dos indicaciones, señora Presidenta. Y la otra está asociada a ésta. 



Se deberían ver juntas, para efectos de economía procesal.



Entonces, si el Senador Letelier está de acuerdo, podría votar la otra en contra y esta a favor. Pero ambas se encuentran asociadas. Así que no hay ningún error. Existe relación.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Estando asociadas, se entiende que la votación incluye las dos indicaciones.



Solicito el acuerdo de la Sala para prorrogar la sesión solo por diez minutos, porque hay dos señores Senadores inscritos, más el Ministro, y se está acabando el tiempo.



--Así se acuerda.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Seré muy breve, señora  Presidenta.



En primer lugar, creo que tratar de sostener que el Transantiago funciona bien significa, francamente, estar muy distante de lo que le ocurre a la gente. ¡El Transantiago funciona mal! Y lo que es peor: hizo que colapsara el Metro al punto que hace pocos días este servicio vio interrumpido su funcionamiento, lo que generó un caos absoluto en la Región Metropolitana, y, además, no hubo ningún tipo de protocolo ni preparación para abordarlo.



Por cierto, lo que ocurre es que ninguno de los Senadores presentes tuvo que caminar dos, tres, cuatro o cinco horas para ir a su lugar de trabajo, como lo hicieron cientos de miles de chilenos ese día, quienes, cuando llegaron, tuvieron que devolverse caminando.



Si hay algo que se ha hecho mal en nuestro país es, a mi juicio, la política de implementación del Transantiago, que se ha traducido en un caos.



Ahora, lo que debemos hacer como Senado -esta cuestión debería ser considerada por la Mesa y las Comisiones respectivas- es pedirle al Gobierno un diseño claro y concreto para saber cuáles son las metas por cumplir, cómo se pretende concretarlas, de qué manera se destinarán los recursos.



Hay señores Senadores que, con toda razón, me han señalado que muchos dineros se encuentran amarrados al tema del Transantiago. Por eso, numerosos servicios no se pueden dejar sin efecto porque significaría un costo mayor.



Yo creo, señora Presidenta -lo menciono simplemente para dejar testimonio-, que el Transantiago fue pésimamente mal iniciado, mal implementado, y que el Gobierno anterior hizo lo humanamente posible por mejorarlo. No conozco bien lo realizado por esta Administración; solo sé que el Transantiago ha colapsado.



Finalmente, debo decir que votaré a favor de la Partida, por cuanto no voy a hacer lo mismo que se realizó en el Gobierno anterior, cuando algunos señores Senadores que querían que no hubiera plata para educación votaron en contra del presupuesto de Educación. Basta con dejar testimonio y señalar que se trata de una pésima política pública, que está mal implementada, que cuesta una fortuna, que perjudica a las regiones. Pero no se puede votar en contra de una Partida, pues implica dejarla sin recursos, lo que podría producir un caos peor que el que denunciamos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, en primer lugar, en la eventualidad de que esto se apruebe, es posible usar el 2 por ciento constitucional para financiar el Transantiago. Por lo tanto, el Gobierno tiene todos los instrumentos necesarios para hacerlo.



Sin embargo, debo expresar que quedé perplejo con las palabras del Senador Girardi, quien afirmó que “este es un buen sistema público”. ¡Que se lo diga a quienes él representa en su región!

El señor GIRARDI.- ¡Se lo digo!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Además, él señala que es bueno caminar. Está bien. O sea, se lo dice a las personas que trabajan y que andan horas entre el Metro y el Transantiago.



¡Pareciera que lo del Transantiago fuera algo provocado, porque ayudaría al Elige Vivir Sano, a una mejor calidad en la salud de las personas…!



Realmente, me parece que la manera en que el Senador Girardi defiende una pésima política pública como la del Transantiago -lo digo por su intermedio, señora Presidenta- ¡es genial...! 



¡Estoy doblemente perplejo!



Insisto: da la impresión de que esto fue provocado para mejorar la salud en la Región Metropolitana.



Es bueno que Su Señoría haya explicitado aquí esta nueva teoría, para que sepamos cuál era en verdad el objetivo final del Transantiago…



Por otro lado, tenemos claro que originalmente se dijo que los subsidios iban a ser una medida temporal y que no se extenderían mucho. La realidad es totalmente distinta.



¿Qué ha ocurrido?



Se dice aquí que a la larga el Elige Vivir Sano sería unos de los resultados del Transantiago. ¿Pero saben qué ha pasado? Hay muchos más autos y motos transitando. 



¡El colapso de la Región Metropolitana es justamente responsabilidad del Transantiago!



¿Por qué numerosa gente tuvo que comprar vehículos? Porque no tenía otra manera de llegar a su trabajo o a la escuela a dejar a sus hijos.



Esa es la realidad.




Por lo tanto, señora Presidenta, con la señal que estamos dando al votar negativamente esta Partida queremos que se tome en serio lo que vive la Región Metropolitana y su pésimo sistema de transporte público.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez, por tres minutos.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, solo quiero justificar mi voto negativo. No voy a pelear con nadie ni voy a imputar dobles intenciones a ningún Senador en esta Sala. Pero sí me gustaría decir que, en lo personal, no puedo votar a favor de algo que me parece una pésima política pública.



No puedo respaldar la entrega de recursos de todos los chilenos a un sistema sobrepasado, colapsado, mal planificado y cuyos propios usuarios se resisten a seguir.



Pienso que si lográramos un voto negativo como Senado haríamos que el Gobierno, más allá de quién esté en él, tomara conciencia de que es necesario elaborar un sistema nuevo; que lo ideal es retomar los antiguos recorridos para la gente de la Capital, con nueva tecnología.



Sin embargo, como eso no se ha hecho y hay bastante poca transparencia en los contratos del Transantiago -quiero decirlo-, se ha enturbiado absolutamente este proyecto de transporte público.



Por eso, siendo consecuente con lo que pienso, y asumiendo mi propia responsabilidad como Senadora, voto en contra.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueban las indicaciones números 52 y 20, referidas al Programa 03 Transantiago (24 votos a favor, 7 en contra, una abstención y 3 pareos).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Goic y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma, García-Huidobro, Orpis y Prokurica.


Se abstuvo el señor Hernán Larraín.


No votaron, por estar pareados, los señores Matta, Moreira e Ignacio Walker.

El señor COLOMA.- ¡Estoy anonadado, perplejo…!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Señora Presidenta, para efectos de la historia fidedigna de la ley, cuando nos referimos a inversión en transporte público hablamos, entre otras dimensiones, de infraestructura, de actividad, de conectividad, de productividad para los distintos sectores. Y, también, de aumentar la calidad de vida de las personas a lo largo del país.



En tal sentido, el plan de infraestructura en transporte público, por 4 mil 200 millones de dólares, que incluye mil 900 millones de dólares por el sistema de concesiones vinculados a 14 proyectos de diferentes regiones, viene a hacerse cargo de esta materia, además de los recursos contenidos en la iniciativa de Ley de Presupuestos para el 2015.



Dicho lo anterior, es muy importante constatar que hemos asumido compromisos para levantar estudios a fin de avanzar en propuestas muy concretas respecto del transporte público en distintas ciudades de Chile, al igual que en relación con los diferentes modos de transporte que existen en la actualidad.



Y, como se ha mencionado -lo señalo para que también quede en la historia fidedigna de la ley-, el proyecto de Ley de Presupuestos del 2015 respeta y cumple lo dispuesto en la ley N° 20.378, que se aprobó en el Congreso Nacional en 2013 y dio origen al subsidio nacional al transporte público, registrado en la Partida 19, Capítulo 01, Programa 06. Esa es la parte más importante de su texto, pues también hay otras materias.



Quiero dejar sentado, a fin de que quede establecido en forma bastante explícita, que acá hubo un diseño, un proyecto que se tramitó en el Parlamento y una implementación de la ley que se dictó. Y el Presupuesto del año 2015 coloca justamente la cantidad de recursos que tal normativa mandató, con sus fondos espejo a nivel regional.



Ahora bien, con respecto a lo que consultó el Senador García-Huidobro en su momento y a lo que se le contestó en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, debo decir que nosotros, en el Ejecutivo, estamos evaluando junto con equipos técnicos (panel de expertos mediante) y con consultoras de elevado prestigio la suficiencia de los recursos para el año 2015, porque nos encontramos con una ley que genera recursos en el tiempo.



En tal sentido, cuando fuimos consultados, señalamos que los resultados de esas evaluaciones serán prontamente informados al Congreso Nacional y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 



Es cuanto puedo informar. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Está claro el resultado de la votación anterior, que abarcó las dos indicaciones en comento. 



Solo quedaría la indicación N° 138, del Senador señor Araya, que es inadmisible, en lo que todos estarán de acuerdo. 



--Se declara inadmisible la indicación número 138.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Estamos listos para la aprobación de la Partida Ministerio de Transportes. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, señora Presidenta, porque la indicación N° 72, del Honorable señor Ossandón, era solo de información, y ya fue acordada. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Por lo tanto, no hay problema para aprobar la Partida 19. 



¿Habría acuerdo?



--Por unanimidad, se aprueba la Partida 19 Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

)-------------------(
La señora ALLENDE (Presidenta).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 14:11.








Manuel Ocaña Vergara,








 Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE OTORGA UN REAJUSTE DE REMUNERACIONES A LOS TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO, CONCEDE AGUINALDOS QUE SEÑALA, Y CONCEDE OTROS BENEFICIOS QUE INDICA

(9.738-05)


Oficio Nº 11.600

VALPARAÍSO, 25 de noviembre de 2014


Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, y concede otros beneficios que indica, correspondiente al boletín N°9738-05, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2014, un reajuste de 6.0% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº19.297. 



El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora. 



Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2014.

Artículo 2º.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº249, de 1974; el decreto ley Nº3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº18.460 y Nº18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3º del Título VI de la ley Nº19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades. 



El monto del aguinaldo será de $49.396.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2014 sea igual o inferior a $660.000.- y de $26.129.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido  traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley. 

Artículo 4º.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.



Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Artículo 5º.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.   



El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Artículo 6º.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley Nº20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición. 



El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.



Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.  

Artículo 7º.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5º y 6º de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.

Artículo 8º.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2015 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2015, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5º y 6º de esta ley. 



El monto del aguinaldo será de $63.600.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2015, sea igual o inferior a $660.000.-, y de $44.149.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.



El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios  descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.



Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo 5º de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.  Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6º de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.



En los casos a que se refieren los artículos 5º y 6º, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.

Artículo 9º.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.

Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.

Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última  remuneración mensual que hubieren percibido.



Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los  que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.



Cuando, por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas  Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.



La diferencia a favor del trabajador que de ello resulte será de cargo de la respectiva entidad empleadora.

Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que  pudieren corresponderles.

Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº3.166, de 1980, y los de las Corporaciones de Asistencia Judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza pre básica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $61.852.- el que será pagado en 2 cuotas iguales de $30.926.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2015. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 



Cuando, por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.



En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda. 



Quienes perciban maliciosamente este bono deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2015, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $26.129.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $660.000.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.



Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente. 

Artículo 15.- Concédese durante el año 2015, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.



Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº3.166, de 1980.

Artículo 16.- Durante el año 2015 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº249, 1974, tendrá un monto de $107.749.-. 



El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13 de la ley Nº19.553 se calculará sobre dicho monto. 

Artículo 17.- Increméntase en $3.739.680.- miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2014. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.



La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2014.

Artículo 18.- Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2015, los montos de "$ 260.285", "$ 295.181" y "$ 317.506", a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº19.429, por "$310.000.-", "$345.000.-" y "$367.000", respectivamente. 

Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8º y 13 los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $2.185.574.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.

Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2015, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley  que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $55.094.-.



El bono a que se refiere el inciso anterior se pagará en el mes de mayo del año 2015, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 



No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.



Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, no se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez. 

Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley  Nº16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2015, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2015, de $17.140.-. Este aguinaldo se incrementará en $8.793.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº18.987. 



En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.



Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.



Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2015 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº19.123; del artículo 1º de la ley Nº19.992; del decreto ley Nº3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº19.129, y del subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley Nº20.255.



Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8º de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley Nº20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.



Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2015 y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley Nº20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2015 de $19.700.-. Dicho aguinaldo se incrementará en $11.130.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº18.987.



Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.



En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo de este artículo.



Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.



Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el artículo anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley Nº20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº16.744, serán de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte con sus recursos o excedentes.

Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2015, la bonificación extraordinaria trimestral que otorga la ley Nº19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $227.002.- trimestrales.



Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.



La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 5.635 personas.



En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº19.536, en lo que fuere procedente.  

Artículo 24.- Modifícase la ley Nº19.464, en la siguiente forma: 


a)
Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase "y enero del año 2014" por "y enero del año 2015,". 


b)
Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2015" por "2016". 

Artículo 25.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2º, 3º, 5º y 6º de la presente ley, un bono especial no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2014 y cuyo monto será de $250.000.- para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2014 sea igual o inferior a $716.580.-, y de $125.000.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $2.185.574.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.

Artículo 26.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2º, 3º, 5º y 6º de la presente ley, un bono de vacaciones no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de enero de 2015, y cuyo monto será de $100.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2014 sea igual o inferior a $660.000.-, y de $70.000.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad y no exceda de una remuneración bruta de $2.185.574.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.



El bono de vacaciones que concede este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora.



Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Artículo 27.- El reajuste previsto en el artículo 1º de la presente ley se aplicará a las remuneraciones que los funcionarios perciban por concepto de planilla suplementaria, en la medida que ésta se haya originado con ocasión de traspasos de personal entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base o por modificación del sistema de remuneraciones de la institución a la cual pertenece el funcionario.  

Artículo 28.- La cantidad de $660.000.- establecida en el inciso segundo de los artículos 2º y 8º y en el inciso primero de los artículos 14 y 26, todos de la presente ley, se incrementará en $32.400.- para el solo efecto de calcular los montos diferenciados de los aguinaldos de Navidad y Fiestas Patrias, de la bonificación adicional al bono de escolaridad y del bono de vacaciones no imponible que les corresponda percibir a los funcionarios beneficiarios de la asignación de zona a que se refiere el artículo 7º del decreto ley Nº249, de 1973, aumentada conforme lo prescrito en los artículos 1º, 2º y 3º de la ley Nº19.354, cuando corresponda. Igualmente, la cantidad señalada en el artículo 19 se incrementará en $32.400.- para los mismos efectos antes indicados.



Del mismo modo, las cantidades de $716.580.-y de $2.185.574.- señaladas en el artículo 25 de la presente ley, se incrementarán en $32.400.- para el solo efecto de la determinación del monto del bono especial no imponible establecido por dicho artículo, respecto de los funcionarios beneficiarios de la asignación de zona en los términos indicados en el inciso anterior.

Artículo 29.- El mayor gasto que represente en el año 2014 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, en lo que faltare, con reasignaciones presupuestarias y,o transferencias de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público.



El gasto que irrogue durante el año 2015 a los órganos y servicios públicos incluidos en la ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º, 8º, 13, 14 y 16 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y,o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2015 y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la ley de Presupuestos para 2015. Todo lo anterior podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 30.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario denominado "Bono de Desempeño Laboral", destinado al personal asistente de la educación que se desempeñaba, al 31 de agosto del año 2013, en establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal, o en los establecimientos regidos por el decreto ley Nº3.166, de 1980.



Para los efectos de determinar el valor que percibirán por este beneficio, el Ministerio de Educación establecerá un indicador de carácter general denominado "indicador general de evaluación", el cual estará compuesto por la sumatoria de cuatro variables, a las cuales se les asignará un porcentaje de cumplimiento. Las mencionadas variables y sus respectivos porcentajes de cumplimiento serán los siguientes:


a) 
Años de servicio en el sistema: esta variable representará el 30% del total del indicador general de evaluación. Accederán a dicho porcentaje los asistentes de la educación que tengan diez años o más de servicio en el sistema. Quienes posean una antigüedad menor a la mencionada, sólo percibirán el 15% del total del indicador general de evaluación por esta variable.


b) 
Escolaridad: esta variable representará el 20% del valor total del indicador general de evaluación. Accederán a dicho porcentaje quienes hayan obtenido su licenciatura en educación media. Quienes no cumplan el mencionado requisito sólo podrán acceder al 10% del total del indicador general de evaluación por esta variable.


c) 
Asistencia promedio anual del establecimiento: esta variable representará, en su valor máximo, el 30% del total del indicador general de evaluación. Accederán a dicho porcentaje quienes tengan una asistencia promedio anual al establecimiento en donde se desempeñan del 90% o más. Si el porcentaje de asistencia fuere menor al mencionado, se asignará por esta variable sólo el 15% del valor total del indicador general de evaluación.


d)
 Resultados controlados, por índice de vulnerabilidad escolar, del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE) por establecimiento, considerando el último nivel medido entre los años 2012 y 2013: esta variable representará el 20% del valor del indicador general de evaluación. Accederán al mencionado porcentaje aquellos asistentes de la educación que se encuentren dentro del 30% de mejor desempeño en los resultados del SIMCE. A los asistentes que se desempeñen en establecimientos que se encuentren fuera de aquel rango, solo se les asignará el 10% del valor total del indicador general de evaluación. 



El valor del Bono de Desempeño Laboral será de $243.800.- para los asistentes de la educación que, por la sumatoria de las 4 variables indicadas, obtengan el 80% o más del valor del indicador general de evaluación. En el caso de aquellos asistentes de la educación que obtengan un resultado menor al 80% pero superior al 55% por la sumatoria de las 4 variables, el bono que percibirán será de $186.560.-. Cuando el resultado del índice general de evaluación sea igual o inferior al 55%, el bono será de $143.100.-.



Los valores mencionados en el inciso anterior están establecidos sobre la base de una jornada laboral de 44 ó 45 horas semanales. Los asistentes de la educación que se desempeñen en jornadas parciales percibirán el Bono de Desempeño Laboral en forma proporcional, de acuerdo a las horas establecidas en sus respectivos contratos de trabajo.



El pago del Bono de Desempeño Laboral se realizará en dos cuotas, en los meses de diciembre del año 2014 y enero del año 2015. Este beneficio no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable, no estará afecto a descuento alguno y no será considerado subsidio periódico para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la ley Nº20.595. Será de cargo fiscal y administrado por el Ministerio de Educación, al que le corresponderá especialmente concederlo y resolver los reclamos a que haya lugar con ocasión de su implementación, los que podrán ser notificados a los reclamantes a través de las Secretarías Regionales o los Departamentos Provinciales del Ministerio.



Sin perjuicio de lo establecido en otros cuerpos legales, para los efectos del presente bono, los dirigentes de las distintas asociaciones de asistentes de la educación deberán ser evaluados bajo los mismos criterios fijados anteriormente. En el caso de las variables señaladas en las letras c y d, a los dirigentes se les considerará el promedio de la entidad sostenedora que corresponda.  



Quienes perciban maliciosamente este bono deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las correspondientes sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 31.- A contar del 1 de enero del año 2015, la Remuneración Total Mínima establecida en el artículo 4° de la ley N°19.933, será de $636.000.-



Para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales, lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos.

Artículo 32.- La Beca de reubicación alumnos Universidad del Mar establecida en el literal j), de la Glosa 03, del Programa 30, del Capítulo 01, Partida 09 de la Ley Nº20.713, podrá también asignarse, durante el año 2014, a los estudiantes matriculados en la Universidad del Mar al 31 de diciembre de 2012 que, durante el año 2014, se hayan matriculado en programas regulares de continuidad de estudios de pregrado en instituciones de educación superior acreditadas institucionalmente al 30 de junio de 2013, conforme a la ley N°20.129. Este beneficio se asignará a las Instituciones de Educación Superior receptoras de estudiantes provenientes de la Universidad del Mar, mediante resolución exenta del Ministerio de Educación, previo envío de planillas certificadas por el representante legal de la respectiva institución, que contengan la nómina de alumnos titulares, con indicación del nombre, número de cédula de identidad, semestre académico y carrera. En este caso no procederá el recurso de reposición establecido en el artículo 23 del decreto N°97, de 2013, modificado por el decreto N°167, de 2014, ambos del Ministerio de Educación, que reglamenta el Programa de Becas de Educación Superior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 59 de la ley N° 19.880.

Artículo 33.- En los establecimientos educacionales pertenecientes a la región de Tarapacá, para efectos del cálculo de la subvención del mes de mayo del año escolar 2014, se considerará el mayor valor de la asistencia media registrada por curso entre la asistencia del mes de marzo y la asistencia media registrada en el mes de abril de dicho año escolar. 



En cuanto a los establecimientos educacionales pertenecientes a la comuna de Valparaíso, para efectos del cálculo de la subvención del mes de mayo del año escolar 2014, se considerará el promedio entre la asistencia media registrada por curso en el mes de marzo y la asistencia media registrada en los primeros 11 días del mes de abril del año en curso.



Previa resolución exenta de la Subsecretaría de Educación, la subvención fiscal mensual percibida por los establecimientos educacionales pertenecientes a la región de Tarapacá y de la comuna de Valparaíso, durante los meses de marzo, abril y mayo de 2014, será reliquidada conjuntamente con el pago de la subvención correspondiente al mes de enero de 2015, utilizando para su cálculo definitivo la mayor asistencia media registrada por curso en los meses de marzo, abril o mayo de 2014. 



La subvención del mes de junio de 2014 para los establecimientos educacionales a que se refiere el inciso precedente, se determinará sobre la mayor asistencia media registrada por curso en los meses de marzo, abril y mayo de 2014. 



La subvención del mes de julio de 2014 para los establecimientos educacionales referidos en el inciso tercero del presente artículo, se determinará sobre la mayor asistencia media registrada por curso en los meses de abril o mayo de 2014, promediada con la asistencia media registrada por curso en el mes de junio de dicho año.



Las diferencias de subvención que se produjeren del ajuste señalado serán pagadas o descontadas sin cargo alguno en el mes siguiente a la entrada en vigencia de esta ley.



Lo establecido en este artículo, por los meses que corresponda, sustituye las normas del artículo 13, del decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, y se aplicará a todas las subvenciones que utilizan la forma de cálculo de la subvención mensual indicada en dicho artículo.

Artículo 34.- El Ministerio de Educación podrá exceptuar durante el año escolar 2014, por resolución exenta de la Subsecretaría de Educación, a los establecimientos educacionales que tuvieren reconocimiento oficial y hubieren estado en funcionamiento a marzo de 2014, incorporados al régimen de Jornada Escolar Completa diurna, pertenecientes a la región de Tarapacá y a la comuna de Valparaíso, del cumplimiento de los requisitos prescritos en las letras g), h) e i) del artículo 6°, del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en los casos en que como consecuencia de las catástrofes ocurridas con fechas 1 y 12 de abril de 2014, según corresponda, les resulte imposible su observancia para impetrar el beneficio de la subvención.



En dicha resolución se determinará el número mínimo de horas semanales de trabajo escolar, según corresponda a los distintos niveles, el que no podrá ser inferior a los tiempos de trabajo mínimo semanal a los que deben ajustarse los establecimientos educacionales que no se encuentren acogidos al Régimen de Jornada Escolar Completa diurna establecido en los decretos supremos N° 40, de 1996, y N° 220, de 1998, y sus modificaciones, ambos del Ministerio de Educación.



Con todo, en casos excepcionales, un establecimiento podrá operar con tres jornadas, situación que será establecida en la resolución.



Durante el año escolar 2015, y por los meses que sea necesario, aquellos establecimientos educacionales a que se refiere el inciso primero del presente artículo, que continúen sin poder cumplir con los requisitos prescritos en las letras g), h) e i) del artículo 6°, del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, podrán ser autorizados mediante resolución exenta de la Subsecretaría de Educación, previo informe técnico favorable del secretario regional ministerial de Educación respectivo, para seguir funcionando sin cumplir dichos requisitos e impetrar el beneficio de la subvención educacional.



En los períodos de excepción, los establecimientos educacionales beneficiados con la medida señalada en los incisos primero y cuarto, no podrán cobrar subvención de jornada escolar completa por nuevos alumnos matriculados en comparación con la matrícula promedio del mes de marzo del año escolar 2014.

Artículo 35.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882:


a) 
En el inciso tercero, reemplázase la expresión “subsecretario del ramo” por “jefe superior del respectivo servicio”.


b)
 En el inciso séptimo, suprímese la expresión “visada por la Dirección de Presupuestos,”.

Artículo 36.- Los establecimientos de salud dependientes de los Servicios de Salud podrán proporcionar y financiar alimentación a los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en ellos, con excepción de aquellos que laboren en dependencias administrativas de los Servicios de Salud, de conformidad a lo que establezca el reglamento.



Los establecimientos de salud a que se refiere el inciso anterior deberán informar a la Dirección del Servicio de Salud correspondiente, a lo menos, el número de beneficiarios de la alimentación, la cantidad  de raciones entregadas y el gasto en que se incurra en el otorgamiento de dicho beneficio, de conformidad a lo que determine el reglamento.   



Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud y que, además, deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará las raciones alimenticias que podrá recibir el funcionario, la forma y periodicidad en que deberá informarse a la Dirección de los Servicios de Salud de conformidad al inciso anterior, y  las demás normas necesarias para la aplicación del presente artículo.



El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de este artículo durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a los presupuestos de los Servicios de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dichos presupuestos en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. En los siguientes años se financiará con los recursos que contemplen las respectivas leyes de Presupuestos.

Artículo 37.- Modifícase la ley N°20.708 en el siguiente sentido:

1. - En su artículo 3°:

a) Reemplázase en su inciso primero, la frase “dentro de los noventas días siguientes a la publicación de esta ley” por “hasta el 28 de febrero de 2015”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo pasando el actual a ser tercero y así sucesivamente:



“Los funcionarios señalados en el artículo 1° que hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad si son hombres, entre el 2 de julio de 2014 y el 30 de junio de 2015, podrán acceder a las bonificaciones de los artículo 1° y 5°, siempre que reúnan los años de servicios señalados en el inciso anterior y cumplan los demás requisitos para acceder a ellas. En este caso, podrán  comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a sus cargos  entre el 1 de abril y 31 de septiembre de 2015, fijando la fecha en que harán dejación del mismo, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2016. No obstante lo anterior, si alguno de los funcionarios a que se refiere  este inciso fijara su fecha de renuncia antes del 1 de junio de 2015, deberá comunicar su renuncia voluntaria hasta el 28 de febrero de 2015.”.

c) Reemplázase en su inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la frase “ 2013 y 2014” por la siguiente: “ 2013, 2014 y 2015”.

2.- En el inciso segundo de su artículo 6°, reemplázase la frase “1 de julio de 2014” por “30 de junio de 2015”.

Artículo 38.- A contar del 1 de enero de 2015, modifícase el artículo 12 de la ley N° 20.374 de la siguiente forma:

1.- En su inciso primero reemplázase la expresión “no imponible” por “imponible”.

2.- En su inciso segundo reemplázase la tabla por la siguiente:

	
	Miles    de    $

	Universidad
	Año 2015 
	Incremento adicional

Año 2016 

	Arturo Prat
	613.591
	55.780

	De Antofagasta
	615.588
	55.963

	De Magallanes
	615.588
	55.963

	De Tarapacá
	626.132
	56.921


3.- Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:



“El 1 de enero de 2016, los montos establecidos para el año 2015 se incrementarán en las cantidades indicadas en la columna “incremento adicional Año 2016” del inciso anterior, según corresponda. A contar del año 2016, el monto que resulte de la operatoria anterior para cada Universidad se incrementará cada año en el mismo porcentaje en que se hayan reajustado las remuneraciones del sector público en el año inmediatamente anterior.”.

4.- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:



“Durante el año 2015, los funcionarios señalados en este artículo deberán cotizar para efectos de salud y pensiones acorde con el sistema o régimen de afiliación previsional aplicado sobre un monto equivalente al 50% del valor de la respectiva bonificación especial a que se refiere este artículo. A contar del 1 de enero de 2016, la cotización se aplicará sobre el valor total de la bonificación especial que proceda.”.

Artículo 39.- Concédese, para los años 2015 y 2016, una asignación por desempeño en condiciones difíciles al personal asistente de la educación que ejerza sus funciones en establecimientos educacionales que se encuentren calificados como de desempeño difícil, conforme a lo establecido en los artículos 50 y 84 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican.



La determinación del monto mensual de la asignación por desempeño en condiciones difíciles del inciso precedente se sujetará a las siguientes reglas:

1.- Se determinará el 20% del valor mínimo de la hora cronológica vigente para los profesionales de la Educación correspondiente a la Educación Básica.

2.- Al monto resultante de la operatoria que trata el numeral anterior, se aplicará el porcentaje que le corresponda al establecimiento educacional donde ejerza funciones el asistente de la educación, por concepto de asignación de los artículos 50 y 84 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1997, del Ministerio de Educación. 

3.- El monto que se obtenga del numeral anterior se multiplicará  por el número de horas semanales de la jornada de trabajo del asistente de la educación, con un límite de cuarenta y cuatro horas o cuarenta y cinco horas, según corresponda.



Para el año 2016, el porcentaje a que se refiere el numeral 1 anterior será el 35%.



La asignación por desempeño en condiciones difíciles de este artículo se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Dicha asignación será de cargo fiscal y administrada por el Ministerio de Educación, el cual, a través de sus organismos competentes, realizará el control de los recursos asignados.



El mayor gasto fiscal que represente el otorgamiento de esta asignación durante el año 2015 se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación y en lo que faltare con traspasos provenientes del Presupuesto del Tesoro Público. 

Artículo 40.- A contar del 1 de enero de 2015, la bonificación especial establecida en el artículo 30 de la ley N°20.313, respecto de la Provincia de Chiloé, será de un monto trimestral de $196.300.-.”.
*******

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Lautaro Carmona Soto, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- Luis Rojas Gallardo, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES EN MATERIA DE DISTRIBUCIÓN DE CAUSAS Y ASUNTOS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA

(9.679-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Moción del Honorable Senador señor De Urresti, don Alfonso, en conjunto con los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, Harboe y Quinteros.




A la sesión en que la Comisión trató esta iniciativa asistió, especialmente invitado, el Profesor de Derecho Procesal y Doctor en Derecho, señor Oscar Silva.




Concurrieron el señor Diego Calderón, asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia; el señor Pablo Valladares, asesor legislativo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y el señor Héctor Mery, asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán.





Por la Biblioteca del Congreso Nacional, participó el abogado analista señor Juan Pablo Cavada.





Estuvieron presentes el asesor legislativo del Honorable Senador Araya, señor Robert Angelbeck, y el asesor legislativo del Comité de Senadores PPD, señor Sebastián Abarca.
OBJETIVO DEL PROYECTO


El proyecto en estudio tiene como propósito asegurar una distribución equitativa de la carga de trabajo entre tribunales equivalentes. Para estos efectos, se erradica el actual sistema de turnos que se utiliza para distribuir las causas que ingresan a tramitación judicial en los juzgados de letras en aquellas comunas o agrupaciones de comunas que no son asiento de Corte de Apelaciones y, en su lugar, se establece un método informático de distribución, que será aplicado por el primer juzgado de letras de la respectiva comuna o agrupación de comunas.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Las dos disposiciones que integran el proyecto se relacionan con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, en los términos del artículo 77 de la Constitución Política. Por tal razón, tienen carácter orgánico constitucional y, en consecuencia, para su aprobación requieren del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.





Cabe hacer presente que, por el motivo anteriormente consignado, el contenido de la iniciativa fue puesto en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, en los términos de los artículos 77 del Texto Constitucional y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Derecho Interno

Están relacionados con el proyecto de ley en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1) Constitución Política de la República, Capítulo VI, Poder Judicial.


2) Código Orgánico de Tribunales; Título VII, La competencia; Párrafo 7, Reglas que determinan la distribución de causas en aquellas comunas o agrupación de comunas en cuyo territorio existan dos o más jueces con igual competencia.


3) Auto Acordado de la Excelentísima Corte Suprema, de fecha 23 de abril de 2014, que regula la tramitación electrónica en los tribunales con competencia civil.


4) La Comisión tuvo a la vista, además, el siguiente estudio evacuado por la Biblioteca del Congreso Nacional:

“Reglas de turno y distribución de causas del Código Orgánico de Tribunales y Moción que propone su modificación


Precisada la competencia absoluta y relativa de un juez de letras llamado a conocer de un asunto, puede ocurrir que existan dos o más jueces con igual jurisdicción en el lugar donde el asunto debe quedar radicado. Para estos casos, el Código Orgánico de Tribunales (COT) dispone de reglas de distribución de causas que distinguen si el tribunal se encuentra o no en un lugar de asiento de Corte de Apelaciones.


La regla para determinar la distribución de causas en comunas o agrupación de comunas de un lugar que no es asiento de Corte, que tenga más de un juez de letras, consiste en dividir el ejercicio de la jurisdicción mediante un turno semanal entre todos los jueces, comenzando por el más antiguo.

Por su parte, en los lugares de asiento de Corte donde exista más de un juez de letras, las demandas y gestiones judiciales deben ser presentadas a la secretaría de la Corte, para que designe el Presidente del tribunal a quien corresponderá su conocimiento, es decir, opera un sistema de distribución aleatorio.


El Boletín N° 9.679-07, en estudio por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, propone reemplazar el actual sistema de distribución de causas por turnos, estableciendo un sistema informático idóneo, que aplicaría el primer juzgado de letras de cada comuna o agrupación de comunas.


La iniciativa se fundamenta en los efectos negativos del sistema del turno, que permite a las partes “elegir” el tribunal en el que presentarán su demanda, produciendo una distribución inequitativa de la carga de trabajo en tribunales equivalentes.

Introducción


Según Couture
, la jurisdicción es “la facultad pública realizada por los órganos competentes del Estado, con las formas requeridas por la ley en virtud de la cual, por acto de juicio, se determina el derecho de las partes, con el objeto de dirimir sus conflictos y controversias de relevancia jurídica, mediante decisiones con autoridad de cosa juzgada, eventualmente factibles de ejecución”. En un sentido restringido, señala Casarino
, la jurisdicción es la facultad que tiene el Poder Judicial de administrar justicia.


La competencia es definida por el artículo 108 del COT como “la facultad que tiene cada juez o tribunal para conocer de los negocios que la ley, las partes u otro tribunal han colocado dentro de la esfera de sus atribuciones”. Las reglas que determinan la jerarquía del tribunal y al tribunal específico que debe conocer dentro de esa jerarquía, corresponden a la competencia absoluta y relativa respectivamente.


En suma, jurisdicción y competencia son conceptos diferentes pero estrechamente relacionados. Así, todo tribunal tiene jurisdicción pero no necesariamente competencia y ésta última también puede definirse como la cantidad o grado de la jurisdicción que a cada tribunal corresponde
.


Precisada la competencia absoluta y relativa, puede presentarse la dificultad de que existan dos o más jueces con igual jurisdicción en el lugar donde el asunto debe quedar radicado
.


En este informe se analiza específicamente la regla de distribución de causas aplicable a los jueces de competencia civil contenciosa y voluntaria, cuando existen dos o más de ellos con la misma jurisdicción. Asimismo, se aborda la naturaleza de las normas que regulan esta materia, la propuesta de modificación del Boletín N° 9.679-07, de eliminar el sistema de distribución por turno y, finalmente, se mencionan las principales normas relacionadas con la distribución de causas en otras materias, como procesal penal, justicia de familia y del trabajo.

I. Reglas para determinar el tribunal cuando existen dos o más jueces de la misma jurisdicción


Para determinar el sistema aplicable para determinar el tribunal que debe conocer de un asunto cuando existen dos o más con la misma jurisdicción, debe distinguirse si se trata de un asunto contencioso civil, de jurisdicción voluntaria o penal
.

1. Asunto contencioso civil


Debe subdistinguirse si en el lugar donde existen dos o más jueces con igual jurisdicción, existe o no Corte de Apelaciones:
1.1. Si en el lugar no hay Corte de Apelaciones


Opera el sistema de turno. De acuerdo al artículo 175 del COT, en las comunas u agrupaciones de comunas donde exista más de un juez de letras, el ejercicio de la jurisdicción se dividirá mediante un sistema de turno entre todos los jueces, salvo que la ley determine a uno de ellos el conocimiento de determinadas especies de causas.


El juez deberá conocer, hasta su conclusión, de todos los asuntos judiciales que se promuevan durante su turno. El turno se ejercerá por semanas, comenzando por el más antiguo y siguiendo los demás ese mismo criterio.

Las reglas del turno no se aplican en los siguientes casos
:


- Juzgados de garantía y tribunales de juicio oral. Se rigen por normas especiales (artículo 175, inciso final, y 15 del COT que se analiza más adelante).

- Juzgados de familia. Se rigen por las normas del COT sobre juzgados de garantía y tribunales de juicio oral en lo penal, en lo que sea compatible. Las Cortes de Apelaciones en cuya jurisdicción exista más de un juzgado de familia, determinarán anualmente las normas de distribución de causas entre dichos juzgados (artículo 118, ley N° 19.968).
1.2. Si es un lugar de asiento de Corte de Apelaciones


Conforme al artículo 176 del COT, en los lugares de asiento de Corte donde exista más de un juez de letras en lo civil, las demandas y gestiones judiciales deben ser presentadas a la secretaría de la Corte, para que designe el juez a quien corresponderá su conocimiento. La designación es hecha por el presidente del tribunal, previa cuenta del secretario, dejando constancia del número asignado en un libro llevado para dicho efecto.


Se excepcionan de la regla de distribución, las siguientes situaciones
 (artículos 178 y 179 del COT):


- Las demandas en juicios iniciados por medidas prejudiciales, preparatorias de la vía ejecutiva o por la notificación previa del artículo 758 del Código de Procedimiento Civil (CPC)
. Corresponden al juez que hubiere sido anteriormente designado (artículo 178 del COT).


- Las gestiones suscitadas con motivo de un juicio ya iniciado. Corresponden al juez que conoció de ese juicio (artículo 178 del COT).


- Las gestiones a que dé lugar el cumplimiento de una sentencia, salvo el caso del artículo 114 del COT
. Corresponden al juez que la pronunció (artículos 178 del COT).


- El ejercicio de las facultades para proceder de oficio en determinados casos, así como el conocimiento de asuntos para dar cumplimiento a resoluciones de otros juzgados, tales como exhortos. Corresponden al juez de turno. En este último caso, si se trata de negocios derivados del conocimiento que otro juzgado tuviere de un asunto, podrá también ser ejercida por este (artículo 179 del COT).

2. Asuntos de jurisdicción voluntaria


En el caso de los asuntos de jurisdicción voluntaria, opera el sistema de turno, exista o no en el lugar Corte de Apelaciones (artículos 175 y 179 del COT), por ende, se aplican las reglas referidas en el número 1.1. precedente.


En el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago, el turno será ejercido simultáneamente por 5 jueces letrados, por semanas, iniciándose por el de mayor antigüedad (artículo 179 del COT).

II. Naturaleza de las reglas del turno y distribución de causas


Se discute en la doctrina si la naturaleza de las reglas en estudio son de orden público (ante su infracción podría pedirse nulidad de todo lo obrado, o bien, el mismo tribunal podría declararse absolutamente incompetente) o de interés privado (la parte sólo podría reclamar incompetencia relativa y, ante su silencio, operaría la prórroga de la competencia)
.

En opinión de Casarino
, se trata de normas de orden público en tanto persiguen obtener una mejor administración de justicia, mediante una equitativa distribución del trabajo de tribunales de igual jurisdicción y localidad. Confirma su tesis indicando que dicho es el criterio aplicado en la práctica por los jueces, quienes se abstienen de tramitar causas que no les corresponde conocer, sea porque no están de turno o porque no ha precedido distribución legal.


Oberg y Manso
 añaden a la visión de Casarino otras opiniones, según las cuales:


- Se trataría de normas de competencia relativa y por consiguiente, renunciables, pues especifican el tribunal competente, dentro de una jerarquía determinada por las reglas de competencia absoluta, en consideración al lugar o territorio.


- No constituirían reglas de competencia, sino solo medidas de orden para una mejor distribución del trabajo, por lo que su omisión no importaría incompetencia del tribunal. En este sentido, indican que la jurisprudencia ha sostenido que las reglas del turno no constituyen regla de competencia, pues se trata de jueces de la misma jerarquía y competentes en igual grado, por lo que solo constituye una base de distribución de trabajo entre jueces de la misma jurisdicción.

III. Propuesta de la Moción que modifica distribución de causas


El Boletín N° 9.679-07 en estudio por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, propone modificar las reglas de distribución de causas contenidas en el COT, analizadas precedentemente.


La propuesta encuentra su fundamento en la necesidad de erradicar el actual sistema de turno, por estimar que entrega a las partes la facultad de “elegir” el tribunal, lo que produce una distribución inequitativa de la carga de trabajo entre tribunales equivalentes.


Propone reemplazar el actual sistema de turnos por una regla de distribución de causas en los juzgados que no son asiento de Corte, mediante un sistema informático idóneo, que aplicaría el primer juzgado de letras de cada comuna o agrupación de comunas. Para ello, la iniciativa propone las siguientes modificaciones, algunas de las cuales se comentan:


a. Elimina los primeros tres incisos del artículo 175 del COT, que hacen referencia al sistema de turno.

b. En su lugar propone un sistema de distribución informático idóneo que deberá aplicar la secretaría del primer juzgado de letras de las comunas o agrupaciones de comunas donde hubiere más de un juez de letras. Regla que deberá aplicarse a los asuntos en que actualmente se aplica el turno.


c. Deja vigente el inciso final de artículo 175 del COT, manteniendo con ello la actual exclusión de la regla a los juzgados de garantía, tribunales de juicio oral y juzgados de familia (artículo 118 de la ley N° 19.968, como se verá más adelante).


d. Agrega al COT un artículo transitorio de vigencia diferida de la ley, según el cual ésta entraría a regir a partir de los noventa días desde su publicación. Se sugiere, por técnica legislativa, precisar en dicho artículo las disposiciones específicas que se modifican en el COT para que la regla transitoria se aplique sólo a ellas.

IV. Normas legales relacionadas con disposiciones de distribución de causas del COT

1. Asuntos penales


En el antiguo sistema procesal penal, la determinación de la regla de distribución de causas o el turno dependía de la forma de iniciación del proceso (de oficio, denuncia o querella)
.


En el nuevo sistema procesal penal, la distribución de causas entre los jueces de los juzgados de garantía se realiza conforme a un procedimiento objetivo y general, aprobado en forma anual por el comité de jueces del juzgado, a propuesta del juez presidente o sólo por este último, según corresponda (artículo 15 del COT).


El inciso final del artículo 175 del COT, excluye de la aplicación del turno a los juzgados de garantía y de juicio oral en lo penal, indicando que éstos se rigen por normas especiales.

2. Ley N° 19.968 de Tribunales de Familia (LTF)


El artículo 118 de la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia, en lo que respecta a normas orgánicas, hace aplicable a los juzgados de familia, en cuanto resulten compatibles, las normas del COT para los juzgados de garantía y los tribunales de juicio oral en lo penal (artículo 175 inciso final del COT).

Asimismo, dispone que las Cortes de Apelaciones en cuya jurisdicción exista más de un juzgado de familia, determinarán anualmente las normas de distribución de las causas entre los juzgados (artículo 118, inciso final, LTF).

3. Código del Trabajo


El artículo 418, inciso final, del Código del Trabajo
 dispone que las normas que regirán para la distribución de las causas entre los juzgados de letras del trabajo de su jurisdicción, serán determinadas anualmente por la Corte de Apelaciones de Santiago
.”.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- La Moción

La Moción con que se dio inicio a la tramitación del proyecto de ley en estudio, señala que, de acuerdo a las estadísticas del Poder Judicial, durante el año 2013 ingresaron 2.945.261 causas ante los tribunales de nuestro país, de las cuales 1.366.467 corresponden a materias civiles, 402.151 a cobranza laboral y previsional, 568 al antiguo sistema criminal, 545.532 a asuntos de familia, 581.712 a procesos penales y 48.831 a materias laborales, lo que representa una leve disminución respecto al año 2012.





Expresa que cada uno de los procedimientos anteriores tiene una forma determinada y particular de distribución de la labor judicial entre los diversos tribunales competentes para conocer de una misma materia.




Agrega que en lo que respecta a aquellos asuntos que son conocidos por los Juzgados de Letras en lo Civil, el Código Orgánico de Tribunales adopta dos criterios para asignar el trabajo judicial: uno es la denominada regla de la distribución que opera en aquellos juzgados que se ubican en la comuna o agrupación de comunas de una Corte de Apelaciones y se describe como aquella distribución directa que realiza el Presidente de la Corte respectiva, diariamente.




En la práctica, esta labor se realiza computacionalmente y al momento de presentarse una demanda o cualquier otra gestión judicial, inmediatamente se le asigna el tribunal y un número del rol.





El otro criterio es la denominada regla del turno, que funciona en aquellos juzgados que no se ubican en la comuna o agrupación de comunas asiento de Corte de Apelaciones e implica que la distribución se realiza por turno entre los diversos juzgados competentes para conocer de una misma materia en un mismo territorio.





Explica que el sistema del turno es el más utilizado por las diversas legislaciones, dada su claridad y sencillez. Sin embargo, adolece de un defecto y es que -en la práctica- entrega a las partes la elección del tribunal, lo que no sólo se aleja de lo deseable, sino que produce además una distribución inequitativa de la carga de trabajo entre tribunales equivalentes.




Esto resulta evidente al revisar las estadísticas de ingresos de causas en los juzgados letras en lo civil a lo largo de nuestro territorio nacional.




En efecto, de acuerdo a los datos proporcionados por el Poder Judicial, existen, como consecuencia del señalado sistema de turno, diferencias desproporcionadas en la carga laboral que algunos juzgados deben enfrentar en relación a otros de un mismo territorio jurisdiccional.





La Moción presenta el cuadro que se transcribe a continuación, manifestando que éste evidencia la inequidad en la distribución de causas producida en 14 tribunales del país que funcionan bajo la regla del turno:
	TRIBUNAL
	1°
	2°
	3°
	4°
	Diferencia (entre el más y el menos

recargado)

	Juzgados de Letras de Arica
	5.527
	4.905
	4.337
	
	1.190

	Juzgados de Letras de Calama
	3.729
	3.678
	4.916
	
	1.238

	Juzgados de Letras de Copiapó
	6.234
	5.598
	6.077
	5.205
	1.029

	Juzgados de Letras de Coquimbo
	3.053
	1.892
	4.386
	
	2.494

	Juzgados de Letras de Ovalle
	2.469
	2.890
	4.065
	
	1.596

	Juzgados de Letras de Quilpué
	4.913
	3.424
	
	
	1.489

	Juzgados de Letras de Los Andes
	4.153
	2.691
	
	
	1.462

	Juzgados de Letras de Quillota
	3.511
	4.255
	
	
	744

	Juzgados de Letras de San Antonio
	3.050
	3.639
	
	
	589

	Juzgados de Letras de San Fernando
	4.101
	4.839
	
	
	738

	Juzgados de Letras de Curicó
	2.943
	4.130
	
	
	1.187

	Juzgados de Letras de Los Ángeles
	5.183
	4.039
	
	
	1.144

	Juzgados de Letras de Coronel
	3.077
	1.843
	
	
	1.234

	Juzgados de Letras de Osorno
	3.516
	5.641
	
	
	2.125

	PROMEDIO DE DIFERENCIA

	
	
	
	
	1.304






Se hace notar que un ejemplo de esta distorsión tiene lugar en la ciudad de Copiapó, donde el 4° juzgado de letras de esa comuna registra 5.205 ingresos civiles, en tanto que en el 1er. juzgado copiapino, el número de ingresos asciende a 6.234, es decir, 1.029 causas de diferencia entre uno y otro.




Indica que lo anterior contrasta con la realidad de aquellos juzgados en los que opera la regla de la distribución, lo que puede observarse en el siguiente cuadro, construido con datos proporcionados por el Poder Judicial.

	Tribunal
	1°
	2°
	3°
	4°
	5°
	Promedio diferencia



	Juzgados de Letras de Iquique
	  5.904
	  5.935
	  5.941
	
	
	37

	Juzgado Civil de Rancagua
	18.038
	  8.137
	
	
	
	99

	Juzgados Civiles de Valparaíso
	  3.926
	  3.963
	  3.902
	3.894
	3.960
	69

	Juzgados Civiles de Concepción
	10.883
	10.626
	10.603
	
	
	280

	Juzgados Civiles de Temuco
	 8.980
	8.931
	8.932
	
	
	49

	Promedio diferencia total


	
	
	
	
	
	106,8






Los autores de la Moción sostienen que resulta, pues, evidente el contraste entre la diferencia de ingresos entre juzgados similares en los que opera la regla del turno (1.304 en promedio) y la diferencia de ingresos entre juzgados civiles similares en los que opera la regla de la distribución (106,8). Afirman que ello hace impostergable un cambio en el sistema, asegurando una más correcta y equitativa distribución de la carga laboral entre juzgados con una misma competencia territorial.





En razón de lo anterior, el proyecto de ley que se propone modifica el Código Orgánico de Tribunales con el objetivo de erradicar de nuestro ordenamiento jurídico la regla del turno y aplicar el sistema de la distribución en aquellos juzgados de letras ubicados en comunas o agrupación de comunas que no son asiento de una Corte de Apelaciones. Se encomendará al Primer Juzgado de Letras de la respectiva comuna o agrupación de comunas, la distribución equitativa de las demandas o gestiones judiciales ingresadas, lo que se realizará mediante un sistema informático idóneo. Por otra parte, en el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago, los asuntos que tienen por objeto dar cumplimiento a resoluciones o decretos de otros juzgados o tribunales y aquellos de jurisdicción voluntaria serán distribuidos entre cinco tribunales que estarán de turno semanalmente para tal efecto.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, dio inicio a la discusión en general del proyecto en estudio, destacando el interés que éste ofrece, por cuanto pretende solucionar las dificultades que en este momento derivan de la aplicación del sistema de turnos en la asignación de las causas que ingresan a tramitación judicial. Hizo presente que esta iniciativa fue puesta en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, por relacionarse con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, y que la respuesta del Máximo Tribunal aún no ha sido evacuada.


Puso de manifiesto, además, que este proyecto responde a una de las inquietudes centrales de la Comisión, en orden a modernizar y mejorar la tramitación de las causas que se radican en los tribunales. En este sentido, recordó que la Comisión también tiene a su cargo una iniciativa suscrita por sus cinco miembros titulares, que establece la tramitación digital de los procedimientos judiciales y que está contenida en el Boletín N° 9.514-07.



A continuación, ofreció la palabra al Honorable Senador señor De Urresti, autor de la Moción en análisis.


El Honorable Senador señor De Urresti señaló que el proyecto tiene su fundamento en la sobrecarga de trabajo que tienen ciertos tribunales de comunas que no son asiento de Corte de Apelaciones, a consecuencia de la aplicación del sistema del turno. Explicó que dicho mecanismo favorece una inadecuada práctica, que implica que el demandante pueda virtualmente definir el tribunal que conocerá de su pretensión, eligiendo a aquel que le reportará resultados más benévolos.


Sostuvo que, considerada esta situación, pareció razonable plantear, como solución, el establecimiento de un mecanismo electrónico de distribución, que permitirá una distribución correcta y equitativa de las demandas o gestiones judiciales que ingresen y que quedará a cargo del primer juzgado de letras de la respectiva comuna o agrupación de comunas.

Informó, igualmente, que esta propuesta recoge el criterio y las inquietudes de diversos jueces de comunas que no son asiento de Corte de Apelaciones.


Hizo presente, finalmente, su interés por conocer la opinión de la Excma. Corte Suprema, la que aún no se ha recibido.


A continuación, la Comisión escuchó la opinión del profesor de Derecho Procesal, señor Óscar Silva, quien inició su intervención realizando observaciones generales respecto al proyecto de ley en discusión.


Consignó, en primer término, que le llama la atención que en las consideraciones previas de la Moción, se analice, dentro de la muestra allí consignada, a los tribunales de Arica y Copiapó, que son juzgados de ciudades que son asiento de Corte y en que opera el sistema de distribución.

Señaló, enseguida, que es efectivo que a raíz del sistema del turno se produce una especie de “forum shopping” interno, lo que implica que el justiciable y su abogado puedan seleccionar el tribunal donde presentarán su demanda y elegir, de este modo, a aquel que se estima que será más eficiente y que aplicará criterios más favorables para sus intereses. Ello, agregó, permite hacer una lectura adicional de la situación, que consiste en que se estima que el sistema de administración de justicia es deficiente.

Respecto al proyecto propiamente tal, señaló que se trata de una iniciativa orientada a equiparar la carga de trabajo de los tribunales, objetivo que consideró del todo válido.


Precisó, sin embargo, que si bien se busca optimizar el trabajo de los tribunales, el proyecto puede, al mismo tiempo, implicar que se generen obstáculos para los justiciables. Hizo presente que cuando un usuario utiliza la regla del turno, concurre una vez al tribunal, presenta la demanda y en el mismo acto se autoriza el poder. Advirtió que lo anterior no ocurriría si se aprueba el nuevo sistema de distribución en las ciudades que no son asiento de Corte de Apelaciones que tienen más de un tribunal, pues, con la modificación que se sugiere, la parte demandante deberá ir dos veces al tribunal, en un primer momento a presentar la demanda ante el primer juzgado de letras y, luego, a autorizar el poder en el tribunal en que se radique la causa.


Se preguntó por la complicación que ello significará para personas que tienen domicilio en lugares distantes, tanto del tribunal que hará la distribución como de aquél en que se radicará la causa.


Por otra parte, expresó que, de aprobarse el mecanismo de distribución propuesto por el proyecto, también es previsible que se produzca una sobrecarga administrativa para el personal del primer juzgado de letras de la respectiva comuna o agrupación de comunas. Ello, dijo, podría afectar el funcionamiento de dicho tribunal y causarle una congestión burocrática considerable.


Para enfrentar estas vicisitudes, sugirió contemplar en el proyecto una fórmula que permita la presentación electrónica de las demandas, coexistiendo con el sistema de presentación física que en este momento plantea el proyecto.

Hizo presente que este camino ya está permitido por el artículo cuarto del Auto Acordado de la Excelentísima Corte Suprema de 23 de abril de 2014, que regula la tramitación electrónica en los tribunales con competencia civil. En efecto, agregó, esta regla, que comenzará a regir en enero del año 2015, ya considera la presentación electrónica de demandas.

Destacó que el mencionado precepto dispone lo siguiente:


“Cuarto. Presentación de escritos. Para la correcta implementación de la tramitación con carpeta exclusivamente digital en materia civil, se autoriza a los abogados el ingreso de demandas y escritos vía digital, a través del portal de internet del Poder Judicial. Las presentaciones y los documentos que se acompañen o incorporen a través del portal, deberán adjuntarse en formato computacional (Word o PDF), con la firma electrónica correspondiente.

Para hacer uso del sistema de ingreso de demandas y escritos vía digital, se hace necesaria la aceptación de las condiciones de uso establecidas en el sistema informático de tramitación.

Los documentos que se acompañen en original serán escaneados e ingresados digitalmente a la carpeta electrónica, tras lo cual serán guardados en custodia por el tribunal.”.


Señaló que a partir de enero del año 2015 deberá implementarse a nivel nacional un sistema de presentación electrónica de demandas, connotando que dicha variación no ha sido recogida por el Código de Procedimiento Civil ni por el Código Orgánico de Tribunales.



Manifestó que, en consecuencia, aprovechando esta posibilidad que la Corte Suprema ya ha contemplado en el referido Auto Acordado, sería interesante acoger, incluso como declaración de principios a nivel legal, la implementación progresiva de las tecnologías de la información en materia judicial. Al respecto, sugirió agregar un párrafo al artículo 175 del Código Orgánico de Tribunales, de manera de permitir en forma explícita la presentación electrónica de demandas.


Para dichos efecto, sugirió la siguiente modificación al texto del proyecto de ley, indicando que los cambios se destacan con negrita y subrayado:

"En las comunas o agrupaciones de comunas en donde hubiere más de un juez de letras, deberá presentarse ante la secretaría del primer juzgado de letras toda demanda o gestión judicial que se iniciare y que deba conocer alguno de dichos jueces, a fin de que se designe a aquel de ellos que lo hará. Esta presentación podrá cumplirse, también, a través de medios electrónicos, según lo que disponga la Corte Suprema, mediante auto acordado dictado al efecto.

La designación antes mencionada se efectuará a través de un sistema informático idóneo, asignando a cada causa un número de rol, según su naturaleza y velando en todo caso por una distribución equitativa entre los distintos tribunales.".

Recomendó, al concluir, la conveniencia de consagrar a nivel legal lo que ya se plantea en el mencionado Auto Acordado y, de esta manera, actualizar el Código Orgánico de Tribunales y la administración de justicia en materia de presentación de demandas.


El Honorable Senador señor De Urresti valoró la exposición efectuada por el profesor señor Silva, señalando que ella ilustra y complementa adecuadamente el objetivo original que el proyecto persigue. Destacó que en ningún caso se debe legislar en función de entorpecer o limitar la labor práctica de los tribunales y de sus usuarios.


Igualmente, manifestó estar de acuerdo con la propuesta de redacción presentada por el profesor señor Silva.


En último término, preguntó cuál sería la solución para la sobrecarga laboral que se le produciría al primer juzgado de letras, que se encargaría de distribuir las causas, aun cuando anticipó que seguramente ella se verá aminorada por la aplicación del criterio consagrado por el mencionado Auto Acordado.


El profesor señor Silva sostuvo que el hecho de incorporar la presentación electrónica de demandas dentro del articulado, naturalmente solucionará el problema de la sobrecarga. Explicó que, presentada la demanda, el sistema le asigna de inmediato un número, produciéndose una relación directa entre éste y el usuario. Agregó que la experiencia indica que, habiendo un sistema informático, la concurrencia personal de los usuarios decae en forma perceptible. No obstante, precisó, si la persona no opta por este camino, sigue abierta la vía presencial para ingresar el libelo.


El asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, destacó el interés del proyecto en estudio, aun cuando señaló que le asistían algunas inquietudes. Sugirió que, a pesar de que el Senado ya envió un oficio a la Corte Suprema solicitando su parecer respecto a la iniciativa en estudio, éste podría complementarse para los efectos de que dicha opinión también se refiera a la posibilidad de incluir la presentación electrónica de las demandas.


Agregó que son comprensibles las aprensiones que subyacen bajo esta iniciativa, no obstante que opinó que si bien el sistema actual permite que las partes elijan el tribunal donde su causa se radicará, ello no deriva de la mala fe, sino que se produce porque un tribunal puede funcionar y trabajar mejor que otro y también porque la profundidad del análisis de un sentenciador puede ser mayor que la de otro.


Coincidió, enseguida, con la lógica de la solución del doble camino planteada por el profesor señor Silva. Se preguntó, sin embargo, con cargo a qué criterio se efectuará la distribución de las causas, puntualizando que dicho punto no es abordado por el proyecto en discusión. Para estos efectos, indicó que el volumen de causas, la cifra de terminaciones y el número de términos por sentencia definitiva podrían ser buenos criterios a aplicar.


En todo caso, opinó que la respuesta de la Corte Suprema será de gran importancia para completar la tramitación de esta iniciativa.


El Honorable Senador señor De Urresti precisó que lo que se busca con este proyecto no es tanto innovar, sino más bien normalizar una situación que está generando una distorsión. Añadió que debe eliminarse la posibilidad de que la elección del tribunal sea “a la carta”, dadas las dificultades ya analizadas, derivadas del actual sistema, el cual termina adjudicando un mayor volumen de trabajo al mejor tribunal, además de permitir que el demandante pueda prever la dictación de una sentencia en un determinado sentido.


Advirtió la importancia del Auto Acordado mencionado y apoyó la idea de complementar el oficio ya remitido a la Corte Suprema.


Resumió su parecer diciendo que lo que se busca es mejorar la distribución de las causas y dotar al sistema de una mayor objetividad, transparencia y modernidad.


En respuesta a la consulta del señor Mery, el profesor señor Silva sostuvo que no es necesario que el proyecto de ley precise en detalle los criterios que se aplicarán para hacer la distribución de las causas, porque ello ha sido regulado por auto acordados o circulares. Explicó que al texto legal solamente le corresponde proporcionar las reglas generales.


Analizando el ya señalado Auto Acordado sobre tramitación electrónica de causas en los tribunales civiles, el Honorable Senador señor Araya puso de manifiesto la conveniencia de avanzar en la tramitación del ya referido proyecto de ley que versa sobre esta materia y que fuera elaborado por los miembros de la Comisión. Expresó que dicha iniciativa se trabajó conjuntamente con la Corte Suprema y que vendría a complementar el propósito perseguido por el proyecto en discusión.


El Honorable Senador señor Espina expresó que apoyaría el proyecto en estudio, aun cuando sugirió la posibilidad de esperar la respuesta de la Corte Suprema antes de ponerlo en votación.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, señaló que ha quedado claro en esta discusión el diagnóstico que dio origen al proyecto, en cuanto a que es necesario mejorar los mecanismos de distribución de causas, de manera de establecer un camino que sea más objetivo.


Por otra parte, atendiendo a los razonamientos que se han expresado, coincidió con la conveniencia de incorporar al proyecto la posibilidad de presentar las demandas en forma electrónica, estableciéndola como una vía paralela a la concurrencia personal del interesado.


Por tal razón, planteó la pertinencia de complementar la petición presentada a la Corte Suprema, de manera que, en lo posible, el Máximo Tribunal también se pronuncie sobre dicha proposición.


Hubo acuerdo de parte de los restantes miembros de la Comisión en torno a esta idea.


Finalizado el debate, el proyecto fue puesto en votación en general.


Sometida a votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Harboe.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


Como consecuencia del acuerdo anteriormente adoptado, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar en general el siguiente:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:





1) Sustitúyense, en el artículo 175, los incisos primero, segundo y tercero por los siguientes dos incisos, pasando el actual inciso cuarto a ser tercero:





"En las comunas o agrupaciones de comunas en donde hubiere más de un juez de letras, deberá presentarse ante la secretaría del primer juzgado de letras toda demanda o gestión judicial que se iniciare y que deba conocer alguno de dichos jueces, a fin de que se designe a aquel de ellos que lo hará.





Esta designación se hará a través de un sistema informático idóneo, asignándose a cada causa un número de orden, según su naturaleza, y velándose, en todo caso, por una distribución equitativa entre los distintos tribunales.".





2) Modifícase el artículo 179 en la siguiente forma:





a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase inicial "No están sujetos a lo dispuesto en el artículo 176" por "Estarán sujetos a lo dispuesto en el artículo 176" y la palabra “ni” por la conjunción copulativa “y”.




b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:





"En el territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones de Santiago la distribución de los asuntos que tienen por objeto dar cumplimiento a resoluciones o decretos de otros juzgados o tribunales y los asuntos de jurisdicción voluntaria, serán distribuidos entre cinco tribunales que estarán de turno semanalmente para tal efecto.".





c) Elimínase el inciso tercero.





Artículo 2°.- Agrégase al Código Orgánico de Tribunales, como artículo transitorio número 17, nuevo, el que sigue:





"Artículo 17.- Las enmiendas introducidas a los artículos 175 y 179 entrarán en vigencia noventa días después de la fecha de publicación de la respectiva ley.".”. (Unanimidad, 4 x 0).
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 19 de noviembre de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores Pedro Araya Guerrero, Alfonso De Urresti Longton, Alberto Espina Otero y Felipe Harboe Bascuñán (Presidente).


Sala de la Comisión, 21 de noviembre de 2014.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES OSSANDÓN, ALLAMAND, GARCÍA-HUIDOBRO, GIRARDI Y GUILLIER, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA  QUE INSTRUYA A LOS SEÑORES MINISTROS DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, MEDIO AMBIENTE, ENERGÍA, OBRAS PÚBLICAS Y HACIENDA, PARA QUE SE CREEN INCENTIVOS Y SE DESARROLLEN PLANES DE FOMENTO PARA LA UTILIZACIÓN DE VEHÍCULOS ELÉCTRICOS E HÍBRIDOS EN EL PAÍS

(S 1.759-12)

Considerando: 

1. Que la contaminación es un problema grave que afecta a gran parte de los chilenos. En efecto, según datos del Ministerio del Medio Ambiente, más de 4.000 personas mueren prematuramente al año por enfermedades cardiopulmonares asociadas a la contaminación. Adicionalmente, una de las combinaciones de contaminantes más peligrosas es Dióxido de Nitrógeno y Monóxido de Carbono, siendo este último generado en un 87,3% por vehículos livianos que circulan en la región Metropolitana.

2. Que la tasa de motorización en Chile ha aumentado exponencialmente en las últimas décadas y la tendencia al alza es continua. Esto debe considerar que en nuestro país posee una considerable dependencia de los hidrocarburos importados. También, es necesario tener presente que el alza en el precio de los combustibles es un fenómeno irreversible a largo plazo debido al aumento de la demanda. 
3. Que Chile es uno de los mayores productores de litio, mineral que constituye el elemento principal de las baterías eléctricas modernas.
4. Que resulta fundamental luchar contra el cambio climático mediante políticas concretas que favorezcan la transición energética en nuestro país.
5. Que el cambio climático y la introducción de nuevas tecnologías presenta oportunidades para el desarrollo de industrias verdes locales, en especial para las PYMES.
6. Que según el informe “Electric Vehicles in Mexico: A green and viable fleet option”, los altos precios del combustible y recientes avances tecnológicos en la industria automotriz híbrida, sitúan a los vehículos eléctricos e híbridos como una opción económicamente viable al poseer estos mayor eficiencia energética que los vehículos normales.  Más recientemente, importantes avances en la tecnología de las baterías eléctricas suponen profundas revoluciones en el mercado automotriz eléctrico. Por ello, son necesarias extensas obras de infraestructura para poder hacer viable el transporte urbano con vehículos eléctricos e híbridos, siendo las principales, las estaciones de carga.
7. Que las políticas fiscales son el mecanismo más efectivo para promover la adquisición de autos eléctricos e híbridos por parte de la población. En este contexto es potestad exclusiva del Poder Ejecutivo establecer exenciones tributarias que sirvan de incentivo al uso de tecnologías como estas.
8. Que existe experiencia comparada, tanto en Europa como en América, sobre el uso de incentivos de variada naturaleza para la incorporación de sistemas alternativos de energía para el transporte. Tal es el caso de los incentivos para la adopción de vehículos eléctricos e híbridos en Colombia.
9. Que ya existe un plan desarrollado por el gobierno pasado para la implementación de taxis colectivos eléctricos en la Región Metropolitana.

Por las razones antes expuestas, 

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA
Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que instruya a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, Medio Ambiente, Energía, Obras Públicas y Hacienda, para que tomen todas las medidas reglamentarias y legislativas necesarias con el fin de fomentar el uso de vehículos eléctricos e híbridos en el país, así como la creación de incentivos dentro de su potestad, tales como:
a) Establecer un subsidio directo por parte del Estado consistente en una cantidad de cargas eléctricas determinadas para los vehículos eléctricos e híbridos.
b) Crear  exenciones tributarias en la compra de vehículos eléctricos e híbridos particulares con usos productivos y aquellos destinados al transporte público.
c) Establecer la obligación de contar con estacionamientos exclusivos para los vehículos eléctricos e híbridos en las zonas urbanas.
d) Crear una tarificación eléctrica especial para las estaciones de carga de vehículos eléctricos e híbridos.
e) Contemplar una exención del pago de la patente de circulación a los vehículos eléctricos e híbridos.
f) Incorporar un subsidio para las estaciones de servicio que cuenten con estaciones de carga eléctrica.
g) Disponer de créditos con aval del Estado con tarifas preferenciales para la adquisición de vehículos eléctricos e híbridos de uso particular, con usos productivos, o para transporte público.
h) Fomentar la adquisición de flotas de vehículos eléctricos e híbridos para el Estado, sus organismos y las municipalidades,  a través de las políticas ya mencionadas. 
i) Explorar la disponibilidad de financiamiento a través de organismos financieros internacionales o regionales, como el Banco Mundial o el BID, para la introducción de tecnologías de vehículos híbridos y eléctricos.

(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR DE URRESTI, SEÑORAS GOIC Y MUÑOZ Y SEÑORES ARAYA Y HORVATH, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE INSTRUYA A LOS SEÑORES MINISTRO DEL MEDIO AMBIENTE Y SUBSECRETARIO DE DESARROLLO REGIONAL Y ADMINISTRATIVO PARA ADECUAR EL MARCO INSTITUCIONAL E IMPULSAR UNA LÍNEA DE TRABAJO QUE RECONOZCA LA IMPORTANCIA DE LA APORTACIÓN QUE LAS MUNICIPALIDADES PUEDEN Y DEBEN HACER FRENTE A LOS EFECTOS DEL  CAMBIO CLIMÁTICO

(S 1.760-12)

1. Que con fecha 9 de Octubre pasado las alcaldesas Carolina Tohá, de Santiago; Josefa Errázuriz, de Providencia; Carolina Leitao, de Peñalolén, y los alcaldes Daniel Jadue, de Recoleta; Erasmo Valenzuela, de Calera de Tango; Jaime Pavez, de La Pintana; Diego Vergara, de Paine; Mario Olavarría, de Colina; y Gonzalo Durán, de Independencia, suscribieron la Declaración de Alcaldes y Alcaldesas ante el Cambio Climático.
2. Que los ediles constatan que el cambio climático es uno de los principales desafíos actuales, que en Chile se está manifestando como: veranos más calurosos, estaciones secas prolongadas, derretimiento de glaciares, lluvias intensas e inundaciones, cambios en el ciclo hidrológico, que repercutirán en la disponibilidad de agua para consumo, agricultura, bienestar de los ecosistemas y suministro de energía para una población en rápido crecimiento, poniendo en juego importantes conquistas sociales.
3. Que por otro lado, Chile enfrenta graves problemas de contaminación atmosférica asociados al patrón de desarrollo y hábitos de vida como ciudadanos. Mientras que esta situación trae consecuencias graves para la salud, representa también una importante contribución a las emisiones de gases de efecto invernadero generadas por el país, las cuales contribuyen al calentamiento global, que provoca el cambio climático.
4. Que el marco institucional actual no reconoce la importancia que juegan los municipios en hacer frente al cambio climático, tampoco existen medidas explícitas para integrar las consideraciones de cambio climático en la gestión municipal. Pese a esto, muchos municipios están desarrollando un arduo trabajo para posibilitar un desarrollo sustentable, cercano a la comunidad, conectando los desafíos planetarios con la ciudadanía y las comunidades locales.
5. Que por ello, los alcaldes y alcaldesas miembros de la Red Chilena de Municipios ante el Cambio Climático emitieron la Declaración, en preparación para la XX Conferencia de las Partes de la ONU (COP20) a realizarse en Lima en Diciembre próximo, reconocen la importancia del trabajo colectivo, desde la escala local a la escala global, para enfrentar los desafíos que impone el cambio climático y adaptarse a sus efectos inevitables.

6. Que para cumplir con su rol de líderes locales, los ediles comprometen sus esfuerzos en adaptar, los territorios y comunidades para responder de la mejor forma posible a los impactos actuales y proyectados del cambio climático, e impulsar el desarrollo local bajo en Carbono para mitigar la emisión de gases de efecto invernadero, con la finalidad de alcanzar las metas establecidas a nivel nacional, y mejorar las condiciones atmosféricas de los territorios.
7. Que entre las acciones que dichos jefes comunales se comprometen aplicar están: 
- Aplicar y promover objetivos de gestión y planificación enmarcados dentro de la Agenda para Municipios ante el Cambio Climático;
- Incorporar la adaptación y mitigación al cambio climático como elementos centrales para el desarrollo, gestión y planificación del gobierno central, municipios y gobiernos regionales;
- Implementar acciones de adaptación socialmente inclusivas, reconociendo las necesidades de los más vulnerables y el medio ambiente, con miras a largo plazo y con la meta de disminuir la vulnerabilidad e incrementar la capacidad de respuesta frente al cambio climático.
8. Que otras medidas enunciadas por los ediles son:
- Priorizar el rol de los ecosistemas en la infraestructura verde municipal, reconociendo la importancia de los servicios ambientales en el desarrollo de la sociedad humana;
- Implementar medidas de mitigación de gases de efecto invernadero a nivel local, incluyendo la integración de tecnologías limpias, sistemas eficientes en el uso de recursos críticos, y elementos de desarrollo urbano bajos en Carbono en la gestión de residuos, uso de energía, sistemas de transporte sustentable y mecanismos de compras verdes municipales;
- Buscar la generación de financiamiento directo y en cooperación con agencias nacionales y multilaterales, con fondos públicos y privados, para fortalecer las acciones de disminución de gases de efecto invernadero y de adaptación al cambio climático;
- Promover alianzas nacionales, convocando municipios, privados y organismos públicos, promoviendo distintas escalas de gobernanza, y así generando cooperación política, institucional y técnica para apoyar procesos de adaptación y mitigación;
9. Que para poder lograr estos compromisos, los ediles solicitan al Gobierno incrementar sus esfuerzos para combatir el cambio climático y apoyar medidas de adaptación en todo el territorio nacional, comprometiéndose a:
- Expresar con claridad que los alcaldes de Chile reconocen el cambio climático como el desafío más grande que enfrenta la humanidad en el siglo XXI;
- Dar mayor visibilidad al rol de los municipios y gobiernos regionales como agentes centrales en el desafío de la adaptación al cambio climático y la mitigación de gases de efecto invernadero; reconociendo al municipio como un actor central para permitir la aplicación concreta de medidas locales de adaptación y mitigación.
10. Que otros aspectos reclamados al gobierno son:
- Apoyar el esfuerzo de los alcaldes de Chile para implementar medidas concretas de adaptación y mitigación, creando y fortaleciendo capacidades, fomentando la transferencia de tecnologías, la búsqueda y transferencia de fondos para combatir el cambio climático a nivel local y a dar mayor visibilidad al rol de la sociedad civil en la lucha contra el cambio climático; 
- Apoyar la generación de redes de conocimiento entre municipios facilitando programas de investigación aplicada para apoyar la acción climática a nivel local;
- Fomentar, mediante incentivos fiscales, la generación de alianzas público-privadas para cooperación tecnológica y financiera en materia de sustentabilidad y cambio climático local;
- Reconocer e integrar estratégicamente el rol de los municipios en los Planes y Estrategias Nacionales de cambio climático, tanto en materia de adaptación como de mitigación;
- Mantener un diálogo permanente con autoridades municipales para reforzar la visión, posición y rol de los municipios en las futuras negociaciones de cambio climático;
- Invitar a los otros gobiernos nacionales como actores centrales en materia de cambio climático y apoyar la implementación de medidas concretas a nivel local.
El Senado acuerda:

1. Concordar y adherir a lo expresado en la Declaración de Alcaldes ante el Cambio Climático;
2. Solicitar al Sr. Ministro de Medio Ambiente y al Sr. Subsecretario de Desarrollo Regional, que, en el marco de la ejecución de sus políticas públicas, desarrollen un marco institucional y una línea de trabajo con los municipios, que reconozca la importancia que pueden y deben cumplir los municipios en hacer frente al cambio climático e integrando las consideraciones de cambio climático en la gestión municipal.
(Fdo.): Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.
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PROYECTO DE LOS SENADORES SEÑOR DE URRESTI, SEÑORAS GOIC Y MUÑOZ Y SEÑORES ARAYA Y QUINTEROS, CON EL QUE PIDEN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE ENCOMIENDE A LA SEÑORA MINISTRA DIRECTORA DEL SERVICIO NACIONAL DE LA MUJER Y A LA SEÑORA DIRECTORA DEL SERVICIO NACIONAL DE MENORES LA ELABORACIÓN DE INICIATIVAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR, ESPECIALMENTE EN LOS CASOS DE ORFANDAD POR FEMICIDIO

(S 1.761-12)

1. Que en junio pasado se desarrolló el "Tercer Diálogo de la Desigualdad 2014", organizado por el Observatorio de las Desigualdades, del Instituto de Investigación en Ciencias Sociales, de la U. Diego Portales. En esa ocasión la profesora Alejandra Ramírez presentó su trabajo "Niñas, niños y adolescentes víctimas del femicidio de su madre: Apuntes para la intervención".
2. Que la violencia contra las mujeres, es cualquier daño físico, psicológico o sexual que puedan sufrir. El femicidio, es un crimen contra una mujer, como resultado extremo de la violencia de género, caracterizándose como "femicidio íntimo" el asesinato de las mujeres por parte de su compañero sentimental.
3. Que a partir de 2010 Chile cuenta con la Ley 20.480, que amplía el parricidio a ex cónyuges o convivientes sin límites de tiempo. En Chile más mujeres mueren dentro de la casa que fuera de ella, pues la mayoría de los femicidios corresponde al tipo "íntimo". Ahí surge la pregunta: ¿cuántos niños sobreviven a los femicidios de sus madres? Del total de víctimas, 67% son niños y 33% niñas, con una edad promedio de 10 años.
4. Que de acuerdo a esto: ¿qué tipo de intervención se debe hacer? Y para poder responder eso se debe considerar que la violencia está inscrita en la historia de la familia, afectando a todos dentro del círculo familiar, no solo a quien la padece. El hecho fatal da cuenta de muchas violencias previas donde los niños se constituyen en "testigos de violencia", por eso se propone considerarles como víctimas secundarias de la violencia.
5. Que la observación de algunas consecuencias derivadas de la "orfandad por femicidio" debe tener en cuenta que el acto mismo de femicidio se constituye como una vulneración de los derechos de los niños, ya que se les despoja de sus madres y padres, es decir, además de enfrentar la muerte de la madre en muchos casos deben enfrentar también la muerte simbólica o material del padre. Además el tipo penal de homicidio resulta insuficiente para dar cuenta de la complejidad del fenómeno, pues el femicidio supera a los niños como solo observadores y deben ser considerados como víctimas secundarias.
6. Que en su exposición, la profesora Ramírez expuso cinco ámbitos de esta temática que, a su juicio, deben ser considerados:
a. La alteración del contexto vital: esto implica cambios en el diario vivir del niño, que se debe adaptar a nuevos entornos (escuela, domicilio, colegio), un nuevo cuidador, nuevas reglas de convivencia. Se sugiere en este punto que las tomas de decisiones aunque sean transitorias sean rápidas, pues así se declina un poco el caos en el que se encuentra el niño y la familia, pero que son necesarias para ayudar mantener la estabilidad.
b. Consideración de las historias de violencia: muchos de los crímenes tienen una larga historia detrás, que conforman sistemas familiares organizados en torno a la violencia, es decir ésta se conforma como la manera de relacionarse. Se propone que en la intervención con los niños (que también son víctimas) se establezca una nueva forma de vínculo con los "otros", donde se priorice el buen trato.


c. Situación proteccional de los/a niños/a: quedan en cuidado de la familia extensa o de instituciones, al decidir a cargo de quién quedan no solo se toman en consideración los aspectos económicos, sino también los aspectos afectivos en el cual puedan enfrentar la pérdida. Se sugiere que una vez que se supere el caos inicial, se haga una nueva evaluación de los recursos y capacidades que tienen los adultos a cargo de los niños.
d. Duelo traumático: las diferentes pérdidas por las que atraviesa el niño cuando ocurre el femicidio de su madre, llevan al niño a una situación de estrés muy grande. Para poder manejar esto, se sugiere un seguimiento durante el proceso de reparación especializado.

e. Consideración de lo público y privado: es muy importante que se maneje la información pública que se conoce con respecto a la situación que vive una familia, ya que muchas veces por no hablar, para que el niño no se entere de tantas cosas le hacen un daño peor, porque ellos rellenan lo que no se habla. Se sugiere entonces que los adultos a cargo del niño sean capaces de hablar con ellos y poder guiarlos en la información que manejan.
7. Que al final de la charla Viviana Abarca, del Consejo Nacional de la Infancia, comentó el interesante trabajo de la profesora Fernández, ya que levanta nuevas categorías de análisis que se encontraban invisibilizadas, y esto lo lograron llevar a la ley: el femicidio y la gran vulnerabilidad de los derechos tanto para niños como mujeres.
8. Que en dicho evento se tocaron temas, como que las "víctimas secundarias de femicidio" eran más niños que niñas y la relación que tiene la vulnerabilidad con este tipo de homicidio. Se señaló que hay muchos factores de riesgo que llevan a esas circunstancias. Otro tema es el quiebre de la relación niño-familia paterna, así como la reinserción escolar y social de los menores, después de una circunstancia tan traumática.
9. Que este debate aporta a la comprensión de las desigualdades en Chile, ya que es un claro ejemplo como dentro de la familia se producen y reproducen patrones de desigualdad de género, donde la mujer sigue siendo "el sexo débil" y por tanto a quien se puede agredir. Por otra parte, los niños, los futuros adultos, ven este maltrato y en muchas situaciones repiten las conductas, siendo necesario generar intervenciones en la familia donde los niños son víctimas de agresión, para romper con el círculo de violencia.
10. Que otro punto donde este problema genera desigualdad, es que en muchas ocasiones, al quedar los niños a cargo de sus abuelas, ellas no son capaces de darles las mejores oportunidades, ya que, en su mayoría o no trabajan o no tienen salarios bien remunerados. Entender y generar leyes en protección de la mujer y de sus descendientes puede ayudar a disminuir los niveles de desigualdad.
El Senado acuerda:

Solicitar a la Ministra Directora del Sernam, y a la Directora Nacional del Sename, puedan desarrollar políticas, planes y programas, así como promover leyes que aborden e intervengan algunas consecuencias derivadas de los femicidios, hecho fatal que da cuenta de muchas violencias previas de las que los niños son testigos, lo que los convierte en víctimas secundarias de la violencia, constituyéndose la "orfandad por femicidio" en una doble vulneración de sus derechos, ya que quedan sin sus madres y padres, es decir, además de enfrentar la muerte de la madre, en muchos casos deben enfrentar también la muerte simbólica o material del padre, afectando la relación niño-familia paterna y la reinserción escolar y social de los menores, después de una circunstancia tan traumática.
(Fdo.): Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR CHAHUÁN Y SEÑORA VAN RYSSELBERGUE, CON EL QUE SE PIDE A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA INCLUSIÓN DE LA VASCULITIS EN EL RÉGIMEN DE GARANTÍAS EXPLÍCITAS, MEDIANTE LA DICTACIÓN DEL DECRETO SUPREMO CORRESPONDIENTE EXPEDIDO POR EL MINISTERIO DE SALUD

(S 1.762-12)

Considerando:
1°.- Que la ley N° 19.966 establece un Régimen de Garantías en Salud, instrumento de regulación sanitaria que forma parte del Régimen de Prestaciones de Salud a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 18.469, elaborado de acuerdo al Plan Nacional de Salud, y fija las prestaciones de carácter promocional, preventivo, curativo, de rehabilitación y paliativo y los programas que el Fondo Nacional de Salud debe cubrir a sus respectivos beneficiarios en su modalidad de atención institucional, conforme a lo establecido en la citada ley N°18.469.

2°.- Que el Régimen de Garantías Explícitas en Salud, contemplado en la citada ley N°19.966, dice relación con el acceso, calidad, protección financiera y oportunidad con que deben ser otorgadas las prestaciones, asociadas a un conjunto priorizado de programas, enfermedades o condiciones de salud que señale el decreto  correspondiente, debiendo el Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional asegurar obligatoriamente dichas garantías a sus respectivos beneficiarios.


3°.- Que hasta ahora, en virtud de dicha ley y de lo establecido en el Decreto N°45, del Ministerio de Salud, del año 2013, se han incluido ochenta patologías, de diversa naturalezas en el citado Régimen de Garantías Explícitas.

4°.- Que sin perjuicio del aumento de patologías que se han incluido en el citado régimen, se hace necesario incluir en el mismo, a la enfermedad denominada "Vasculitis" (Granumomatosis de Wegener), patología autoinmune de causa desconocida,
 caracterizada por la inflamación de vasos sanguíneos de diverso tamaño, en múltiples órganos y sistemas, asociadas a alta morbi-mortalidad y costo.

5°.- Que con tratamiento inmunosupresor, las vasculitis producen un daño crónico de órganos, discapacidad y deterioro en calidad de vida, significativo requiriendo la intervención de distintas especialidades médicas, manejo multidisciplinario, consumiendo desproporcionadamente recursos de alta complejidad.
6°.- Que los sistemas orgánicos más frecuentemente comprometidos en las vasculitis son el renal, pulmonar y la vía aérea, siendo necesario cuantificar la magnitud de la vasculitis en Chile, generando más información sobre su epidemiología, sus manifestaciones clínicas, el grado de severidad del daño orgánico crónico secundario, su nivel de complejidad y evolución.
7°.- Que gracias al resultado de dos estudios clínicos se ha demostrado que la droga biológica Rituximab es eficaz en vasculitis con manifestaciones sistémicas, cuyo costo es de $1.500.000.- aproximadamente.
8°.- Que de acuerdo a informes estadísticos de la Vasculitis Foundation de Estados Unidos, el número de pacientes con esta patología es mayor a lo que se estima, y como en nuestro país está subdiagnosticada, debe haber una cifra aproximada de cinco mil personas que sufren de la mencionada enfermedad.
9°.- Que todos estos antecedentes ameritan que la vasculitis forme parte del Régimen de Garantías Explícitas en Salud, ya señalado.
Por lo expuesto precedentemente,
EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S.E., la Presidenta de la República, que instruya a la señora Ministra de Salud para que disponga la inclusión de la enfermedad denominada "Vasculitis", (Granumomatosis de Wegener) en la nómina de patologías que contempla el Régimen de Garantías Explícitas de Salud establecido en la ley N° 19.966, regulado por el Decreto Supremo N°45, del Ministerio de Salud, de 2013.
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ÉTICA Y TRANSPARENCIA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL REGLAMENTO DE LOS REGISTROS DE AGENDA PÚBLICA Y DE LOBBISTAS Y GESTORES DE INTERESES PARTICULARES DEL SENADO

(S 1.742-09)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Ética y Transparencia tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de acuerdo de la referencia, elaborado en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 10, inciso cuarto; 12, N° 4; 13, inciso final, y segundo transitorio de la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios.



Dejamos constancia de que esta iniciativa no contiene normas que requieran quórum especial para su aprobación.





Asistieron a una o a las dos sesiones que celebró la Comisión el Honorable Senador don Eugenio Tuma; el Prosecretario de la Honorable Cámara de Diputados y Secretario de la Comisión de Ética y Transparencia de esa Corporación, don Luis Rojas; la abogada de la Oficina de Informaciones de la Cámara de Diputados, señora Verónica Seguel y el asesor del Honorable Senador Carlos Montes, don Claudio Rodríguez.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se consigna lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 1, 8 y 18. 



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 10, 13, 15, 23, 24, 25, 31, 34 y 37. 



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 3, 6, 7, 16, 17, 20, 26, 27, 30, 33 y 36. 



4.- Indicaciones rechazadas: números 2, 4, 5, 8, 9, 12, 14, 18, 21, 22, 28, 29, 32, 35, 38 y 39. 



5.- Indicaciones retiradas: 11 y 19. 

- - -
Durante la discusión en particular, la Comisión no sólo analizó las indicaciones formuladas respecto de esta iniciativa, sino que, como se anotó en el primer informe y se reiteró durante la discusión en general, tuvo en vista la conveniencia de armonizar sus disposiciones con las del reglamento que, al mismo tiempo, la Comisión de Ética y Transparencia de la Honorable Cámara de Diputados está proponiendo a la Sala de esa Corporación, a fin de consagrar criterios básicos comunes y transversales que sean aplicados de forma similar por todos los sujetos pasivos del Congreso Nacional. 
 Hacemos presente que las modificaciones al texto aprobado en general que no se originaron en indicaciones tienen su fundamento en el ejercicio de la facultad que contempla el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, y que todos los acuerdos adoptados por la Comisión contaron con la concurrencia de la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Alvarez, Hernán Larraín Fernández, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín. 
 - - -
DISCUSIÓN EN PARTICULAR
ARTÍCULO 2°





Reseña la competencia que le corresponderá a la Comisión de Ética y Transparencia en materia de aplicación de la ley N° 20.730.
Inciso primero





Dispone que la Comisión tendrá a su cargo la administración del Registro de Agenda Pública y del Registro de Lobbistas y de Gestores de Intereses Particulares de la Corporación.




La indicación número 1, del Honorable Senador señor Tuma, propone agregar la siguiente oración final: “La Oficina de Informaciones será su órgano auxiliar y operativo para estos fines, y se sujetará a las instrucciones que la Comisión imparta.”.





La Comisión dejó constancia de que la idea de contar -no sólo ella, sino que todos los señores Senadores- con una unidad de apoyo interno para el cumplimiento de diversas obligaciones legales de transparencia relacionadas con el cargo, ha sido recogida por el Grupo Bicameral de Transparencia en el punto 2 del Plan de Acción de Chile 2014-2016, que fue elaborado en el marco del Grupo de Trabajo de Parlamento Abierto, constituido por la Alianza de Gobierno Abierto. 





Ese numeral 2, denominado “Parlamento Abierto para incrementar la integridad pública”, contempla precisamente, en primer lugar, la aprobación, previa consulta pública, de los reglamentos que debe dictar cada Cámara, de conformidad a la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares antes las autoridades y funcionarios. 





Enseguida, postula: “2.2. Crear una unidad de apoyo interno en cada Cámara con el fin de prestar ayuda a los congresistas para llenar adecuadamente las declaraciones patrimoniales y de intereses, incluyendo los mandatos de administración de activos (fideicomiso), así como para ajustarse a las obligaciones previstas en la ley que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares antes las autoridades y funcionarios.”.




Es preciso recordar que el Plan de Acción fue aprobado por los Comités del Senado el 2 de septiembre de este año y también por la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento de la Cámara de Diputados, según consta en oficio N° 397, de 15 de octubre, dirigido por el señor Presidente de esa Corporación al Grupo Bicameral de Transparencia.  En consecuencia, se encuentra formalmente aprobado por el Congreso Nacional y, en lo que concierne al grupo de apoyo interno, corresponde ahora determinar la mejor forma de establecer su organización y funcionamiento, esto último, por cierto, siempre procurando la similitud de criterios con la Honorable Cámara de Diputados, atendida la identidad de las normas legales que regulan las materias aludidas.  





Al respecto, la Comisión consideró que, sin perjuicio de la propuesta que ella  o el Grupo Bicameral de Transparencia pueda formular sobre la organización y funcionamiento del aludido grupo de apoyo interno, no puede prescindirse del análisis de los recursos que involucre y de su inserción en la estructura administrativa del Senado.





En ese contexto, si bien el planteamiento del Honorable Senador señor Tuma contenido en la indicación número 1 exterioriza una justificada preocupación, a la Comisión le pareció más adecuado perseverar en la línea de acción ya mencionada, que encomendar esa función, directamente, a un órgano de trabajo interno creado por la ley N° 13.609  con finalidades diferentes. 





Con el objeto de avanzar en la determinación de esta materia, la Comisión juzgó conveniente incorporar un inciso final, en el cual se prevé que contará con el apoyo de una unidad administrativa dependiente del Secretario de la Comisión.





La indicación fue aprobada con modificaciones, en los términos señalados.

- - -
                                            La indicación número 2, del Honorable Senador señor Tuma, recomienda agregar el siguiente inciso, nuevo:





“Corresponderá a la Oficina de Informaciones centralizar la información de las solicitudes de audiencia o reunión con alguno de los sujetos pasivos de lobby, confeccionar el registro de lobbistas y de gestores de intereses ajenos, el registro de viajes y el registro de donativos.”.





La Comisión notó que esta indicación excede con mucho el papel de órgano auxiliar y operativo a que se refiere la indicación número 1, puesto que asigna cometidos, como centralizar la información de las solicitudes de audiencia o reunión y confeccionar registros, cuya ejecución la ley N° 20.730 encomienda directamente a los sujetos pasivos. 





En efecto, en el caso específico de ambas ramas del Congreso Nacional, el artículo 7° de ese cuerpo legal, que ordena la creación  de los registros de agenda pública, establece, en el número 4), la existencia de “Dos registros, cada uno a cargo de las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, en los que deberá incorporarse la información por los sujetos pasivos señalados en el numeral 5) del artículo 4º”. 





Como se sabe, dicho numeral establece como sujetos pasivos de la ley a “los diputados, los senadores, el Secretario General y el Prosecretario de la Cámara de Diputados, el Secretario General y el Prosecretario Tesorero del Senado, y los asesores legislativos que indique anualmente cada parlamentario, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda.”. Ello es sin perjuicio de la inclusión de los integrantes de las Comisiones Evaluadoras, contemplada en el número 7), parte final; de otros funcionarios cuando, en razón de su función o cargo y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones, sea necesario, para efectos de transparencia, someterlos a esta normativa, prevista en el inciso segundo, primera parte,  y de otros funcionarios o servidores públicos que solicite cualquier persona por considerar que se encuentran  en las situaciones descritas, de conformidad a la primera parte del inciso cuarto, todos estos preceptos del citado artículo 4° de la ley N° 20.730.




Ese mandato legal directo, en orden a que los sujetos pasivos son los responsables de incorporar la información a los registros de agenda pública, guarda correlación directa con la eventual aplicación de sanciones por el incumplimiento en que incurran. 





El artículo 19 faculta a esta Comisión de Ética y Transparencia para aplicar, en primer lugar, multas de determinado rango “si alguna de las personas señaladas en el número 5) del artículo 4° no informa o registra lo señalado en el artículo 8º dentro del plazo dispuesto para ello”; y, en segundo lugar, multas por un valor superior si se incurre en omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro de agenda pública, o en inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro.


Entonces, las conductas impuestas por la ley a  cada uno de los sujetos pasivos, consistentes en incorporar la información al registro, informar o registrar los datos respectivos, no se ajustan al planteamiento efectuado en la indicación de centralizar la información o de confeccionar los diferentes registros, el cual implicaría que, por medio del reglamento, se trasladase la responsabilidad a un organismo administrativo del Senado. 



La indicación número 2 se rechazó.



ARTICULO 3°
Su inciso primero establece que los registros se llevarán por medio de sistemas informáticos actualizados, cuya información se publicará en el sitio institucional en internet tan pronto sea ingresada al sistema respectivo, sin perjuicio de enviarla al sitio electrónico especial que llevará el Consejo para la Transparencia y de los enlaces con el Portal de Transparencia del Estado, el sitio de transparencia del Congreso Nacional y los sitios electrónicos de los senadores.
La indicación número 3, del Honorable Senador señor Zaldívar, sugiere sustituir dicho inciso para dividir su contenido en dos partes, separadas por un punto seguido. En la primera, se mantiene la obligación de llevar los registros por medio de sistemas informáticos actualizados y de publicar esa información en el sitio institucional en internet del Senado tan pronto sea ingresada al sistema respectivo. En la segunda parte se establecen los deberes adicionales de enviar la información, también, al sitio electrónico especial que llevará el Consejo para la Transparencia y de tener enlaces con el Portal de Transparencia del Estado, el sitio de transparencia del Congreso Nacional y los sitios electrónicos de los senadores.




La Comisión compartió la idea de diferenciar en el inciso el mandato legal inmediato, cual es la publicación en el sitio electrónico del Senado, del mediato, que se cumplirá de conformidad al convenio suscrito con el Consejo para la Transparencia, de enviarle la información para su publicación en el sitio especial que ha preparado, denominado preliminarmente “infolobby”, y de otros enlaces que se establezcan para efectos de transparencia.





Por tal motivo, aprobó la indicación con ligeras modificaciones formales.

ARTÍCULO 4°

Define varios conceptos para los efectos de este reglamento.

Letra b)





Entiende por audiencia o reunión el encuentro programado, efectuado previa solicitud formal, cualquiera sea el día, la hora o el lugar en que se produzca, en el cual uno o más sujetos pasivos reciben los argumentos y antecedentes que les proporcionan uno o más sujetos activos que desarrollan actividades de lobby o gestión de intereses particulares y las peticiones que les formulen en relación con alguna de las decisiones señaladas en el artículo 9° de este reglamento. 




Añade que este encuentro puede realizarse en forma presencial o por medio de conferencias audiovisuales a distancia, que permitan que los interlocutores se vean, escuchen e interactúen de modo equivalente a la entrevista personal.




La indicación número 4, del Honorable Senador señor Quinteros, es partidaria de señalar, en el encabezamiento del párrafo primero, que la audiencia o reunión puede ser un encuentro programado o no, y elimina, por consiguiente, el requisito de que se efectúe previa solicitud formal.




La Comisión coincidió en que, si bien preliminarmente estudió la forma de hacerse cargo de una situación de hecho, como son las audiencias o reuniones no programadas, y en el primer informe optó por no referirse a ellas en forma expresa, la ley N° 20.730 discurre únicamente sobre la base de que las audiencias o reuniones para actividades de lobby o de gestión de intereses particulares sean programadas.





  Por ello, el artículo 8°, número 1), párrafo tercero, de ese cuerpo normativo castiga al “que, al solicitar reunión o audiencia, omitiere inexcusablemente la información señalada en el inciso anterior o indicare a sabiendas información inexacta o falsa sobre esas materias”.





El reglamento de la ley, contenido en el decreto supremo N° 71, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2014, es más explícito. 





En su artículo 3°, letra e), parte final, declara que la audiencia o reunión se efectúa “en la oportunidad y modo que disponga el sujeto pasivo de conformidad a este reglamento y a la ley N° 20.730”. En su artículo 10 desarrolla el procedimiento aplicable, manifestando que las personas que realicen lobby o gestiones de intereses particulares deben proporcionar la información que detalla al momento de solicitar audiencia a los sujetos pasivos y la autoridad debe pronunciarse sobre tal solicitud dentro de tres días hábiles. 





Debido a ello, la Comisión no estimó legalmente procedente la eliminación del calificativo de encuentro programado, previa solicitud formal, que atribuye la definición a la audiencia o reunión.





Un aspecto diferente, que entendió es el que preocupa al Honorable Senador señor Quinteros, es la ocurrencia de la situación de hecho antes aludida, en la que, con motivo de la realización de cualquier actividad por parte de un Senador, alguna persona pueda realizar conductas constitutivas de lobby o de gestión de interés particular a su respecto. 





Por eso, resolvió volver a analizar este punto específico a propósito de la propuesta, del mismo Honorable Senador, contenida en la indicación número 20.





La indicación número 4 fue desechada.





La indicación número 5, del Honorable Senador señor Tuma, incorpora un párrafo destinado a declarar que se considerará, para todos los efectos legales y reglamentarios, que el espacio donde se realiza la audiencia o reunión es un lugar de no libre acceso al público.





La Comisión razonó que, en el contexto del ritualismo que inspira la ley, la audiencia o reunión habitualmente se efectuará en el lugar de trabajo de la autoridad o funcionario que tiene la calidad de sujeto pasivo, el cual, en efecto, será un lugar en que no hay libre acceso al público. Ello se confirma por la circunstancia de que, como advierte el artículo 6°, número 1), de la ley N° 20.730, este cuerpo legal no regula los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión, actividad o asamblea de carácter público y los relacionados con el trabajo en terreno de los sujetos pasivos. 





En ese sentido, si  bien estuvo de acuerdo en que, normalmente, la aseveración que contiene la indicación será correcta, le preocupó consagrarla como declaración general para todos los efectos legales y reglamentarios, sin tener claridad sobre sus alcances –incluso  en el ámbito penal, en virtud del artículo 161-A del Código Penal-, sobre todo si no está vinculada con una regulación paralela de los espacios físicos en que pueden efectuarse las audiencias o reuniones.





Fue rechazada por unanimidad.
Letra c)





Concibe los viajes como los desplazamientos, dentro o fuera del territorio nacional, que efectúan los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones y que no estén financiados con cargo a asignaciones parlamentarias. 




La indicación número 6, del Honorable Senador señor Zaldívar, sugiere declarar que los viajes son los desplazamientos, dentro o fuera del territorio nacional, que efectúan los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones y que sean financiados por uno o más sujetos activos.





La Comisión 
recordó que, con ocasión del primer informe, compartió el criterio de que la finalidad de la ley de dar publicidad a la actividad de lobby o gestión de intereses particulares, proclamada en el artículo 1°, sumada a las menciones que su artículo 8°, número 2), exige que se consignen  respecto de los viajes, como el destino, el objeto, el costo y el financista,  dejan en evidencia que no se trata de los viajes habituales de los sujetos pasivos, relacionados con el desempeño de sus funciones. Por eso se circunscribió el registro a aquellos que no estén financiados con cargo a asignaciones parlamentarias. 





La propuesta de la indicación apunta, directamente, a que sólo se registren los viajes que sean financiados por un lobbista o gestor de interés particular.





La Comisión concordó con que, de esa manera, se precisa mejor el alcance del registro de viajes. Tuvo presente que el Honorable Senador señor Zaldívar, mediante la indicación número 27, plantea efectuar el mismo cambio en el artículo 16, donde se regula justamente el mencionado registro. 





Evaluando la coexistencia de ambos preceptos y la ubicación que resultaría más adecuada desde el punto de vista sistemático, la Comisión estuvo de acuerdo en que basta con establecer el alcance del registro de viajes sólo en el artículo correspondiente, sin necesidad de contemplarlo además dentro de las definiciones generales.





Al mismo tiempo, le pareció conveniente aclarar allí que los otros viajes que los sujetos pasivos realicen en el ejercicio de sus funciones se publican en la página en internet del Senado de acuerdo a la reglamentación institucional.





En esos términos, aprobó la indicación con modificaciones y refundida con la indicación número 27. Simultáneamente, suprimió la letra c) de este artículo, pasando las letras d) y e) a ser c) y d), respectivamente. 

ARTÍCULO 5°





Establece los sujetos pasivos de la ley N° 20.730, quienes, en consecuencia, se encuentran obligados a incorporar al registro de agenda pública la información pertinente.

Letra e)





Menciona a los asesores legislativos, cualquiera sea su forma de contratación, que indique cada Senador y comité parlamentario durante el mes de mayo de cada año, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia.




La indicación número 7, del Honorable Senador señor Quinteros, sustituye esta letra e) con el propósito de precisar, al final de ella, que los asesores legislativos son sujetos pasivos sólo en lo que respecta al ejercicio de sus funciones.





La Comisión reflexionó que la ley N° 20.730, al atribuir la calidad de sujeto pasivo a todas las autoridades y funcionarios que indica, lo hace únicamente en lo que concierne al ejercicio de sus funciones. Ello, por cuanto el lobby o la gestión de interés particular pretende influir en las decisiones que deben adoptar en cuanto las ejercen, no en la medida en que desarrollen cualquier otra actividad, sea pública o privada, desvinculada de ellas.





Por ejemplo, si el profesional contratado por un Senador cumple funciones de asesor legislativo, pero además ejerce libremente su profesión, prestando servicios a diversos clientes, no cabe duda de que será sujeto pasivo de esta ley exclusivamente en lo que atañe al ejercicio de su asesoría legislativa. En otras palabras, el planteamiento contenido en la indicación es correcto, pero se aplica a la totalidad de los sujetos pasivos. 




Ahora bien, la circunstancia de que el artículo 4°, número 7), de la ley contemple esta precisión sólo respecto de algunos de los sujetos pasivos, se explica porque los estatutos por los cuales se rigen establecen el desempeño de sus funciones mediante la concurrencia a las sesiones de los organismos colegiados que integran. Esto es, por su naturaleza se ejercen mediante el cumplimiento de asistencia en jornadas parciales o fraccionadas, como ocurre con el caso que reproduce la letra precedente de este reglamento, relativo a los integrantes de las Comisiones Evaluadoras de las licitaciones a que convoca el Senado, los cuales son funcionarios que, sin perjuicio del cumplimiento de sus labores habituales, desarrollan adicionalmente en forma colectiva las tareas propias de dichas Comisiones. Por esa simultaneidad de actividades, la ley juzgó oportuno aclarar que tienen la calidad de sujeto pasivo sólo en lo que concierne al ejercicio de sus funciones en los cargos o cometidos que indica.




Consiguientemente, la Comisión prefirió mantener la distinción que efectúa el artículo 4° de la ley, que juzgó suficientemente claro.




Sin perjuicio de lo anterior, la revisión de las modalidades de contratación de los asesores legislativos llevó a la Comisión a la conclusión de que era conveniente aclarar que estas personas naturales pueden estar contratadas directamente para el Senador o comité, o prestar servicios para una persona jurídica que haya sido contratada para el Senador o comité. 




En esa virtud, decidió reemplazar la letra e), con lo cual dio por aprobada la indicación con modificaciones.
- - -
Letra g)





Contempla el procedimiento aplicable para incorporar como sujetos pasivos a las personas nombradas o contratadas por el Senado a cualquier título, que la Comisión de Ética y Transparencia señale a solicitud de cualquier persona que considere necesario someterlas a esta normativa para efectos de transparencia, debido a su función o cargo y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones. 





La Comisión le introdujo ajustes formales de redacción, que la condujeron al reemplazo de esta letra.
Inciso tercero





Expresa que, asimismo, en su oportunidad la Comisión de Ética y Transparencia determinará las personas, de aquellas que ha declarado como sujetos pasivos de la Ley N° 20.730, que dejen de serlo por haber cesado en sus funciones por cualquier causa o por haber desaparecido las razones que motivaron tal calificación, e incorporará a las nuevas personas que se ajusten a la descripción legal de sujeto pasivo.




Fue sustituido, con el objeto de realizar cambios de redacción.

Inciso cuarto





Señala que los acuerdos de la Comisión se notificarán a los interesados y se publicarán en el sitio en internet del Senado, en forma permanente, sin perjuicio de la actualización de la nómina de sujetos pasivos cuando proceda. 





La Comisión estimó conveniente incorporar un plazo para efectuar la publicación en internet y efectuó otros ajustes de forma, que se tradujeron en el reemplazo de este precepto.
- - -
ARTÍCULO 6°





Reproduce el artículo 6° de la ley N° 20.730, consignando en once letras, de la a) a la k), las actuaciones que no deben incorporarse en el Registro de agenda pública, por cuanto no están reguladas por el mencionado cuerpo legal.






Letra c) 





Contempla como actividad no regulada toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo.




La indicación número 8, del Honorable Senador señor Tuma, plantea reemplazarla por la que se señala a continuación:




“c) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado proyecto de ley o de acuerdo de las cámaras legislativas, de un procedimiento administrativo o de la aplicación de políticas, planes, programas o proyectos diseñadas o ejecutadas por órganos o servicios del Estado o consultas sobre la forma de acceder a beneficios sociales entregados por éste.”.

Letra d)




Incluye como actividad no regulada la información entregada a una autoridad pública, que la haya solicitado expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, dentro del ámbito de su competencia.




La indicación número 9, del Honorable Senador señor Tuma, intercala, a continuación de la expresión “entregada a una”, la siguiente: “, o por una”.





La Comisión analizó en conjunto ambas indicaciones y consideró impropio alterar la descripción de las actividades que, por decisión legal directa, no están reguladas por la ley N° 20.730. Lo anterior, no obstante que, por constituir simplemente peticiones de información, no configuran conductas constitutivas de lobby o de gestión de intereses particulares.





Las indicaciones números 8 y 9 quedaron rechazadas. 
ARTÍCULO 7°





Excluye del Registro las audiencias, reuniones y viajes cuya publicidad comprometa el interés general de la Nación o la seguridad nacional. 

- - -




La Comisión conoció la preocupación de la Honorable Cámara de Diputados de  que los sujetos pasivos puedan tener mayor certeza sobre la calificación de la actividad, antes de realizarla. Al respecto, estimó que la propia Comisión de Etica y Transparencia de cada Cámara debe ser la que asuma la tarea de evaluar si la publicidad de la audiencia o reunión, o del viaje en su caso, compromete el interés general de la Nación o la seguridad nacional, desde el momento en que el artículo 2°, numeral 2°, del reglamento que se informa le atribuye precisamente la función de “absolver consultas y requerimientos” relacionados con la aplicación de la ley N° 20.730. 




Al efecto, la Comisión acordó intercalar un inciso segundo nuevo, de acuerdo con el cual los sujetos pasivos podrán consultar a la Comisión de Ética y Transparencia, en forma escrita y reservada, la calificación de la actividad en forma previa a su realización. Una vez efectuada ésta, procederán a su registro, o a rendir cuenta en forma reservada, de acuerdo a la resolución que adopte la Comisión. 




Además, como consecuencia de la inclusión de la posibilidad de recabar esa calificación previa de la actividad, desarrolló el procedimiento a seguir en el evento de que un sujeto pasivo no la haya solicitado.





Insertó, para tal efecto, un nuevo inciso tercero. De acuerdo con éste, el sujeto pasivo deberá solicitar la calificación una vez efectuado el viaje o la audiencia o reunión, acompañando todos los antecedentes necesarios para rendir cuenta, a fin de que la Comisión evalúe si concurren las circunstancias que justifican su exclusión del Registro y, de resolverlo así, se pronuncie de inmediato sobre la cuenta. La solicitud de calificación y rendición de cuenta eventual deberá presentarse dentro de los diez primeros días hábiles del mes siguiente al de realización de la audiencia o reunión, o de finalización del viaje o a aquel en que reasuman sus funciones, si esto último ocurriera con posterioridad.
- - -
Inciso segundo





Dispone que los sujetos pasivos que hayan realizado la audiencia o reunión,  o el viaje, deberán rendir cuenta mensual de esta actividad, en forma escrita y reservada, a la Comisión de Ética y Transparencia, dentro de los cinco primeros días hábiles del mes siguiente al de finalización del viaje o a aquel en que reasuman sus funciones, si esto último ocurriera con posterioridad, consignando los mismos datos que exige la ley para cada caso. 




La Comisión adecuó la redacción a la circunstancia de que los plazos para presentar la cuenta o informe se han determinado en el nuevo inciso precedente. También trasladó, como segunda parte de este inciso, la norma contenida al final del inciso tercero, en cuanto al plazo para efectuar la rendición de cuenta si se produce el cese de funciones del correspondiente sujeto pasivo.





En esa virtud, acordó reemplazar el inciso, para manifestar que la cuenta se rendirá, en forma escrita y reservada, a la Comisión de Ética y Transparencia, dentro del plazo señalado en el inciso anterior, consignando los mismos datos que exige la ley para la reunión o audiencia o para el viaje, según el caso. Si, por cualquier motivo, un sujeto pasivo cesa en sus funciones con anterioridad al vencimiento de la fecha en que debía efectuar la rendición de cuenta conforme a las reglas anteriores, deberá entregarla, en todo caso, dentro de los veinte días hábiles siguientes.
- - -
Inciso tercero





En su primera parte, dispone que, cuando hubieren participado dos o más sujetos pasivos en la audiencia, reunión o el viaje, la cuenta deberá ser rendida conjuntamente. Si no fuere posible, quien la rinda indicará el nombre de los otros sujetos pasivos que hayan participado en la actividad. En la segunda parte expresa que, si, por cualquier motivo, un sujeto pasivo cesa en sus funciones con anterioridad al vencimiento de la fecha en que debía efectuar la rendición de cuenta conforme al inciso anterior, deberá entregarla, en todo caso, dentro de los treinta días siguientes.





La indicación número 10, del Honorable Senador señor Tuma, propone suprimirlo.




La indicación número 11, del Honorable Senador señor Zaldívar, intercala en la tercera oración, a continuación de la expresión “treinta días”, la palabra “corridos”.





En lo que atañe a la primera parte del inciso, la Comisión opinó que la obligación de dar cuenta conjunta que contiene, que apunta a evitar criterios dispares sobre el registro y consiguiente publicación de la actividad, en un caso, o su cuenta en reserva, en otro, pierde justificación con la posibilidad que ahora se incorpora de efectuar una calificación previa de la actividad a realizar. Como esta apreciación recae sobre la naturaleza de la audiencia o reunión, o del viaje en su caso, surtirá efecto para todos los sujetos pasivos que la realicen, pero no resulta necesario, e incluso es inconveniente, exigir que el informe o la cuenta que debe rendirse una vez ejecutada se haga en conjunto, esto es, comprometa a todos los involucrados. 





En cuanto a la segunda parte, la Comisión tuvo presente que su traslado al inciso precedente consideró la fijación del plazo de veinte días hábiles para que el sujeto pasivo que cesa en funciones rinda cuenta. Dicho lapso equivale a los treinta días iniciales, que, de acuerdo a las reglas generales del Código Civil, son efectivamente corridos.





Por tales consideraciones, el Honorable Senador señor Zaldívar retiró la indicación número 11 y la Comisión acogió la indicación número 10.
- - -
Inciso final





Se pone en el caso de que la publicidad de las reuniones, audiencias o viajes no comprometa el interés general de la Nación o la seguridad nacional. Abre la posibilidad de que el sujeto pasivo justifique o complemente tal calificación y, si ello no ocurre, la Comisión dispondrá que se incorpore en el registro de agenda pública la información que fue excluida.




La Comisión reconsideró este precepto, por cuanto fue de opinión que resulta innecesaria la apertura de un plazo adicional para justificar la calificación reservada de la actividad, ya que el sujeto pasivo, en su momento, deberá haberle hecho llegar todos los antecedentes que permitan formarse convicción sobre dicho punto.





Decidió, por tanto, sustituir el inciso final para ordenar, directamente, que si la Comisión estima que la publicidad de las reuniones, audiencias o viajes no compromete el interés general de la Nación o la seguridad nacional, requerirá al sujeto pasivo para que incorpore en el registro de audiencias y reuniones o en el de viajes la información que corresponda, dentro del plazo de veinte días hábiles contados desde la fecha de notificación de su resolución. 
- - -
ARTÍCULO 9°





Reitera el contenido del artículo 5° de la ley N° 20.730, que somete a los preceptos de ese cuerpo normativo las actividades destinadas a obtener las decisiones que indica, por lo que deberán  consignarse en el Registro las audiencias y reuniones respectivas.
Letra b)





Señala, entre las aludidas decisiones, la elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de acuerdos, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional, alguna de sus Cámaras, sus comisiones y sus demás órganos, incluidos los comités parlamentarios, o sus miembros.





La indicación número 12, del Honorable Senador señor Tuma, sugiere reemplazar la letra b) por otra que consulta la elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de acuerdos, declaraciones o decisiones del Senado o cualquiera de sus órganos.




La Comisión fue partidaria de no innovar respecto del mandato legal, que consideró apropiado en cuanto a que el sujeto pasivo puede pretender influir en decisiones que no sean exclusivas del Senado, sino que deban adoptarse o se hayan adoptado en conjunto con la Honorable Cámara de Diputados.





Por consiguiente, rechazó la indicación.

- - -




La Comisión tuvo presente que la Honorable Cámara de Diputados, en la primera parte del artículo 8° de su proyecto de reglamento aprobado en general, diferenció dos grupos de sujetos pasivos, de acuerdo a los tipos de decisiones sobre las cuales se puede pretender influir.





Uno está integrado por los señores diputados y los asesores legislativos de los diputados o comités, que quedan obligados a registrar las audiencias o reuniones que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares en cuanto a decisiones de orden fundamentalmente legislativo.





El otro se compone del Secretario General, Prosecretario y los otros funcionarios de la Cámara de Diputados que tengan la calidad de sujetos pasivos, quienes deben registrar las audiencias o reuniones que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares respecto de decisiones de orden administrativo interno de la Corporación.





A la Comisión le pareció una sistematización justificada, que orienta de manera más explícita los ámbitos de influencia que se puede ejercer sobre los distintos tipos de sujetos pasivos de ambas ramas del Congreso Nacional, y se inclinó por seguir el mismo predicamento.

 



Por consiguiente, en forma unánime convino en reemplazar el artículo 9°, a fin de señalar que el Registro de audiencias y reuniones consignará aquellas cuyo objetivo fue efectuar lobby o gestión de intereses particulares respecto de los dos grupos de sujetos pasivos que  señala, para influir sobre las decisiones que en cada caso menciona.





El primer grupo está conformado por los Senadores y los asesores legislativos que sean sujetos pasivos de la ley N° 20.730, respecto de los cuales el Registro deberá consignar las audiencias o reuniones relativas a decisiones sobre proyectos de ley y leyes; acuerdos, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional, alguna de sus cámaras, o sus miembros, incluidas sus comisiones; políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos de la ley a quienes correspondan estas funciones, y  actividades destinadas a que no se adopten las decisiones y actos ya señalados, o a que en ellos se incluyan o excluyan determinados casos o categorías.




El segundo grupo lo componen el Secretario General, el Prosecretario y los otros funcionarios del Senado que sean sujetos pasivos de la ley N° 20.730, respecto de los cuales se registrarán las audiencias o reuniones referentes a decisiones sobre actos relativos a la organización administrativa del Senado; antecedentes en relación con proyectos de ley y otras decisiones que adopten otros sujetos pasivos del Senado; contratos que realicen los sujetos pasivos de la Ley N° 20.730 y que sean necesarios para su funcionamiento; políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos de la ley, a quienes correspondan estas funciones, y actividades destinadas a que no se adopten las decisiones y actos mencionados, o a que en ellos se incluyan o excluyan determinados casos o categorías.
- - -
ARTÍCULO 10




Acepta que los sujetos pasivos anuncien voluntariamente, en el registro de agenda pública, la programación de sus audiencias y reuniones semanales con sujetos activos.





Enseguida, se pone en los casos de que la audiencia o reunión no se efectúe por cualquier motivo y  de que, en cambio,  efectivamente se realice.





La indicación número 13, del Honorable Senador señor Tuma, elimina este precepto, en concordancia con su propuesta anterior de que sea la Oficina de Informaciones la que reciba y conteste todas las solicitudes de audiencia o reunión que se efectúen a los sujetos pasivos del Senado, así como con la que plantea más adelante mediante la indicación número 22, en cuanto a que sea ella también la encargada de incorporar en el registro de agenda pública la información sobre su celebración.




La Comisión, si bien no compartió la propuesta de transferir esas responsabilidades a la Oficina de Informaciones, entró a analizar la conveniencia de la disposición, al tomar conocimiento de que había sido puesta en duda en la Honorable Cámara de Diputados.





Al respecto, coincidió en que, aun sin mediar este precepto, los señores Senadores podrán dar a conocer anticipadamente su agenda de audiencias o reuniones, si así lo desean. La circunstancia de que, por tratarse de la materia propia del reglamento que se informa, sólo se refiera a la difusión previa de aquellas audiencias o reuniones programadas con sujetos activos, le da a esta facultad, sin embargo, una connotación particular, ya que no es el procedimiento previsto con carácter general en la ley N° 20.730, que supone la publicidad a posteriori, una vez que se da a conocer el registro correspondiente.





En esa virtud, la Comisión prefirió no mencionar en forma expresa esta posibilidad y suprimió el artículo, con lo que quedó acogida la indicación número 13.

ARTÍCULO 11





Señala los datos que debe contener la solicitud que se presente a un sujeto pasivo para sostener una audiencia o reunión con fines de lobby o de gestión de intereses particulares.





La indicación número 14, del Honorable Senador señor Tuma, sustituye el artículo por otro, que contempla un sistema único y centralizado en el portal de internet del Senado para solicitar audiencia o reunión con los sujetos pasivos.





Luego de señalar los datos que deben expresarse en el formulario electrónico, esa propuesta prevé que la Oficina de Informaciones comunique la solicitud al destinatario, quien debe resolver dentro de diez días hábiles,  y luego informe la concesión o negativa de audiencia o reunión al interesado. Además, contempla un plazo para subsanar la falta de cumplimento adecuado del formulario electrónico, que debe ser autorizado por la Comisión de Ética y Transparencia.




La Comisión, por las razones expresadas al analizar la indicación número 2, desechó asimismo la propuesta que se reseña.
- - -
Número 1°





La Comisión estimó conveniente precisar en su primera parte, donde se requiere mencionar la individualización de las personas que solicitan la audiencia o reunión y que asistirán a ella, que se trata de individualizar tanto a las peticionarias como a las que concurrirán, en el evento de que sean diferentes.





Para este efecto, reemplazó el número 1°.

- - -
Número 2°





Exige la individualización de la persona, organización o entidad a quienes representa el peticionario, mediante los datos que se enuncian, según sea persona natural, persona jurídica o entidad sin personalidad jurídica.
Letra b)





Reseña la información que se debe proporcionar en el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una empresa extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla; su domicilio; nombre de su representante legal; naturaleza de la persona jurídica y los nombres y cédulas de identidad de las personas naturales que integran su directorio u órgano encargado de la administración, si los conociere.
  



La indicación número 15, del Honorable Senador señor Zaldívar, propone sustituirla con el objetivo de reducir las menciones, de forma que sólo se precise consignar  la razón social y nombre de fantasía de la persona jurídica, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una empresa extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla, y su domicilio.                           
                                             La Comisión tuvo en cuenta que los demás datos que ha de entregar el solicitante, cuales son el nombre del representante legal; naturaleza de la persona jurídica y los nombres y cédulas de identidad de las personas naturales que integran su directorio u órgano encargado de la administración, si los conociere, son exigidos por el reglamento de la ley, esto es, el decreto supremo N° 71, de SEGPRES,  de 2014, para todos los organismos a los cuales se aplica.
                                               No obstante ello, convino en que no tienen un fundamento legal directo y, tratándose de información pública, se encontrará disponible en otras fuentes.

                                               En consecuencia, dio su aprobación a la indicación.

Letra c)
                                               Establece que, tratándose de entidades sin personalidad jurídica, es necesario expresar en la solicitud su nombre; RUT y giro o descripción de actividades, si los tuviere;  domicilio e individualización de sus dirigentes, con sus nombres y cédulas de identidad.
                                              La indicación número 16, del Honorable Senador señor Zaldívar, la reemplaza para abreviar los datos requeridos, limitándose al nombre; RUT y descripción de actividades, si los tuviere, y su domicilio.
                                            
Quedó aprobada, con cambios menores.
Número 3°

                                               Ordena que se indique la naturaleza de la representación invocada, señalando si es legal, contractual u oficiosa.





  La indicación número 17, del Honorable Senador señor Zaldívar, recaba solamente la mención de la naturaleza de la representación invocada, agregando que, para estos efectos, se deberá acompañar junto con la solicitud cualquier documento en el cual conste la personería.
                                               La Comisión reflexionó que, en el primer informe, teniendo en vista la ley N° 20.730 y su reglamento, que no piden acreditar la personería con que comparece el  lobbista o gestor de intereses particulares al solicitar la reunión o audiencia, se limitó a disponer que se expresara la naturaleza de la representación que invoca, para no aumentar las exigencias previas a resolver sobre la concesión de tal encuentro.





Con motivo de la indicación presentada, sopesó que podría surgir la duda sobre la efectiva personería del compareciente, la que  aumenta en algunas situaciones, como  en el caso de que se atribuya la representación de una entidad sin personalidad jurídica. En esa medida, la propuesta apunta a solicitar que se acredite suficientemente esa representación.





En el curso del debate, el autor de la indicación, Honorable Senador Zaldívar, se declaró partidario de no imponer más exigencias que las que establece la propia ley, advirtiendo que, en el caso de la representación oficiosa, no sería posible constatarla. En esa línea de pensamiento, sugirió acoger sólo la primera frase de la indicación, eliminando la necesidad de acompañar algún documento en el cual conste la personería.

                                             La indicación resultó aprobada, con las modificaciones recién señaladas.
- - -
Número 5°

                                             Requiere que se precise la materia determinada a tratar, con referencia específica a la decisión que se espera obtener, de aquellas señaladas en el artículo 9°. 

 



La Comisión advirtió que “la materia específica” a tratar constituye una exigencia legal, establecida en el artículo 8°, número 1), párrafo segundo, pero que la “referencia específica a la decisión que se espera obtener, en relación con el artículo 5° de la Ley N° 20.730” corresponde a un precepto reglamentario, contemplado en el artículo 10, inciso primero, letra d) del decreto supremo N° 71, de SEGPRES, de 2014. 





Consideró suficiente, al respecto, demandar el cumplimiento de la exigencia legal, por lo que resolvió  pedir que se consigne la materia específica a tratar, pudiendo acompañar la documentación que estime pertinente. 





Para este efecto,  sustituyó el número 5°.

Inciso final





Manifiesta que, para efectuar la solicitud de audiencia o reunión, la Comisión de Ética y Transparencia aprobará un formulario que estará a disposición de los interesados en el sitio institucional en internet y las dependencias del Senado que indique. El solicitante podrá acompañar la documentación que estime pertinente. 




La Comisión le efectuó modificaciones formales.
- - -
ARTÍCULO 12





Regula las decisiones que puede adoptar el sujeto pasivo sobre la solicitud de audiencia o reunión que ha recibido y que consisten, fundamentalmente, en solicitar al interesado que subsane las omisiones o errores, o  responderla concediendo o denegando la petición, para lo cual fijará lugar, día y hora.




La indicación número 18, del Honorable Senador señor Tuma, recomienda eliminarlo. Es consecuencia de sus indicaciones números 2 y 14, entre otras, que proponen la centralización de todas las comunicaciones entre los solicitantes y los sujetos pasivos en la Oficina de Informaciones del Senado.





Fue rechazada, por los motivos expresados respecto de la indicación número 2.

- - -
Inciso primero





En su primera parte, señala que, en el caso de que advierta que falta parte de la información requerida, o que es necesario aclarar puntos de ella, el sujeto pasivo deberá indicar al interesado que tiene un plazo de cinco días para  subsanar las circunstancias que precisará y que, de lo contrario, la solicitud se tendrá por no presentada.




La indicación número 19, del Honorable Senador señor Zaldívar, intercala, a continuación de la expresión “cinco días”, el vocablo “hábiles”.





La Comisión revisó la justificación del otorgamiento de un plazo determinado, concluyendo que basta con que el sujeto pasivo indique al interesado que debe subsanar las circunstancias que precisará y que, mientras no lo haga, la solicitud se tendrá por no presentada. Juzgó oportuno añadir que esta consecuencia no obsta a que el sujeto activo pueda ser sancionado con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, si concurren los hechos descritos en los artículos 8° y 12 de la ley N° 20.730. 




También consideró prescindible la parte final del inciso primero, la cual permite que los errores de hecho cometidos por el solicitante puedan subsanarse mientras el sujeto pasivo no se hubiera pronunciado sobre la petición de audiencia o reunión. Por consiguiente, optó por suprimirla.





La indicación fue retirada por su autor y el inciso primero quedó sustituido, con los cambios que se acaban de mencionar.

- - -
Inciso tercero





Manifiesta que, si se concede la audiencia o reunión, se deberá fijar lugar, día y hora para ella. Las audiencias o reuniones que se concedan serán presenciales, salvo que los sujetos activo y pasivo convengan en forma expresa realizarla por medio de una conferencia audiovisual a distancia.





En lo que concierne a la primera parte de este inciso, la Comisión se puso en la hipótesis de que fuesen varias las personas o entidades que soliciten una audiencia o reunión. El artículo siguiente, al dar reglas sobre la igualdad de trato, prescribe que ella no se afecta si la audiencia o reunión se fija en forma simultánea para varios solicitantes que desean tratar una misma materia y pretenden obtener una decisión similar. 




Sin embargo, es posible que los solicitantes coincidan en cuanto a la materia a tratar, pero tengan opiniones dispares sobre la misma. Reflexionó que, en tal caso, convendría franquear, asimismo, la posibilidad de que el sujeto pasivo realice una audiencia conjunta cuando sean varios los solicitantes en relación con una misma materia, lo que les informará en su respuesta.




Con el objetivo de incluir esa hipótesis en la primera parte de la norma, la Comisión sustituyó el inciso tercero.
- - -




La indicación número 20, del Honorable Senador señor Quinteros, sugiere intercalar el siguiente artículo:





“Artículo…- Tratándose de audiencias o reuniones que no hayan podido ser programadas en los términos del presente reglamento, el sujeto pasivo deberá requerir, antes de que éstas tengan lugar, la información indicada en dicho precepto.





Esta información deberá anotarse en el registro a que se refiere el artículo siguiente de este reglamento.”.




La Comisión tuvo presente que esta indicación guarda armonía con la número 4, del mismo Honorable Senador, mediante la cual propuso consignar en la definición de audiencia o reunión la circunstancia de que puede tratarse de un encuentro programado o no.





Como se previno en esa oportunidad, la Comisión razonó que no es legalmente aceptable suprimir la exigencia de programación de la audiencia o reunión, pero estuvo de acuerdo en reexaminar la mejor manera de abordar la situación de hecho que se genera para un parlamentario al verse enfrentado a una suerte de audiencia o reunión no programada.





Luego de debatir ampliamente el tema, llegó a la conclusión de que la conducta del sujeto activo, al obviar el cumplimiento de las exigencias legales, no puede liberarlo de las consecuencias que tendría haberse sometido a ellas. Si el sujeto activo que observa el procedimiento establecido, en cuanto a presentar la solicitud y concurrir a la audiencia o reunión a la que se le cita para ejercer la actividad de lobby o gestión de interés particular quedará inscrito en el Registro de audiencias y reuniones y, consiguientemente, en el Registro de lobbistas y gestores de intereses particulares si no lo estuviere, tales efectos deberían producirse de igual manera respecto de quien omite sujetarse a las disposiciones correspondientes. 





En esa línea de reflexión, hizo suya la propuesta contenida en el inciso final de la indicación número 20, en el sentido de que esta información deberá anotarse en el registro respectivo. Para tal efecto, se inclinó por intercalar un nuevo artículo, a continuación del artículo 14, que da normas sobre la incorporación al registro de audiencias y reuniones de aquellas sostenidas de conformidad a los preceptos legales y reglamentarios.





El artículo 15, nuevo, ordena la incorporación al Registro de las actividades no programadas de lobby o gestión de intereses particulares. Señala, al efecto, que si se hicieren a un Senador planteamientos que estime constitutivos de lobby o de gestión de intereses particulares sin previa solicitud de audiencia o reunión, incorporará en el Registro de audiencia y reuniones el encuentro en que su interlocutor se los efectuó, con los datos que obren en su poder, e informará al interesado, dentro de los diez días hábiles siguientes.




La indicación número 20 resultó aprobada, con las modificaciones reseñadas.
- - -
ARTÍCULO 13






Desarrolla el deber de igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades que soliciten audiencia sobre una misma materia, que impone a todos los sujetos pasivos el artículo 11 de la ley N° 20.730. 




La indicación número 21, del  Honorable Senador señor Tuma, lo suprime.




La Comisión tomó nota que la propuesta obedece, simplemente, a que dicho deber fue incluido por el autor en la indicación número 14, como uno de los elementos que debía considerar el sujeto pasivo para conceder o negar la solicitud e informar su decisión a la Oficina de Informaciones, quien la comunicaría al interesado.





En dicha indicación se expresaba que la decisión del sujeto pasivo debe tomarse “respetando siempre el principio de la igualdad de trato y de la no discriminación arbitraria y considerando la necesidad de informarse de modo equilibrado sobre los diversos puntos de vista relacionados con la materia específica de que se trata”.





Sobre el particular, la Comisión consideró que la importancia de este mandato, así como la variedad de situaciones que pueden presentarse en relación con su cumplimiento, aconseja mantener un desarrollo más explícito, como el que recoge el artículo que se comenta.





Por tanto, en armonía con la resolución tomada sobre la indicación número 14, desechó igualmente la que se analiza.

- - -
Inciso primero





En su primera parte, declara que los sujetos pasivos no se encuentran obligados a conceder las audiencias o reuniones solicitadas, pero deberán mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades que soliciten audiencias sobre una misma materia.




Si bien es efectivo que los sujetos pasivos pueden negarse a otorgar audiencias o reuniones, la Comisión estimó que el desarrollo del principio de igualdad de trato debería comenzar de forma propositiva, en lugar de hacerlo con una negación.





Por ello, sustituyó el inciso, para iniciarlo expresando que los sujetos pasivos deberán mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades que soliciten audiencias sobre una misma materia.
- - -
Inciso segundo






Advierte que la vigencia del deber de igualdad de trato no obsta a negar audiencia a los sujetos que no cumplan las obligaciones señaladas en el artículo 11 ni subsanen sus deficiencias en el plazo aludido en el inciso primero del artículo 12.





La Comisión adecuó esta última referencia, como consecuencia de la supresión del referido plazo, en términos de disponer que los sujetos pasivos deberán negar audiencia a quienes no proporcionen la información señalada en el artículo 10 o mientras no subsanen las deficiencias que tuviese la solicitud.




Junto a esas negativas, que recaen sobre  solicitudes concretas, la Comisión creyó conveniente incorporar en forma expresa la posibilidad de que los sujetos pasivos se nieguen a otorgar audiencias o reuniones en relación con una o más materias determinadas o, si ya hubiesen concedido algunas, a suspender su otorgamiento.  





Esta resolución, naturalmente, deberán informarla a los solicitantes, expresando sucintamente sus motivaciones, como el hecho de haberse formado opinión al respecto, los compromisos de su agenda de actividades u otras razones que no afecten el principio de igualdad de trato




La sustitución del inciso segundo se hace cargo de las enmiendas reseñadas.
- - -
Inciso tercero





Expone que la igualdad de trato comprende el deber de los sujetos pasivos de considerar a los requirentes de audiencia o reunión con respeto y deferencia, concediendo a éstos un tiempo adecuado para exponer sus peticiones.




La Comisión fue de parecer que, frente a estas exigencias formales, casi de cortesía, es más que suficiente la noción sustantiva que se consagra en el inciso primero, en el sentido de resolver las solicitudes considerando siempre la necesidad de informarse de modo equilibrado sobre los diversos  puntos de vista relacionados con la materia específica de que se trata.





Por esta razón, el inciso fue suprimido.
- - -
Incisos cuarto y quinto






El inciso cuarto declara que no se afecta la igualdad de trato si la audiencia o reunión se fija en forma simultánea para varias personas, organizaciones o entidades que, de acuerdo a sus solicitudes, desean referirse a una misma materia y pretenden obtener una decisión similar, quienes podrán nombrar un vocero común.






Por su parte, el inciso quinto establece que tampoco se entenderá que se afecta la igualdad de trato si el sujeto pasivo, por razones fundadas, al aceptar la solicitud, encomienda la asistencia a la respectiva audiencia o reunión a otro sujeto pasivo del Senado que se desempeñe bajo su dependencia. En este caso, aquélla deberá consignarse en el registro de audiencias y reuniones de ambos, con la mención de haber sido encargada.





En atención a que ambos preceptos previenen sobre casos en los cuales no cabe juzgar afectada la igualdad de trato, la Comisión resolvió conformar un solo inciso con ambos, dividido en dos letras.

- - -




La Comisión se detuvo en el artículo 6° que la Honorable Cámara de Diputados aprobó en general, en el cual se da normas sobre el acceso y circulación de los sujetos activos en las dependencias de la Cámara de Diputados. 





Ese precepto dispone que los sujetos activos de la ley N° 20.730 solo podrán ingresar a la Cámara de Diputados con la finalidad de asistir a las audiencias o reuniones que se les hubieren concedido con anterioridad, debiendo retirarse una vez concluidas.




Contempla, además, reglas para el registro e identificación de los asistentes a sesiones de Comisiones que no sean funcionarios de la Cámara de Diputados, del Senado o de la Biblioteca del Congreso Nacional, así como de los trabajadores de los diputados y de los comités que asistan regularmente a las sesiones de Comisión como asesores.




La Comisión coincidió en que la regulación del lobby y las gestiones de intereses particulares, reflejada especialmente en la celebración de audiencias y reuniones, debe ir acompañada de normas sobre el acceso, la permanencia y circulación de los sujetos activos en las dependencias institucionales, donde habitualmente se efectuarían. 





No obstante, juzgó que el ordenamiento más adecuado para contemplar tales reglas son las resoluciones internas que rigen el acceso, la permanencia y la circulación de las visitas en los edificios donde funciona el Senado y se desempeñan los sujetos pasivos, que también establecen la forma de identificación de las mismas durante su permanencia y el registro que se deja sobre su ingreso y salida.





En esa medida, fue de parecer de que basta hacer referencia a esa normativa interna. Por tal  motivo, decidió intercalar un artículo 13, nuevo, el cual dispone que el acceso, circulación y permanencia en dependencias institucionales de los sujetos activos de la ley N° 20.730 se regirá por las resoluciones internas que regulan esas materias.
ARTÍCULO 14





Ordena que, una vez que la audiencia o reunión se haya celebrado, el sujeto pasivo debe incorporarla en el Registro de agenda pública, junto a la información que describe.




La indicación número 22, del Honorable Senador señor Tuma, lo sustituye para disponer que, dentro  de los cinco días hábiles, el sujeto pasivo deberá comunicar a la Oficina de Informaciones si se verificó o no la audiencia o reunión solicitada y concedida. En caso de que ésta no se haya verificado, se indicará la razón y, de haberse realizado, se informará de las personas que asistieron, la calidad en que lo hicieron y una descripción general de los temas tratados.





Concluye manifestando que la Oficina de Informaciones, en el más breve plazo, deberá consignar esta información en el Registro de Audiencia Pública.





La Comisión desechó la indicación, por las mismas razones que lo hizo respecto de otras indicaciones del autor orientadas en idéntico sentido. 
- - -
Inciso primero

Encabezamiento





La Comisión estimó que, ya que el artículo se inscribe en el párrafo relativo al Registro de audiencias y reuniones, es preferible hacer referencia en el encabezamiento sólo al Registro, en vez de mencionar genéricamente al Registro de agenda pública, denominación que comprende además los Registros de viajes y de donativos, como señala el artículo 8°.





Por tanto, acordó la sustitución del encabezamiento.
- - -
Número 2°

Letra b)





Contempla la individualización de la persona jurídica a quienes representaron los asistentes a la audiencia o reunión, mediante los siguientes datos: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una empresa extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla; su domicilio; nombre de su representante legal; naturaleza de la persona jurídica y los nombres completos y cédulas de identidad de las personas naturales que integran su directorio u órgano encargado de la administración, si los conociere.




La indicación número 23, del Honorable Senador señor Zaldívar, plantea limitar las menciones a las siguientes: razón social; su RUT, o la indicación de tratarse de una empresa extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla, y su domicilio.




La Comisión aprobó la indicación, siguiendo el criterio acordado al tratar la indicación número 15, del mismo autor.
Letra c)





Señala que, en el caso de entidades sin personalidad jurídica, debe expresarse: su nombre; RUT y giro o descripción de actividades si los tuviere; domicilio  e individualización de representantes o dirigentes, con sus nombres completos y cédulas de identidad.




La indicación número 24, del Honorable Senador señor Zaldívar, exige solamente consignar su nombre; RUT y giro o descripción de actividades si los tuviere, y su domicilio.





Fue acogida, atendida su concordancia con la precedente indicación número 16.
Número 3°





Preceptúa que, al ser incorporada la reunión o audiencia al Registro, debe anotarse la naturaleza de la representación invocada, señalando si es legal, contractual u oficiosa.




La indicación número 25, del Honorable Senador señor Zaldívar, lo limita a la constancia sobre la naturaleza de la representación invocada.




La Comisión la aprobó, teniendo en vista lo resuelto al debatir la indicación número 17.

- - -
Número 5°





Considera la mención de la materia determinada que se trató, con referencia específica a la decisión que se pretendía obtener, de aquellas señaladas en el artículo 9°. 




La Comisión, para guardar simetría con lo resuelto respecto de las exigencias de la solicitud de audiencia o reunión que presentó el lobbista o gestor de intereses particulares, optó porque este numeral se limite a señalar la materia que se trató en la audiencia o reunión, sustituyéndolo para alcanzar tal finalidad.
- - -
Inciso segundo





Establece que los datos reseñados en el inciso anterior deben incorporarse y quedar publicados a más tardar el quinto día hábil siguiente a la celebración de la audiencia o reunión. 




Agrega que, sin perjuicio de lo anterior, dentro de este plazo el sujeto pasivo podrá requerir información aclaratoria a quienes asistieron a la audiencia o reunión, para complementar o corregir la información que será publicada. La persona requerida deberá responder por escrito dentro de cinco días hábiles. Una vez respondido el requerimiento o vencido el plazo, el sujeto pasivo complementará o corregirá la información que haya publicado, si correspondiere.




La indicación número 26, del Honorable Senador señor Zaldívar, cambia la alusión al quinto día hábil, por otra al décimo día hábil.





La Comisión aceptó esa propuesta, que sigue la línea de aumentar moderadamente el plazo para dar cumplimiento a la obligación de incorporar a los registros los datos respectivos. 





Además, estimó que, como el complemento o la corrección de la información que solicite el sujeto pasivo no obsta a su deber de dar cumplimiento al plazo para publicar,  de acuerdo a la parte final de este inciso,  no es preciso regular en forma específica esa situación. En esa virtud, prefirió suprimirla, y circunscribir el inciso segundo al mandato de que  los datos deben incorporarse al registro a más tardar el décimo día hábil siguiente a la celebración de la audiencia o reunión.




La indicación resultó aprobada, con las modificaciones descritas.

- - -




La Comisión reparó en que, para presentar la solicitud de audiencia o reunión, es preciso individualizar, por una parte, las personas que solicitan la audiencia o reunión y las que asistirán a ella, mediante su nombre completo y número de cédula nacional de identidad o número de pasaporte, en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.





Es necesario, igualmente, la individualización de la persona, organización o entidad a quienes representan. En el caso de personas naturales, mediante la información sobre su nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena. Tratándose de personas jurídicas, proporcionando, entre otros datos, su razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una persona extranjera sin RUT y, si fuesen entidades sin personalidad jurídica, indicando asimismo su nombre, RUT y giro o descripción de actividades, si los tuviere.




Concordó en que esa información es útil para ilustrar de mejor manera la decisión que se debe adoptar sobre el otorgamiento o denegación de la audiencia o reunión pedida y, en el evento de que se acceda a ella, para incorporar los datos en el registro correspondiente.





No obstante, le preocupó la circunstancia de que, de acuerdo a diversas decisiones del Consejo para la Transparencia, proporcionar datos como el RUN, nombre completo, estado civil, los hijos asociados a un RUN, etc., “implica la entrega de datos personales de todas las personas inscritas en la base de datos, sin contar con su consentimiento previo, atendida la protección que de ellos hace la Ley N° 19.628. Al respecto, conforme con lo preceptuado en el artículo 20 de la Ley de Transparencia, por tratarse de datos personales cuya divulgación pudiere eventualmente afectar derechos de terceros, deberá comunicarse por carta certificada, a la o las personas a las que se refiere o afecta la información correspondiente, la facultad que le asiste de oponerse a la entrega de los documentos solicitados.”




La protección de la ley N°19.628, de acuerdo al mismo Consejo, se extiende hasta la muerte, “por cuanto una persona fallecida no es titular de datos personales, a la luz de su definición contenida en el artículo 2°, letra ñ), de dicho cuerpo legal, pues como consecuencia del hecho jurídico de la muerte ha dejado de ser persona, según se colige de los artículos 55, 74 y 78 de nuestro Código Civil”. Ello, sin perjuicio de que proceda “cualquier otra forma de protección de los datos de los fallecidos, en especial la causa de su muerte. Lo anterior, pues tratándose de la honra del fallecido existen una serie de disposiciones en las que ésta se proyecta como un derecho propio de sus familiares, considerando que su memoria constituye una prolongación de dicha personalidad, protegida y asegurada como parte de la honra de la familia.” 





No obstante, el Consejo previene que, ya en anteriores pronunciamientos,  ha señalado “que, aún en el caso de personas naturales, en que la calidad de deudor sea un dato personal a la luz de lo dispuesto en el artículo 2°, letra f), de la Ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, las deudas tributarias constituyen el reflejo de cargas públicas, cuyo cumplimiento tiene un evidente interés público que justifica su publicidad. Además, se precisó que el mismo razonamiento resulta aplicable respecto de los deudores que son personas jurídicas, respecto de las cuales no les resulta aplicable la protección establecida en la Ley N° 19.628, antes mencionada.” 





A la luz de esas reflexiones, el Rol Unico Nacional, extendido por el Servicio de Registro Civil e Identificación, que para las personas naturales constituye al mismo tiempo su Rol Unico Tributario, así como la cédula nacional de identidad y el pasaporte, constituyen documentos que contienen datos personales, los cuales, de conformidad a la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, no pueden divulgarse sin el consentimiento previo de sus titulares.




Por tal motivo, la Comisión coincidió en la necesidad de incluir un precepto que advierta que, no obstante que se cuente con dichos datos por haber sido proporcionados al sujeto pasivo para la finalidad específica de solicitarle una audiencia o reunión, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.




En esa virtud, agregó un inciso final a este artículo.
- - -
ARTÍCULO 15
                                            Enuncia la información que los sujetos pasivos deben incorporar en el Registro de agenda pública sobre los viajes que realicen en el ejercicio de sus funciones.

Inciso primero

                                                 Encabezamiento

                                          Señala que los sujetos pasivos deben incorporar en el Registro de agenda pública la información que sigue en este artículo sobre cada viaje que realicen en el ejercicio de sus funciones, que no sea financiado con cargo a las asignaciones parlamentarias a que alude al artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





La indicación número 27, del Honorable Senador señor Zaldívar, reemplaza el encabezamiento para disponer que los sujetos pasivos deben incorporar en el Registro de agenda pública la información que sigue sobre cada viaje que realicen en el ejercicio de sus funciones y que sea financiado por uno o más sujetos activos.





Como se expuso al reseñar el debate suscitado cuando se analizó la indicación número 6, del mismo autor, ambas se acogieron refundidas, en cuanto a precisar que los viajes que deben registrarse son los realizados por los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones y que sean financiados por uno o más sujetos activos. 





La Comisión advirtió, no obstante, que, como señala el número 4° de este artículo, es posible diferenciar entre la persona o entidad que financia el viaje y aquella que extiende la invitación, sea que solamente la curse o la gestione. 





Para armonizar ambas disposiciones, estuvo de acuerdo en precisar que los viajes objeto de registro son los que efectúen los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones y que sea financiado por uno o más sujetos activos, o cuya invitación sea cursada o gestionada por éstos.





La indicación resultó aprobada, con modificaciones.   




La indicación número 28, del Honorable Senador señor Tuma, intercala en el encabezamiento, a continuación de la expresión “Congreso Nacional”, lo siguiente: “y cuya finalidad haya sido la realización de actividades de lobby o representación de intereses de terceros por parte de personas, empresas u organizaciones no gubernamentales chilenas y extranjeras”.





La Comisión estimó que la finalidad de la indicación es similar a la que persigue la indicación número 27, recién aprobada, en orden a focalizar la obligación de registro en los viajes que efectúan los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones y que sean financiados por lobbistas o gestores de intereses particulares o correspondan a invitaciones cursadas o gestionadas por éstos. 





En esa medida, fue de opinión de que la fuente de financiamiento o, en su caso, el origen de la invitación, describe suficientemente el marco en que se efectúan tales desplazamientos.





La indicación fue rechazada.
- - -
Número 1°




Manifiesta que se debe incorporar en el registro el destino del viaje, con especificación de las ciudades y países visitados si fuera el caso.





La Comisión tuvo presente que el artículo 8°, número 2), segundo párrafo, de la ley N° 20.730, obliga a publicar “el destino del viaje”, por lo que acordó seguir ese mandato, excluyendo la parte final del número 1°. 





En consecuencia, reemplazó el numeral por otro que ordena consignar “su destino”.

Número 2°




Dispone que debe mencionarse en el Registro el objeto del viaje, lo que, por razones de redacción, la Comisión sustituyó por “su objeto”.

Número 3°





Exige consignar el costo total en moneda nacional, desglosado conforme a los distintos ítemes cubiertos, si se cuenta con dicha información.




La Comisión tuvo en cuenta que es posible que los datos que se mencionan, debido al origen y financiamiento del viaje, no sean conocidos por el sujeto pasivo. 





Como la ley requiere expresar el costo total, para facilitar el cumplimiento de ese mandato estuvo de acuerdo en manifestar que se debe indicar el costo total estimado en moneda nacional, desagregado en pasaje, alojamiento u otros, si contare con la información.
Número 4° 




Pide la individualización de la persona, organización o entidad que financió el viaje y de quien extendió la invitación respectiva, si fueran distintos, mediante sus nombres o razón social.
                                            La Comisión tuvo en cuenta que, en el pasado, se ha conocido invitaciones de empresas extranjeras, que incluso contaban con el respaldo de los respectivos Gobiernos, para conocer el nivel de desarrollo que tenían algunas actividades económicas en sus respectivos países.

                                           Por tal motivo, aunque en rigor fuese innecesario, al tenor de las definiciones de lobby, gestión de interés particular y lobbista 
que contempla el artículo 2° de la ley N° 20.730, estimó conveniente reiterar que estas gestiones o actividades pueden ser ejercidas tanto por personas chilenas como extranjeras.

                                           Considerando, además, la distinción que es dable efectuar entre quien financia el viaje y quien cursa o gestiona la invitación, decidió recabar  la individualización de la persona natural, jurídica o entidad sin personalidad jurídica, chilena o extranjera, que financió el viaje y de quien cursó o gestionó la invitación respectiva, si fueran distintas, mediante sus nombres o razón social.
                                          El número 4° fue sustituido en la forma que se acaba de mencionar.
Número 5°

                                             Exige la mención de la fecha y duración del viaje.




La Comisión observó que este dato no es requerido por el artículo 8°, número 2), segundo párrafo, de la ley N° 20.730, de modo que optó por suprimirlo como información obligatoria.
- - -



La indicación número 29, del Honorable Senador señor Tuma, recomienda intercalar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:




“Se excluyen del deber de informar, los viajes realizados con cargo a actividades académicas o invitaciones oficiales de gobiernos extranjeros, cuando estos tengan fines esencialmente políticos, como asimismo la participación en misiones o visitas oficiales del Estado de Chile.”.




La Comisión consideró que, desde el momento en que la propuesta contenida  en este informe sólo pide registrar los viajes realizados en ejercicio de las funciones y financiados por sujetos activos, o que correspondan a invitaciones cursadas o gestionadas por éstos, las actividades que señala la indicación sólo podrían ser constitutivas de lobby o de gestión de interés particular, conforme a la definición del artículo 2° de la ley N° 20.730,  cuando su objeto sea influir en las decisiones que, en ejercicio de sus funciones, deban adoptar los sujetos pasivos que señala la ley, a saber las autoridades y funcionarios nacionales.  De otro modo, quedan excluidas del ámbito de aplicación del mencionado cuerpo legal.  





Por otro lado, si la publicidad del viaje compromete el interés general de la Nación o la seguridad nacional, existe el mecanismo de rendición de cuenta reservada que establecen los dos últimos incisos del artículo 8° de la misma ley y que desarrolla el artículo 7° del reglamento que se propone en este informe, el cual considera incluso la posibilidad de efectuar una consulta previa a la Comisión de Ética y Transparencia.





En esa medida, fue de opinión que las situaciones que se plantean en la indicación deben reconducirse a la aplicación de las reglas generales ya descritas.





Consecuentemente, la indicación fue desechada. 
Inciso segundo





Expresa que los sujetos pasivos podrán agregar los datos adicionales que estimen conveniente. La información deberá consignarse en el plazo máximo de cinco días hábiles, contado desde la realización del viaje o desde la fecha en que reasuman sus funciones, si esto último ocurriera con posterioridad.




La indicación número 30, del Honorable Senador señor Zaldívar, sustituye el plazo de “cinco días hábiles” por el de “diez días hábiles”.





La Comisión estuvo de acuerdo con la indicación, que extiende el criterio de ampliar el plazo inicialmente previsto para incorporar la información al registro, postulado en indicaciones del mismo autor ya aceptadas.





Sin perjuicio de lo anterior, por consideraciones de forma resolvió separar este inciso en dos, dejando el primero para la posibilidad de que  los sujetos pasivos agreguen la información adicional que estimen conveniente y el restante para el plazo en que debe consignarse la información y la fecha desde la cual empieza a computarse, de la cual se dejará constancia.





En los términos expresados, la indicación fue aprobada con modificaciones.

Inciso tercero





Establece que, en todo caso, se incluirán los viajes que, total o parcialmente, correspondan a invitaciones de una persona natural o jurídica que tenga la calidad de lobbista o gestor de intereses particulares, de acuerdo a la nómina sistematizada que tenga a disposición del público el Consejo para la Transparencia.




La indicación número 31, del Honorable Senador señor Zaldívar, sugiere suprimirlo.




La Comisión observó que dicha propuesta es consecuencia de las indicaciones números 2 y 27, del mismo autor, ambas aprobadas y refundidas, que puntualizan que los viajes sujetos a la obligación de registro son solamente los que efectúan los sujetos pasivos en ejercicio de sus funciones y que sean financiados por uno o más sujetos activos, o que obedezcan a invitaciones cursadas o gestionadas por ellos. En esa medida, efectivamente el inciso pierde razón de ser.




La indicación fue aprobada, en forma unánime.

- - -





Tal como resolvió al tratar el artículo 14, donde se regula la información que debe incorporarse al registro de audiencias o reuniones, la Comisión decidió incluir un inciso nuevo, que establece que, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.




Además, como se expuso al tratar la indicación número 6, agregó un inciso final, de acuerdo con el cual los otros viajes que los sujetos pasivos realicen en el ejercicio de sus funciones se publican en la página en internet del Senado de acuerdo a la reglamentación institucional.
- - -

ARTÍCULO 16





Menciona los datos que los sujetos pasivos deben incorporar en el registro de donativos.





La indicación número 32, del Honorable Senador señor Tuma, lo sustituye para ordenar que los sujetos pasivos de lobby informarán mensualmente a la Oficina de Informaciones, para su publicación en el Registro de Donativos, la recepción de cualquier objeto o servicio que tenga un valor estimado superior a una unidad tributaria mensual, señalando la persona u organización que lo realizó.





Añade que se excluyen de la obligación de información los obsequios, presentes, diplomas o recuerdos entregados por órganos o servicios públicos, organizaciones sin fines de lucro, tales como organizaciones comunitarias funcionales y territoriales, clubes deportivos, sindicatos y establecimientos de educación en cualquiera de sus niveles.




La Comisión advirtió que la indicación es consecuente con la propuesta formulada por su autor en indicaciones precedentes, en el sentido de radicar en la Oficina de Informaciones el cumplimiento de las obligaciones que la ley hace recaer sobre los sujetos pasivos. 




Por otro lado, la exclusión de registro para los donativos de valor inferior a una unidad tributaria mensual coincide con lo aprobado por la Comisión en el primer informe. En lo que atañe a excluir aquellos que provengan de determinados organismos, la Comisión consideró que, normalmente, quedarán comprendidos en el monto ya aludido, que fija un parámetro objetivo. No juzgó conveniente discriminar solamente en cuanto a la naturaleza del donante, sin establecer límites respecto del valor de los obsequios o regalos que efectúe.





Resultó desechada, por unanimidad.






- - -
Inciso primero

Encabezamiento




Señala que los sujetos pasivos deberán incorporar los datos que siguen en el Registro.




La Comisión tomó conocimiento de que la Honorable Cámara de Diputados es partidaria de trasladar el contenido del inciso segundo del artículo 17 a este encabezamiento, a fin de fijar de inmediato el ámbito que comprenderá el registro. Ese precepto permite eximir de la incorporación en el Registro a aquellos donativos cuyo valor no exceda de una unidad tributaria mensual, y precisa que este valor se estimará por el precio de mercado que tenga el bien, o el conjunto de bienes que se hayan recibido de una persona, organización o entidad dentro del mismo mes.





Al respecto, no le mereció objeciones el aludido cambio de ubicación y refundió ambas normas, sustituyendo el encabezamiento en términos de expresar que los sujetos pasivos deberán incorporar los datos que siguen en el Registro, en relación con los donativos que reciban cuyo valor exceda de una unidad tributaria mensual, estimado por el precio de mercado que tenga el bien.
Número 1°




Obliga a singularizar el donativo recibido, con mención de la clase o categoría a que pertenece. Añade que, para este efecto, la Comisión de Ética y Transparencia podrá establecer una nomenclatura común.




La Comisión redujo el mandato a singularizar el donativo recibido, por cuanto es la exigencia contenida en el artículo 8°, número 3), segundo párrafo, de la ley N° 20.730.
Números 2° y 3°





Requieren que se indique la fecha y lugar de recepción, así como la ocasión en que ésta se produjo, respectivamente.





Fueron sustituidos por un nuevo número 2°, que señala la fecha y la ocasión en que se produjo su recepción, de acuerdo a lo previsto en la disposición legal recién citada.
Número 4°





Manifiesta que los sujetos pasivos deberán incorporar en el Registro la expresión de la persona, organización o entidad que hizo tradición  del donativo,  individualizada mediante su nombre o razón social.




La Comisión, teniendo en vista lo preceptuado en la antes aludida norma legal, optó por reemplazar este número, que pasa a ser número 3°, a fin de pedir la individualización de la persona, organización o entidad a nombre de quien se hace entrega del donativo.





- - -
Inciso segundo





Expresa que los sujetos pasivos podrán añadir los datos adicionales que estimen conveniente. La información deberá incorporarse en el Registro en el plazo máximo de cinco días hábiles, desde la recepción del donativo o desde la fecha en que el sujeto pasivo reasuma sus funciones, si fuera posterior, por haberlo recibido fuera del lugar de su desempeño habitual.





La indicación número 33, del Honorable Senador señor Zaldívar, aumenta el plazo de cinco días hábiles a diez días hábiles.




La Comisión aprobó la indicación, como lo hizo en su momento con otras del mismo autor en igual sentido. 





Sin perjuicio de ello, por motivos formales, resolvió separar el inciso en dos incisos nuevos, con ligeros cambios.
Inciso final





Obliga a incluir, en todo caso, los donativos de una persona natural o jurídica que tenga la calidad de lobbista o gestor de intereses particulares, de acuerdo a la nómina sistematizada que tenga a disposición del público el Consejo para la Transparencia.




La Comisión suprimió esta regla, como lo hizo respecto de la contenida en el artículo precedente.





- - -




La Comisión incorporó además un nuevo inciso final, similar al explicado respecto del artículo 14, en orden a que, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.





- - -
ARTICULO 17





Excluye del registro dos grupos de donativos: los gestionados o aceptados por los Senadores para ser entregados inmediatamente a terceros, en las condiciones que señala, y aquellos cuyo valor no exceda de una unidad tributaria mensual. 




La indicación número 34, del Honorable Senador señor Tuma, plantea eliminarlo.




La Comisión tomó nota de que la propuesta, en el fondo, sólo persigue la eliminación del primer tipo de exclusiones, ya que la indicación número 32, del mismo autor, mantenía el restante, al obligar a registrar sólo los donativos de valor superior a una unidad tributaria mensual.





Sobre ese planteamiento, reflexionó en que, como se expuso en el primer informe, en rigor no constituyen donativos aquellos que no se incorporan al patrimonio de quien los recibe como mero depositario.





Algunos señores miembros de la Comisión sostuvieron que, si bien ello es efectivo, median razones de transparencia que aconsejan, al contrario de lo previsto en el primer informe, que se registren, con la expresión de la finalidad a que están destinados. Eso permitirá a la opinión pública conocer con certeza lo que ocurra con tales donativos.





Después de un exhaustivo análisis, la Comisión se inclinó por aceptar ese punto de vista, estableciendo que los donativos que no se incorporen al patrimonio de los  Senadores también se incluirán en el Registro cuando hayan sido gestionados o aceptados, conocida o públicamente, con el solo propósito de ser entregados a terceros, a fin de colaborar en una emergencia, contribuir como ayuda social u otros motivos relacionados con su función de representación.




En los términos descritos, al pasar a ser un donativo obligado a registro, le pareció de mayor sistematicidad incorporar esa regla como inciso final del artículo precedente.

Inciso segundo





Permite eximir de la incorporación en el Registro a aquellos donativos cuyo valor no exceda de una unidad tributaria mensual. Este valor se estimará por el precio de mercado que tenga el bien, o el conjunto de bienes que se hayan recibido de una persona, organización o entidad dentro del mismo mes.




La indicación número 35, del Honorable Senador señor Quinteros, recomienda sustituirlo, para establecer, en primer lugar, que los donativos no podrán exceder el valor de tres unidades tributarias mensuales sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral. Enseguida, reduce el monto de los donativos que pueden eximirse de la incorporación en el registro a media unidad tributaria mensual. Por último, conserva la frase final, pero ampliada a los dos valores descritos en forma precedente.





En relación con la primera propuesta, la Comisión tuvo presente que la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, publicado el 17 de noviembre de 2001, en su artículo 62, número 5, prohíbe los donativos como regla general, salvo los oficiales y protocolares y aquellos que autoriza la costumbre como manifestaciones de cortesía y buena educación.  A estos, precisamente, se refiere la ley N° 20.730, cuando da reglas sobre su registro.





Ninguno de esos dos cuerpos legales fija un valor máximo para la recepción de tales donativos. Se explica porque constituye, por un lado, una limitación para el donante pero, por otra, origina el deber de rechazo por parte de aquel a quien está destinado, lo cual, en el caso especialmente de aquellos de carácter oficial o protocolar, puede generar situaciones prácticas complejas. De allí que el legislador haya optado  simplemente por permitirlos, sin condicionar su recepción a un valor máximo.





El establecimiento de un límite, por vía reglamentaria, sólo para los sujetos pasivos del Senado o del Congreso Nacional, se aparta del criterio que seguiría rigiendo para la generalidad de las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado, lo que la Comisión no juzgó conveniente.





Tampoco consideró adecuada la aparente salvedad que se hace a la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, puesto que regula aportes de una naturaleza y finalidad diferente a la de los donativos oficiales, protocolares o autorizados por la costumbre como manifestaciones de cortesía y buena educación. 




En lo que concierne a la idea de reducir de una a media unidad tributaria mensual el monto de los donativos que pueden eximirse de la incorporación en el registro, tuvo en cuenta que el valor de la unidad tributaria durante el mes de noviembre en curso es de $42.770, que subirá a $43.198 por el mes de diciembre. Conforme a la propuesta, deberían registrarse todos los donativos que en noviembre excedieran de $ 21.385 y en diciembre de $21.599. 





Con independencia del potencial aumento de donativos que deberían ser registrados, la Comisión se detuvo en analizar si, atendida la finalidad declarada que persigue la ley N° 20.730 de dar publicidad a la actividad de lobby y demás gestiones que representen intereses particulares, podría estimarse razonablemente que la conservación del monto máximo de $42.770 constituiría un motivo eficiente para influir en la decisión que le corresponda adoptar al sujeto pasivo en el ejercicio de sus funciones y que, en cambio, no lo sería la cantidad máxima de $21.385.





Concluyó que el valor máximo de una unidad tributaria mensual resulta prudente, teniendo en vista, además, la precaución que toma el proyecto, en el sentido de que el monto del donativo debe estimarse de acuerdo al precio de mercado.




En esa medida, desechó la indicación número 35 por unanimidad, ratificando la fusión de este inciso con el encabezamiento del artículo precedente.





A la luz de los acuerdos expresados, la indicación número 34, del Honorable Senador señor Tuma, que propone eliminar este artículo, resultó aprobada.
ARTICULO 19





Regula la incorporación previa o voluntaria al Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares.






- - -
Inciso primero

Encabezamiento





Manifiesta que quienes deseen desempeñar actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante los sujetos pasivos deben solicitar su inscripción en el Registro a la Comisión de Ética y Transparencia, proporcionando la información básica que enuncia.




La Comisión introdujo ligeros cambios formales en el encabezamiento, en forma unánime.

Número 1°

Letra b)




Plantea que, en  el caso de personas jurídicas solicitantes, deben ser individualizadas mediante los siguientes datos: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una empresa extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla; su domicilio; nombre de su representante legal; naturaleza de la persona jurídica; los nombres completos y cédulas de identidad o pasaporte de las personas naturales que integran su directorio u órgano encargado de la administración; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.




La Comisión, por razones de coherencia interna del reglamento que se propone, decidió reducir los datos que se deben entregar, en términos similares a los acordados respecto de los artículos 10 y 14, vale decir, los necesarios para solicitar una audiencia o reunión y para incluirla en el registro respectivo.





Compartió también la opinión de la Honorable Cámara de Diputados, fundada asimismo en motivos de sistematización, de incluir, en esta letra b), la posibilidad de requerir a las personas jurídicas información respecto de su estructura y conformación que no tenga carácter confidencial o estratégico, prevista en el inciso segundo de este artículo.
                                             En esa virtud, resolvió sustituir la letra b), para establecer que los datos que deben proporcionar las personas jurídicas son: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una empresa extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla; información respecto de su estructura y conformación, que no tenga carácter confidencial o estratégico; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.





En el párrafo siguiente de la misma letra, se agrega que se entenderá que tiene carácter confidencial o estratégico la información que, en caso de ser revelada, podría influir claramente en su posicionamiento en el mercado o afectar negativamente su competitividad.
Letra c)





Exige señalar, en el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre; RUT y giro o descripción de actividades si los tuviere; domicilio; individualización de representantes o dirigentes, con sus nombres completos y cédulas de identidad o pasaporte; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.




La Comisión limitó la información a entregar al nombre; RUT y giro o descripción de actividades si los tuviere; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.





- - -




La Comisión tomó conocimiento de que, en su primer informe, la Comisión de Ética y Transparencia de la Honorable Cámara de Diputados fue partidaria de que las personas que deseen desempeñar actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante los sujetos pasivos de esa Corporación, al solicitar su inscripción en el Registro, informen sobre los siguientes aspectos:





a) Materias o áreas en que dicha persona natural o jurídica desarrolla actividades de lobby o gestión de intereses particulares.





b) Personas, organizaciones o entidades representadas por ella en los últimos dos años.





c) Personas que forman parte de su personal que hayan desempeñado cargos públicos de elección popular, de confianza exclusiva del Presidente de la República o sometidos al sistema de Alta Dirección Pública en los últimos cinco años, especificando los cargos y períodos de desempeño.





La Comisión recordó que, de conformidad al inciso final del artículo 13 de la ley N° 20.730, el proyecto que se informa es el llamado a establecer los procedimientos, plazos, antecedentes e informaciones requeridas para practicar las inscripciones en este registro.





En esa medida, consideró que los antecedentes e informaciones recién enunciados contienen algunos elementos de interés para la conformación adecuada del contenido del registro. Luego de evaluarlos, fue partidaria de intercalar dos numerales nuevos.





El primero, que será nuevo número 3°, apunta a describir el ámbito en que el solicitante desarrolla sus actividades, pidiendo que señale las materias o áreas en que desarrolla actividades de lobby o gestión de intereses particulares.





El segundo, nuevo número 4°, requiere la individualización de las personas que forman parte de su equipo de trabajo y que desempeñarán actividades en dependencias de la Corporación o ante sujetos pasivos de la misma. De esta manera se pretende dar visibilidad a las personas naturales por medio de las cuales actuará el peticionario, sea ejerciendo directamente lobby o gestión de intereses particulares u otras actividades relacionadas, como la recopilación  de información. La transparencia de esa información se solicita en cuanto sea atingente al Senado, porque las personas aludidas se desenvolverán en dependencias institucionales o porque lo harán ante sujetos pasivos del mismo.





Los nuevos números 3° y 4° se aprobaron en forma unánime, pasando los actuales 3° y 4° a ser 5° y 6°, respectivamente.






- - -
Inciso segundo





Señala que la Comisión aprobará un formulario que estará a disposición de los interesados en el sitio en internet institucional y en las dependencias del Senado que determine. A las personas jurídicas se les podrá solicitar información respecto de su estructura y conformación, que no tenga carácter confidencial o estratégico. Se entenderá que lo tiene aquella que, en caso de ser revelada, podría influir claramente en su posicionamiento en el mercado o afectar negativamente su competitividad.





Cabe destacar que, en virtud del acuerdo adoptado respecto de la letra b) del número 1° del artículo anterior, en el sentido de incluir en ese precepto la posibilidad de requerir a las personas jurídicas información respecto de su estructura y conformación que no tenga carácter confidencial o estratégico, el inciso segundo de este artículo queda reducido a su primera parte.
Inciso tercero





Expone que la Comisión podrá recabar los antecedentes que considere necesarios, procurando no afectar la economía procedimental ni la celeridad del procedimiento. Encontrándose la solicitud en forma, la Comisión ordenará inscribir en el Registro al interesado, a quien le comunicará la decisión.





La Comisión consideró que la primera parte es innecesaria, por lo que decidió eliminarla.





La indicación número 36, del Honorable Senador señor Zaldívar, sustituye el inciso para efectuar dos modificaciones en su parte final. Consisten en otorgar el plazo de treinta días corridos desde la presentación para que la Comisión ordene inscribir en el Registro al interesado, y  en precisar que le comunicará la decisión por medio del correo electrónico que éste señale en su presentación.




La Comisión prefirió consignar el plazo de diez días hábiles para ordenar la inscripción en el Registro, una vez que se encuentre la solicitud en forma. Por otra parte, acogió la idea de señalar en este inciso que la comunicación al interesado se hará por medio de su correo electrónico, lo que estaba previsto en el inciso final. 





Se acogió la indicación, con modificaciones.

Inciso cuarto





Indica que las actuaciones a que de lugar este procedimiento quedarán asentadas en el sitio del Senado en internet, sin perjuicio de las notificaciones que se efectúen a los solicitantes por medio del correo electrónico que señalen en su presentación.





La indicación número 37, del Honorable Senador señor Zaldívar, plantea eliminar la frase “que señalen en su presentación”, trasladada al inciso precedente en virtud de la indicación número 36.




Resultó aprobada en los mismos términos.





- - -




La Comisión, en concordancia con lo resuelto con anterioridad sobre la restricción para difundir información relativa a datos personales, incorporó un inciso final, nuevo, de acuerdo con el cual no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.





- - -
ARTÍCULO 20





Contempla la incorporación automática o de oficio al Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares.





Dispone que la Comisión de Ética y Transparencia incorporará en dicho Registro a las personas que los sujetos pasivos hayan incluido en el Registro de agenda pública como sujetos activos, por haber desarrollado actividades de lobby o de gestión de intereses particulares en las audiencias o reuniones efectuadas con ellos.





Añade que dicha Comisión podrá recabar los antecedentes necesarios para completar la información señalada en el formulario de incorporación a este Registro, si no fuere suficiente la consignada en el o los Registros de agenda pública de los sujetos pasivos correspondientes.  





La indicación número 38, del Honorable Senador señor Tuma, lo reemplaza para expresar que la Oficina de Informaciones incorporará en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares a las personas que los sujetos pasivos mencionados en el artículo 5° hayan incluido en el Registro de agenda pública como sujetos activos, por haber desarrollado actividades de lobby o de gestión de intereses particulares en las audiencias o reuniones efectuadas con ellos de manera habitual. Se entenderá que hay habitualidad cuando al menos estas personas hubiesen figurado en tres audiencias o reuniones sobre una misma o distintas materias o temas, con uno o más senadores u otros sujetos pasivos.




Finaliza señalando que la Oficina de Informaciones podrá recabar los antecedentes necesarios para completar los datos señalados en el formulario de incorporación a este Registro, si no fueren suficiente los consignados en el registro de reuniones de los sujetos pasivos correspondientes.




La Comisión advirtió que la indicación contiene un elemento nuevo, que se separa del artículo 13, inciso segundo, de la ley N° 20.730, consistente en que exige la habitualidad para  que una persona que haya desarrollado actividades de lobby o de gestión de intereses particulares en audiencias o reuniones ingrese al Registro correspondiente. En lo demás, la indicación es consecuente con las propuestas anteriores formuladas por el autor en el mismo sentido. 





La indicación fue rechazada. Sin perjuicio de ello, la Comisión efectuó ligeros cambios de forma en el artículo.

ARTÍCULO 21





Da reglas encaminadas a la actualización de los antecedentes que obran en el Registro.

Inciso segundo





Previene que, sin perjuicio del deber de actualización que recae sobre el sujeto activo, la Comisión podrá adoptar de oficio las medidas necesarias para asegurar la actualización de la información contenida en el Registro, recabando periódicamente los datos que estime pertinente y verificando la continuidad de su actividad por parte de los inscritos.  En todo caso, acordará la eliminación del Registro cuando conste el fallecimiento de la persona natural o la cancelación, disolución o término, por cualquier motivo, de la persona jurídica inscrita.




La Comisión decidió separarlo en dos incisos, a fin de determinar mejor el alcance de cada uno, sobre todo frente a un período prolongado de inactividad de quien está inscrito.




Respecto de lo establecido en el primero de tales incisos, en especial en lo relativo a verificar la continuidad de su actividad por parte de los inscritos, le pareció útil agregar que, cuando en el Registro de agenda pública no hubiere constancia de actividades, en relación a una persona, organización o entidad inscrita en forma automática en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares, dentro del período de un año, la Comisión la eliminará del Registro, a menos que la interesada manifieste su voluntad de permanecer en él. 





En lo que concierne al segundo, incorporó la eliminación del Registro cuando así lo pida la persona o entidad inscrita respecto de la cual no hubiera constancia de actividad en el Registro de agenda pública, dentro del año inmediatamente anterior a dicha solicitud.
TÍTULO IV

Infracciones y sanciones

- - -




La Comisión tomó nota de que el texto aprobado en general por la Honorable Cámara de Diputados, en su artículo 22, faculta al Presidente de la Comisión de Ética, de oficio o a requerimiento de cualquier persona interesada, para denunciar ante los tribunales en lo penal competentes las infracciones a la ley N° 20.730 que hubieren cometido los sujetos activos con motivo o con ocasión del desarrollo de actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante cualquier sujeto pasivo de la Cámara de Diputados.





En el proyecto  propuesto en el primer informe de esta Comisión, la denuncia de hechos constitutivos de delito está regulada en el artículo 25. Allí se previene que, si la Comisión toma conocimiento, en el ejercicio de sus funciones, de hechos que revistan tales caracteres, lo denunciará al Ministerio Público, conforme al procedimiento previsto en el artículo 66 C de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.




La Comisión acordó contemplar el artículo 25 como nuevo 23, acogiendo las ideas reseñadas para sistematizar las normas sobre denuncia al Ministerio Público.





De acuerdo con ese precepto, será el Presidente de la Comisión de Ética y Transparencia, previo acuerdo de la Comisión, el llamado a denunciar:




a) Los delitos cometidos por los sujetos activos con motivo o con ocasión del desarrollo de actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante cualquier sujeto pasivo del Senado, y





b) Los demás delitos de los cuales la Comisión tome conocimiento en el ejercicio de sus funciones.

ARTÍCULO 22




Recoge las conductas descritas y sancionadas en el artículo 19 de la ley N° 20.730.





Señala, en primer lugar, que a los sujetos pasivos que no informen o incorporen los datos requeridos para el Registro de agenda pública dentro del plazo establecido, se les aplicará una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.




Dispone, por otro lado, que la omisión inexcusable de información que deba incorporarse en dicho registro, o la inclusión en él, a sabiendas, de información inexacta o falsa, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales.




La Comisión, para mayor claridad, precisó también en el inciso segundo que las conductas son cometidas por un sujeto pasivo.
ARTÍCULO 23





Contempla el procedimiento que seguirá la Comisión de Ética y Transparencia para conocer y resolver acerca de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior.




La indicación número 39, del Honorable Senador señor Tuma, propone sustituir los incisos primero y segundo para establecer la competencia de la Comisión y permitir, en caso de que un sujeto pasivo estime que ha sufrido agravio por la decisión, deduzca recurso de reposición dentro de quinto día, el que será resuelto dentro de un plazo de 10 días.




La Comisión juzgó que esas reglas son sucintas en extremo y no observan adecuadamente el debido proceso, por lo que desechó la indicación.





Por otra parte, conoció la opinión de la Honorable Cámara de Diputados, favorable a configurar una doble instancia, a diferencia del criterio consagrado en el inciso primero de este artículo, que declara que la Comisión actuará en única instancia. En el texto aprobado en general por dicha Corporación, se señala que las sanciones aplicadas por la Comisión serán reclamables ante la Mesa, dentro de quinto día de su notificación. La Mesa podrá pedir informe a la Comisión, la que deberá evacuarlo dentro de los diez días siguientes a dicho requerimiento. La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la resolución recurrida.




Algunos miembros de la Comisión estimaron que la normativa del Reglamento del Senado supone que ella actúa en única instancia, tanto por el quórum mínimo de cuatro miembros con que debe tomar sus acuerdos, como por la determinación de la reconsideración como único recurso y el deber de respetar y acatar las decisiones de la Comisión que contrae todo Senador al prestar juramento o promesa al asumir su cargo.





Consideraron, además, que no es aplicable al Congreso Nacional lo dispuesto en el artículo 24 de la ley N° 20.730, que permite reclamar las sanciones contempladas en el Párrafo 2° del Título III de dicho cuerpo legal ante la Corte de Apelaciones respectiva, salvo que se establezcan procedimientos especiales. 





No obstante lo anterior, se allanaron a contemplar la posibilidad de reclamo ante la Mesa, siempre que se estableciera como resguardo que, para acoger la reclamación deducida, se requiera la unanimidad de sus integrantes.





Luego de acordada la apertura de esa segunda instancia, la Comisión introdujo otros ajustes en el procedimiento, que la motivaron a sustituir el artículo.
ARTÍCULO 24





Plantea la publicidad de las sanciones aplicadas, para lo cual indica que, una vez que queden ejecutoriadas, las resoluciones de la Comisión de Ética y Transparencia que apliquen alguna de las sanciones a que se refiere el artículo 19 de la ley N° 20.730 se publicarán por el plazo de un mes, asociadas al registro de agenda pública, en el sitio en internet del Senado.





La Comisión efectuó cambios de redacción, que dieron lugar a la sustitución del artículo.

ARTÍCULO 25





Como se expuso en su oportunidad, se trasladó de ubicación y sustituyó, en términos de regular en su conjunto las denuncias que podrán efectuarse al Ministerio Público.
ARTÍCULO TRANSITORIO





Establece que este reglamento comenzará a regir el 29 de noviembre de 2014 y consulta varias situaciones que se podrían producirse en el lapso intermedio.





La Comisión revisó tales preceptos y, atendido el transcurso del tiempo, los redujo a los de mayor importancia, con cambios de redacción.





- - -
MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Ética y Transparencia tiene el honor de proponeros introducir las siguientes modificaciones al proyecto de acuerdo aprobado en general:

Artículo 2°




Agregar el siguiente inciso final:





“Contará con el apoyo de una unidad administrativa dependiente del Secretario de la Comisión.”.

Artículo 3°





Reemplazar el inciso primero por el que sigue:





“Artículo 3°.- Publicidad de los registros. Los registros se llevarán por medio de sistemas informáticos actualizados, cuya información se publicará en el sitio institucional en internet tan pronto sea ingresada al sistema respectivo. Esta información también deberá ser enviada al sitio electrónico especial que llevará el Consejo para la Transparencia, sin perjuicio de los enlaces con el Portal de Transparencia del Estado, el sitio de transparencia del Congreso Nacional y los sitios electrónicos de los senadores.”.

Artículo 4°





Eliminar la letra c), pasando las actuales d) y e) a ser c) y d), respectivamente.

Artículo 5°





Sustituir la letra e) por la que se señala a continuación:





“e) Los asesores legislativos que indique cada Senador y comité en el mes de mayo de cada año, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria. Para estos efectos, son asesores legislativos los contratados directamente para el Senador o comité o por una persona jurídica contratada para el Senador o comité, cualquiera que sea su forma de contratación.”.





Reemplazar la letra g) por la siguiente:





“g) Las personas nombradas o contratadas por el Senado que la Comisión de Ética y Transparencia someta a esta normativa, a solicitud de cualquier persona que lo considere necesario para efectos de transparencia,  debido a su función o cargo y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones. La solicitud deberá presentarse por escrito, identificar al solicitante y  a la persona que se propone incorporar como sujeto pasivo y contener los fundamentos que constituyan las causales legales para considerarla en esa calidad. La Comisión deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días hábiles, en única instancia. La resolución que rechace la solicitud deberá ser fundada.”.





Sustituir los incisos tercero y cuarto por los que siguen:





“La Comisión de Ética y Transparencia determinará, en su oportunidad, las personas, de aquellas que ha declarado como sujetos pasivos de la Ley N° 20.730, que han dejado de serlo por haber cesado en sus funciones por cualquier causa o haber desaparecido las razones que motivaron tal calificación, e incorporará a las nuevas personas que se ajusten a la descripción legal de sujeto pasivo.




Los acuerdos de la Comisión se notificarán a los interesados y se publicarán en el sitio en internet del Senado a más tardar a partir del día siguiente al de su notificación. La publicación será permanente, sin perjuicio de la actualización de la nómina de sujetos pasivos cuando proceda.”.

Artículo 7°





Reemplazar sus incisos segundo y tercero por los que se señala enseguida:





“Para este efecto, los sujetos pasivos podrán consultar a la Comisión de Ética y Transparencia, en forma escrita y reservada, la calificación de la actividad en forma previa a su realización. Una vez efectuada ésta, procederán a su registro, o a rendir cuenta en forma reservada, de acuerdo a la resolución adoptada por la Comisión. 




En el evento de que un sujeto pasivo no hubiere recabado la calificación previa de la Comisión, la solicitará una vez efectuado el viaje o la audiencia o reunión, acompañando todos los antecedentes necesarios para rendir cuenta, a fin de que la Comisión evalúe si concurren las circunstancias que justifican su exclusión del Registro y, de resolverlo así, se pronuncie de inmediato sobre la cuenta. La solicitud de calificación y rendición de cuenta eventual deberá presentarse dentro de los diez primeros días hábiles del mes siguiente al de realización de la audiencia o reunión, o de finalización del viaje o a aquel en que reasuman sus funciones, si esto último ocurriera con posterioridad.





La cuenta se rendirá, en forma escrita y reservada, a la Comisión de Ética y Transparencia, dentro del plazo señalado en el inciso anterior, consignando los mismos datos que exige la ley para cada caso. Si, por cualquier motivo, un sujeto pasivo cesa en sus funciones con anterioridad al vencimiento de la fecha en que debía efectuar la rendición de cuenta conforme a las reglas anteriores, deberá entregarla, en todo caso, dentro de los veinte días hábiles siguientes.”.




Sustituir el inciso final por el que sigue:




“Si la Comisión estima que la publicidad de las reuniones, audiencias o viajes no compromete el interés general de la Nación o la seguridad nacional, requerirá al sujeto pasivo para que incorpore en el registro de audiencias y reuniones o en el de viajes la información que corresponda, dentro del plazo de veinte días hábiles contados desde la fecha de notificación de su resolución.”.

Artículo 9°





Sustituirlo por el que se indica a continuación:





“Artículo 9°.- Obligación de registro. El Registro de audiencias y reuniones consignará aquellas cuyo objetivo fue efectuar lobby o gestión de intereses particulares respecto de los sujetos pasivos que se señalan a continuación, para influir sobre las decisiones que en cada caso se mencionan:




1.- En relación con los Senadores y los asesores legislativos que fueren sujetos pasivos de la Ley N° 20.730, el Registro deberá consignar las audiencias o reuniones relativas a las siguientes decisiones:





a) La elaboración, modificación, derogación o rechazo de proyectos de ley y leyes.





b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de acuerdos, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional, alguna de sus cámaras, o sus miembros, incluidas sus comisiones.




c) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos de la ley, a quienes correspondan estas funciones.





d) Las actividades destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en las letras precedentes, o a que en ellos se incluyan o excluyan determinados casos o categorías.





2.- En relación con el Secretario General, el Prosecretario y los otros funcionarios del Senado que fueren sujetos pasivos de la Ley N° 20.730, el Registro deberá consignar las audiencias o reuniones relativas a las siguientes decisiones:





a) La elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de actos relativos a la organización administrativa del Senado.





b) La elaboración de tablas, minutas, informes y otros antecedentes en relación con proyectos de ley y otras decisiones que adopten los sujetos pasivos del Senado.





c) La celebración, modificación o terminación a cualquier título, de contratos que realicen los sujetos pasivos de la Ley N° 20.730 y que sean necesarios para su funcionamiento.





d) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos de la ley, a quienes correspondan estas funciones.





e) Las actividades destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en las letras precedentes, o  a que en ellos se incluyan o excluyan determinados casos o categorías.”.
Artículo 10





Suprimirlo.





Artículo 11





Pasa a ser artículo 10.





Reemplazarlo por el que sigue:





“Artículo 10.-  Solicitud de audiencia o reunión. Toda persona, organización o entidad interesada en sostener una audiencia o reunión con un sujeto pasivo, con fines de lobby o de gestión de intereses particulares, deberá presentar una solicitud que contendrá:





1° La individualización de las personas que solicitan la audiencia o reunión y la de las que asistirán a ella, mediante su nombre completo y número de cédula nacional de identidad o número de pasaporte, en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena. Deberá indicarse un correo electrónico, teléfono u otro medio de contacto.





2° La individualización de la persona, organización o entidad a quienes representan, mediante los siguientes datos:




a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.




b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una persona extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla, y su domicilio.

                                              c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre, RUT y giro o descripción de actividades, si los tuviere, y su domicilio. 
                                            3° La naturaleza de la representación invocada.




4° La indicación de si recibe o no una remuneración u otro beneficio pecuniario  por las gestiones.





5° La materia específica a tratar, pudiendo acompañar la documentación que estime pertinente. 





La Comisión de Ética y Transparencia aprobará un formulario para dicha solicitud, que estará a disposición de los interesados en el sitio institucional en internet  y las dependencias del Senado que indique.”.

Artículo 12





Pasa a ser artículo 11.





Reemplazar el inciso primero por el siguiente:






“Artículo 11.- Decisiones sobre la solicitud. En el caso de que advierta que falta parte de la información requerida, o que es necesario aclarar puntos de ella, el sujeto pasivo indicará al interesado que debe subsanar las circunstancias que precisará y que, mientras no lo haga, la solicitud se tendrá por no presentada. Todo ello, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 8° y 12 de la Ley N° 20.730.”.






Sustituir el inciso tercero por el que se señala a continuación:





“Si concede la audiencia o reunión, el sujeto pasivo fijará lugar, día y hora para ella, y podrá efectuarla en forma conjunta cuando sean varios los solicitantes en relación con una misma materia, lo que les informará en su respuesta. Las audiencias o reuniones que se concedan serán presenciales, salvo que los sujetos activo y pasivo convengan en forma expresa realizarla por medio de una conferencia audiovisual a distancia.”.

Artículo 13





Pasa a ser artículo 12.





Reemplazarlo por el que sigue:





“Artículo 12.- Igualdad de trato. Los sujetos pasivos deberán mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades que soliciten audiencias sobre una misma materia. En consecuencia, resolverán las solicitudes considerando siempre la necesidad de informarse de modo equilibrado sobre los diversos puntos de vista relacionados con la materia específica de que se trate.




Los sujetos pasivos deberán negar audiencia a quienes no proporcionen la información señalada en el artículo 10 o mientras no subsanen las deficiencias que tuviese la solicitud. También podrán decidir no otorgar audiencias o reuniones en relación a una o más materias determinadas o suspender el otorgamiento de las mismas cuando ya se hubiesen formado opinión al respecto, cuando no lo permitiese su agenda o medien otras razones que no afecten el principio de igualdad de trato. De esta resolución informará a los solicitantes. 





No se afecta la igualdad de trato si:





a) el sujeto pasivo encomienda a otro sujeto  pasivo del Senado, que se desempeñe bajo su dependencia,  asistir a las audiencias o reuniones relativas a una materia determinada, informando de tal hecho al o los solicitantes de la audiencia o reunión. En este caso, aquellas deberán consignarse en el registro de audiencias y reuniones de ambos, con la mención de haber sido encargadas.





b) la audiencia o reunión se fija en forma simultánea para varias personas, organizaciones o entidades que, de acuerdo a sus solicitudes, desean tratar una misma materia y pretenden obtener una decisión similar, quienes podrán nombrar un vocero común.”.






- - -




Intercalar, entre el nuevo artículo 12 y el artículo 14, el siguiente, nuevo:





“Artículo 13.- Ingreso y permanencia en las dependencias institucionales. El acceso, circulación y permanencia en dependencias institucionales de los sujetos activos de la Ley N° 20.730 se regirá por las resoluciones internas que regulan esas materias.”.





- - -
Artículo 14






Sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 14.- Incorporación al Registro. Una vez que la audiencia o reunión se hubiere celebrado, el sujeto pasivo deberá incorporarla en el Registro, junto a la siguiente información:





1° La individualización de las personas con las cuales se sostuvo la audiencia o reunión, mediante su nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.




2° La individualización de la persona, organización o entidad a quienes representaron, mediante los siguientes datos:




a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.
                                             b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT  o la indicación de tratarse de una persona extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla, y su domicilio.
                                            c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre; RUT y giro o descripción de actividades si los tuviere, y su domicilio.

                                            3° La naturaleza de la representación invocada.

                                             4° La indicación de si recibe o no una remuneración u otro beneficio pecuniario por las gestiones, según la información del sujeto activo.




5° Materia que se trató en la audiencia o reunión.





6° Fecha, hora, duración y lugar de realización de la audiencia o reunión. Si la audiencia no hubiere sido presencial, el medio por el que llevó a cabo y los lugares donde se encontraban los partícipes.




Dichos datos deberán incorporarse al registro a más tardar el décimo día hábil siguiente a la celebración de la audiencia o reunión.





Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.”.






- - -





Intercalar, a continuación del artículo 14, el que se señala enseguida, nuevo:





“Artículo 15.- Incorporación al Registro de actividades no programadas de lobby o gestión de intereses particulares. Si se hicieren a un Senador planteamientos que estime constitutivos de lobby o de gestión de intereses particulares sin previa solicitud de audiencia o reunión, incorporará en el Registro de audiencia y reuniones el encuentro en que su interlocutor se los efectuó, con los datos que obren en su poder, e informará al interesado, dentro de los diez días hábiles siguientes.”.






- - -
Artículo 15





Pasa a ser artículo 16.





Sustituirlo por el que sigue:





“Artículo 16.- Información a ser incluida en el Registro. Los sujetos pasivos deberán incorporar en el Registro de agenda pública la siguiente información, en relación a cada viaje que realicen en el ejercicio de sus funciones y que sea financiado por uno o más sujetos activos, o cuya invitación sea cursada o gestionada por éstos:




1° Su destino.





2° Su objeto.





3° El costo total estimado en moneda nacional, desagregado en pasaje, alojamiento u otros, si contare con la información.





4° La individualización de la persona natural, jurídica o entidad sin personalidad jurídica, chilena o extranjera, que financió el viaje y de quien cursó o gestionó la invitación respectiva, si fueran distintas, mediante sus nombres o razón social.




Los sujetos pasivos podrán agregar la información adicional que estimen conveniente.





Dicha información deberá consignarse en el plazo máximo de diez días hábiles, contados desde el término del viaje o desde la fecha en que el sujeto pasivo reasuma sus funciones, si esto último ocurriera con posterioridad, de lo cual se dejará constancia.





Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.





Los demás viajes que los sujetos pasivos realicen en el ejercicio de sus funciones se publicarán en la página en internet del Senado de acuerdo a la reglamentación institucional.”.

Artículo 16





Pasa a ser artículo 17.





Reemplazarlo por el que continúa:





“Artículo 17.- Información a ser incluida en el Registro. Los sujetos pasivos deberán incorporar los siguientes datos en el Registro, en relación con los donativos que reciban cuyo valor exceda de una unidad tributaria mensual, estimado por el precio de mercado que tenga el bien: 




1° Una singularización del donativo recibido.





2° La fecha y la ocasión en que se produjo su recepción.





3° La individualización de la persona, organización o entidad a nombre de quien se hace entrega del donativo. 




Los sujetos pasivos podrán añadir la información adicional que estimen conveniente.





La información deberá incorporarse en el Registro en el plazo máximo de diez días  hábiles, desde la recepción del donativo o desde la fecha en que el sujeto pasivo reasuma sus funciones, si fuera posterior, por haberlo recibido fuera del lugar de su desempeño habitual, de lo cual se dejará constancia.





En el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.





Con todo, los donativos que no se incorporen al patrimonio de los  Senadores también se incluirán en el Registro cuando hayan sido gestionados o aceptado por éstos, conocida o públicamente, con el solo propósito de ser entregados a terceros, a fin de colaborar en una emergencia, contribuir como ayuda social u otros motivos relacionados con su función de representación.”.

Artículo 17





Eliminarlo.

Artículo 18





Cambiar el vocablo “lobistas” por “lobbistas”.

Artículo 19





Sustituirlo por el siguiente:





“Artículo 19.- Incorporación voluntaria al Registro. Las personas que deseen desempeñar actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante los sujetos pasivos deberán solicitar su inscripción en el Registro ante la Comisión de Comisión de Ética y Transparencia, proporcionando la siguiente información básica:




1° La individualización de la persona, organización o entidad solicitante, mediante los siguientes datos:





a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.

                                            b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una empresa extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla; información respecto de su estructura y conformación, que no tenga carácter confidencial o estratégico; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.




Se entenderá que tiene carácter confidencial o estratégico la información que, en caso de ser revelada, podría influir claramente en su posicionamiento en el mercado o afectar negativamente su competitividad.





c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre; RUT y giro    o descripción de actividades si los tuviere; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.
                                            2° La indicación de si solicita la inscripción en calidad de lobbista o de gestor de intereses particulares.
                                            3° Las materias o áreas en que desarrolla actividades de lobby o gestión de intereses particulares.




4°  La individualización de las personas que forman parte de su equipo de trabajo y que desempeñarán actividades en dependencias de la Corporación o ante sujetos pasivos de la misma.





5° Los documentos que acompaña para acreditar la información precedente.





6°  La individualización y firma de la persona natural que comparece, con mención de la fecha en que hace entrega de la presentación. 




La Comisión aprobará un formulario que estará a disposición de los interesados en el sitio en internet institucional y en las dependencias del Senado que determine.





Encontrándose la solicitud en forma, la Comisión, dentro del plazo de diez días hábiles, ordenará inscribir en el Registro al interesado, a quien le comunicará la decisión por medio del correo electrónico que señale en su presentación.





Las actuaciones a que dé lugar este procedimiento quedarán asentadas en el sitio del Senado en internet, sin perjuicio de las notificaciones que se efectúen a los solicitantes por medio del correo electrónico.





Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.”.

Artículo 20





Reemplazarlo por el que se indica a continuación:





“Artículo 20.- Incorporación automática o de oficio al Registro.  La Comisión de Ética y Transparencia incorporará en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares a las personas que hayan sido incluidas en el Registro de agenda pública por los sujetos pasivos, como sujetos activos de lobby o de gestión de intereses particulares, por haber desarrollado  esas actividades en las audiencias o reuniones efectuadas con ellos. 




Dicha Comisión podrá recabar los antecedentes necesarios para completar la información señalada en el formulario, si no fuere suficiente la consignada en el o los registros de agenda pública de los sujetos pasivos correspondientes.”.

Artículo 21





Sustituir el inciso segundo por los siguientes:





“Sin perjuicio de ello, la Comisión podrá adoptar de oficio las medidas necesarias para asegurar la actualización de la información contenida en el Registro, recabando periódicamente los datos que estime pertinente y verificando la continuidad de su actividad por parte de los inscritos. Cuando en el Registro de agenda pública no hubiere constancia de actividades, en relación a una persona, organización o entidad inscrita en forma automática en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares, dentro del período de un año, la Comisión la eliminará del Registro, a menos que manifieste su voluntad de permanecer en él.  





En todo caso, la Comisión acordará la eliminación del Registro cuando conste el fallecimiento de la persona natural o la cancelación, disolución o término, por cualquier motivo, de la persona jurídica o de la entidad sin personalidad jurídica inscrita. La Comisión también acordará la eliminación del Registro cuando así lo pida la inscrita respecto de la cual no hubiera constancia de actividad en el Registro de agenda pública, dentro del año inmediatamente anterior a dicha solicitud.”.






- - -




Considerar, como nuevo artículo 22, el artículo 25, redactado como sigue:





  “Artículo 22.- Denuncia al Ministerio Público. El Presidente de la Comisión de Ética y Transparencia, previo acuerdo de la Comisión, deberá denunciar:





a) Los delitos cometidos por los sujetos activos con motivo o con ocasión del desarrollo de actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante cualquier sujeto pasivo del Senado, y





b) Los demás delitos de los cuales la Comisión tome conocimiento en el ejercicio de sus funciones.”.






- - -
         Artículo 22
Pasa a ser artículo 23.





Intercalar, en el inciso segundo, a continuación de la frase “inexacta o falsa,”, la siguiente: “por parte de un sujeto pasivo,”.
Artículo 23




Pasa a ser artículo 24.





Reemplazarlo por el que sigue:





“Artículo 24.-  Procedimiento. La Comisión de Ética y Transparencia conocerá y resolverá acerca de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior. 





El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Comisión o por denuncia de cualquier interesado. La denuncia deberá presentarse mediante escrito firmado por persona debidamente identificada, y acompañará los antecedentes que configuren el incumplimiento que se invoca. Para estos efectos, la Comisión de Ética y Transparencia podrá aprobar un formulario, que estará a disposición de los interesados. Resuelto de oficio el inicio del procedimiento o acogida a tramitación la denuncia, se comunicará al afectado, por medio de una resolución que describa los hechos que se estime constitutivos de la infracción e indique la norma infringida o que adjunte una copia de la denuncia, según corresponda. 





El afectado tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, los que serán apreciados en conciencia. 





La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. 





Las sanciones aplicadas por la Comisión serán reclamables ante la Mesa, dentro de quinto día hábil de su notificación. La Mesa podrá pedir informe a la Comisión, la que deberá evacuarlo dentro de los diez días hábiles siguientes a dicho requerimiento. La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la resolución recurrida. Para acoger la reclamación deducida, se requerirá la unanimidad de los integrantes de la Mesa.





Las multas que se apliquen se descontarán directamente de las remuneraciones, honorarios o dieta, en su caso, del sujeto pasivo sancionado.





En lo demás, se aplicará el procedimiento general que rige las actuaciones de la Comisión.”.

Artículo 24





Pasa a ser artículo 25.





Sustituirlo por el que se señala enseguida:





“Artículo 25.- Publicidad de las sanciones aplicadas. Las resoluciones definitivas y los nombres de las personas sancionadas se publicarán en el sitio en internet del Senado, asociadas al Registro de agenda pública, por el plazo de un mes, contado desde la fecha en que la resolución que aplica la sanción esté firme.”.

Artículo 25





Consultarlo como nuevo artículo 22, en la forma que se expresó.

Artículo transitorio





Reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo transitorio.- Este reglamento comenzará a regir el 29 de noviembre de 2014.





Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión de Ética y Transparencia adoptará, desde luego, todos los acuerdos que sean necesarios para la adecuada aplicación de esta normativa. 




El primer acuerdo de la Comisión de Ética y Transparencia que indique las  personas que se incorporan a la categoría de sujeto pasivo de la Ley N° 20.730 en virtud de lo dispuesto en las letras e) y f) del artículo 5° de este reglamento, regirá treinta días hábiles después de su notificación y hasta el mes de mayo de 2015 inclusive.”.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO:

En virtud de las modificaciones consignadas anteriormente, el proyecto de acuerdo queda como sigue.

PROYECTO DE ACUERDO:
“REGLAMENTO DE LOS REGISTROS DE AGENDA PÚBLICA Y DE LOBBISTAS Y GESTORES DE INTERESES PARTICULARES DEL SENADO

TÍTULO I

Disposiciones generales




Artículo 1°.- Objeto. El presente reglamento tiene por objeto regular el Registro de Agenda Pública y el Registro de Lobbistas y de Gestores de Intereses Particulares del Senado, y establecer las demás normas destinadas a dar aplicación a la Ley N° 20.730, que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares ante las Autoridades y Funcionarios.




Artículo 2°.- Competencia de la Comisión de Ética y Transparencia. La Comisión de Ética y Transparencia del Senado tendrá a su cargo la administración del Registro de Agenda Pública y del Registro de Lobbistas y de Gestores de Intereses Particulares de la Corporación.




Para estos efectos, la Comisión podrá, en especial:





1° Impartir instrucciones para la aplicación de las normas de la Ley N° 20.730 y las de este reglamento,





2° Absolver consultas y requerimientos,





3° Fiscalizar y controlar el cumplimiento de las disposiciones aplicables, y





4° Aplicar las sanciones que corresponda.





Contará con el apoyo de una unidad administrativa dependiente del Secretario de la Comisión.





Artículo 3°.- Publicidad de los registros. Los registros se llevarán por medio de sistemas informáticos actualizados, cuya información se publicará en el sitio institucional en internet tan pronto sea ingresada al sistema respectivo. Esta información también deberá ser enviada al sitio electrónico especial que llevará el Consejo para la Transparencia, sin perjuicio de los enlaces con el Portal de Transparencia del Estado, el sitio de transparencia del Congreso Nacional y los sitios electrónicos de los senadores.





La Comisión de Ética y Transparencia deberá velar porque el público disponga de un acceso fácil y expedito a dichos registros; procurar que los datos se ingresen en formatos abiertos que permitan su reutilización y procesamiento; y proponer y gestionar los convenios que el Senado pudiere celebrar con tal finalidad, para lo cual podrá encomendar a la Secretaría General las tareas respectivas.




Artículo 4°.- Definiciones. Para efectos de este reglamento, se entenderá por:




a) sujetos activos: los lobbistas y gestores de intereses particulares.





b) audiencia o reunión: el encuentro programado, efectuado previa solicitud formal, cualquiera sea el día, la hora o el lugar en que se produzca, en el cual uno o más sujetos pasivos reciben los argumentos y antecedentes que les proporcionan uno o más sujetos activos que desarrollan actividades de lobby o gestión de intereses particulares y las peticiones que les formulen en relación con alguna de las decisiones señaladas en el artículo 9° de este reglamento.





Este encuentro puede realizarse en forma presencial o por medio de conferencias audiovisuales a distancia, que permitan que los interlocutores se vean, escuchen e interactúen de modo equivalente a la entrevista personal.




c) donativos: los obsequios oficiales, protocolares y aquellos que autoriza la costumbre como manifestaciones de cortesía y buena educación, que reciban los sujetos pasivos, con ocasión del ejercicio de sus funciones, de parte de personas ajenas al Senado.




d) días hábiles: los días laborales de lunes a viernes que no correspondan a períodos de receso legislativo.

TITULO II

Registro de agenda pública





Artículo 5°.-  Sujetos pasivos. Son sujetos pasivos de la Ley N° 20.730 y están obligados a incorporar al registro de agenda pública la información pertinente:
a) Los Senadores.
b) El Secretario General.




c) El Prosecretario y Tesorero.




d) Los integrantes de las Comisiones Evaluadoras de las licitaciones a que convoque el Senado, sólo en lo que respecta al ejercicio de sus funciones en ellas y mientras las integren.




e) Los asesores legislativos que indique cada Senador y comité en el mes de mayo de cada año, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria. Para estos efectos, son asesores legislativos los contratados directamente para el Senador o comité o por una persona jurídica contratada para el Senador o comité, cualquiera que sea su forma de contratación.




f) Los funcionarios del Senado que la Comisión de Ética y Transparencia determine en el mes de mayo de cada año, cuando sea necesario someterlos a esta normativa para efectos de transparencia, en razón de su función o cargo  y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones.




g) Las personas nombradas o contratadas por el Senado que la Comisión de Ética y Transparencia someta a esta normativa, a solicitud de cualquier persona que lo considere necesario para efectos de transparencia,  debido a su función o cargo y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones. La solicitud deberá presentarse por escrito, identificar al solicitante y  a la persona que se propone incorporar como sujeto pasivo y contener los fundamentos que constituyan las causales legales para considerarla en esa calidad. La Comisión deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días hábiles, en única instancia. La resolución que rechace la solicitud deberá ser fundada. 




Los acuerdos de la Comisión que indiquen las personas que quedarán afectas a las obligaciones de la  Ley N° 20.730 regirán desde el mes de junio de cada año o desde la fecha que indique la resolución que acoge la solicitud de reconocer el carácter de sujeto pasivo a una o más personas nombradas o contratadas por el Senado, según corresponda. Dichos acuerdos señalarán la forma de dar cumplimiento a la Ley N° 20.730, si fuera preciso.




La Comisión de Ética y Transparencia determinará, en su oportunidad, las personas, de aquellas que ha declarado como sujetos pasivos de la Ley N° 20.730, que han dejado de serlo por haber cesado en sus funciones por cualquier causa o haber desaparecido las razones que motivaron tal calificación, e incorporará a las nuevas personas que se ajusten a la descripción legal de sujeto pasivo.




Los acuerdos de la Comisión se notificarán a los interesados y se publicarán en el sitio en internet del Senado a más tardar a partir del día siguiente al de su notificación. La publicación será permanente, sin perjuicio de la actualización de la nómina de sujetos pasivos cuando proceda. 




Artículo 6°.-  Actividades no reguladas. No deben incorporarse en el Registro de agenda pública las siguientes actuaciones:




a) Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión, actividad o asamblea de carácter público y aquellos que tengan estricta relación con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación realizadas por un Senador en el ejercicio de sus funciones.




b) Toda declaración, actuación o comunicación hecha por los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones.




c) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo.




d) La información entregada a una autoridad pública, que la haya solicitado expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, dentro del ámbito de su competencia.




e) Las presentaciones hechas formalmente en un procedimiento administrativo, por una persona, su cónyuge o pariente hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo de afinidad en la línea recta y hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad en la colateral, siempre que no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias, ni el cambio de resultados de procesos administrativos o de selección.




f) Las asesorías contratadas por órganos públicos y por parlamentarios, realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga, así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado.




g) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas ante una comisión del Senado, así como la presencia y participación verbal o escrita en alguna de ellas de profesionales de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga, lo que, sin embargo, deberá ser registrado por dicha comisión.




h) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios, para participar en reuniones de carácter técnico, a profesionales de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga.




i) La defensa en juicio, el patrocinio de causas judiciales o administrativas o la participación en calidad de amicus curiae, cuando ello se permita, pero sólo respecto de aquellas actuaciones propias del procedimiento judicial o administrativo.





j) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativos. 





k) Las presentaciones escritas agregadas a un expediente o intervenciones orales registradas en audiencia pública en un procedimiento administrativo que admita la participación de los interesados o de terceros.





Artículo 7°.-  Exclusiones relativas al interés general de la Nación o la seguridad nacional.  Tampoco deben incorporarse en el Registro las audiencias, las reuniones y los viajes cuya publicidad comprometa el interés general de la Nación o la seguridad nacional.





Para este efecto, los sujetos pasivos podrán consultar a la Comisión de Ética y Transparencia, en forma escrita y reservada, la calificación de la actividad en forma previa a su realización. Una vez efectuada ésta, procederán a su registro, o a rendir cuenta en forma reservada, de acuerdo a la resolución adoptada por la Comisión. 




En el evento de que un sujeto pasivo no hubiere recabado la calificación previa de la Comisión, la solicitará una vez efectuado el viaje o la audiencia o reunión, acompañando todos los antecedentes necesarios para rendir cuenta, a fin de que la Comisión evalúe si concurren las circunstancias que justifican su exclusión del Registro y, de resolverlo así, se pronuncie de inmediato sobre la cuenta. La solicitud de calificación y rendición de cuenta eventual deberá presentarse dentro de los diez primeros días hábiles del mes siguiente al de realización de la audiencia o reunión, o de finalización del viaje o a aquel en que reasuman sus funciones, si esto último ocurriera con posterioridad.





La cuenta se rendirá, en forma escrita y reservada, a la Comisión de Ética y Transparencia, dentro del plazo señalado en el inciso anterior, consignando los mismos datos que exige la ley para cada caso. Si, por cualquier motivo, un sujeto pasivo cesa en sus funciones con anterioridad al vencimiento de la fecha en que debía efectuar la rendición de cuenta conforme a las reglas anteriores, deberá entregarla, en todo caso, dentro de los veinte días hábiles siguientes.




En la rendición de cuenta, se informará acerca de las reuniones, audiencias y viajes que no hayan sido consignados en el registro de agenda pública, con las menciones indicadas en este reglamento, según corresponda, debiendo expresarse, además, las razones por las cuales se estima que su publicidad compromete el interés general de la Nación o la seguridad nacional. Lo anterior podrá efectuarse mediante un formulario que estará disponible para tales efectos en la secretaría de la Comisión de Ética y Transparencia y en la página web del Senado.




La rendición de cuenta deberá entregarse en un sobre cerrado, con la expresión “Reservado de conformidad con la ley N° 20.730”, dirigido al Presidente de la Comisión, pudiendo acompañarse, al efecto, toda otra documentación que justifique dicho carácter. La Comisión revisará la rendición de cuenta y, en el caso que considere que se ajusta a los términos de la ley, así lo informará al sujeto pasivo remisor, devolviendo los antecedentes.





Si la Comisión estima que la publicidad de las reuniones, audiencias o viajes no compromete el interés general de la Nación o la seguridad nacional, requerirá al sujeto pasivo para que incorpore en el registro de audiencias y reuniones o en el de viajes la información que corresponda, dentro del plazo de veinte días hábiles contados desde la fecha de notificación de su resolución. 





Artículo 8°.- Contenido del Registro. El Registro de agenda pública constará de un registro de audiencias y reuniones, uno de donativos y uno de viajes.

Registro de audiencias y reuniones





Artículo 9°.- Obligación de registro. El Registro de audiencias y reuniones consignará aquellas cuyo objetivo fue efectuar lobby o gestión de intereses particulares respecto de los sujetos pasivos que se señalan a continuación, para influir sobre las decisiones que en cada caso se mencionan:




1.- En relación con los Senadores y los asesores legislativos que fueren sujetos pasivos de la Ley N° 20.730, el Registro deberá consignar las audiencias o reuniones relativas a las siguientes decisiones:





a) La elaboración, modificación, derogación o rechazo de proyectos de ley y leyes.





b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de acuerdos, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional, alguna de sus cámaras, o sus miembros, incluidas sus comisiones.




c) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos de la ley, a quienes correspondan estas funciones.





d) Las actividades destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en las letras precedentes, o a que en ellos se incluyan o excluyan determinados casos o categorías.





2.- En relación con el Secretario General, el Prosecretario y los otros funcionarios del Senado que fueren sujetos pasivos de la Ley N° 20.730, el Registro deberá consignar las audiencias o reuniones relativas a las siguientes decisiones:





a) La elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de actos relativos a la organización administrativa del Senado.





b) La elaboración de tablas, minutas, informes y otros antecedentes en relación con proyectos de ley y otras decisiones que adopten los sujetos pasivos del Senado.





c) La celebración, modificación o terminación a cualquier título, de contratos que realicen los sujetos pasivos de la Ley N° 20.730 y que sean necesarios para su funcionamiento.





d) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos de la ley, a quienes correspondan estas funciones.





e) Las actividades destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en las letras precedentes, o  a que en ellos se incluyan o excluyan determinados casos o categorías.





Artículo 10.-  Solicitud de audiencia o reunión. Toda persona, organización o entidad interesada en sostener una audiencia o reunión con un sujeto pasivo, con fines de lobby o de gestión de intereses particulares, deberá presentar una solicitud que contendrá:





1° La individualización de las personas que solicitan la audiencia o reunión y la de las que asistirán a ella, mediante su nombre completo y número de cédula nacional de identidad o número de pasaporte, en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena. Deberá indicarse un correo electrónico, teléfono u otro medio de contacto.





2° La individualización de la persona, organización o entidad a quienes representan, mediante los siguientes datos:




a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.




b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una persona extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla, y su domicilio.

                                              c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre, RUT y giro o descripción de actividades, si los tuviere, y su domicilio. 
                                            3° La naturaleza de la representación invocada.




4° La indicación de si recibe o no una remuneración u otro beneficio pecuniario  por las gestiones.





5° La materia específica a tratar, pudiendo acompañar la documentación que estime pertinente. 





La Comisión de Ética y Transparencia aprobará un formulario para dicha solicitud, que estará a disposición de los interesados en el sitio institucional en internet  y las dependencias del Senado que indique.





Artículo 11.- Decisiones sobre la solicitud. En el caso de que advierta que falta parte de la información requerida, o que es necesario aclarar puntos de ella, el sujeto pasivo indicará al interesado que debe subsanar las circunstancias que precisará y que, mientras no lo haga, la solicitud se tendrá por no presentada. Todo ello, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 8° y 12 de la Ley N° 20.730. 






Si la solicitud cumple los requisitos, el sujeto pasivo requerido deberá responderla  dentro de los diez días hábiles siguientes, ya sea concediendo o denegando la audiencia o reunión, decisión que se comunicará al domicilio, dirección de correo electrónico u otro medio de contacto que el peticionario haya indicado en su solicitud. 




Si concede la audiencia o reunión, el sujeto pasivo fijará lugar, día y hora para ella, y podrá efectuarla en forma conjunta cuando sean varios los solicitantes en relación con una misma materia, lo que les informará en su respuesta. Las audiencias o reuniones que se concedan serán presenciales, salvo que los sujetos activo y pasivo convengan en forma expresa realizarla por medio de una conferencia audiovisual a distancia.




Para todos los efectos, se entenderá que la fecha de la solicitud es la de recepción de la misma por el sujeto pasivo, si cumpliera con los requisitos, o aquella en que se complete la información, en caso contrario.




Artículo 12.- Igualdad de trato. Los sujetos pasivos deberán mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades que soliciten audiencias sobre una misma materia. En consecuencia, resolverán las solicitudes considerando siempre la necesidad de informarse de modo equilibrado sobre los diversos puntos de vista relacionados con la materia específica de que se trate.




Los sujetos pasivos deberán negar audiencia a quienes no proporcionen la información señalada en el artículo 10 o mientras no subsanen las deficiencias que tuviese la solicitud. También podrán decidir no otorgar audiencias o reuniones en relación a una o más materias determinadas o suspender el otorgamiento de las mismas cuando ya se hubiesen formado opinión al respecto, cuando no lo permitiese su agenda o medien otras razones que no afecten el principio de igualdad de trato. De esta resolución informará a los solicitantes. 





No se afecta la igualdad de trato si:





a) el sujeto pasivo encomienda a otro sujeto  pasivo del Senado, que se desempeñe bajo su dependencia,  asistir a las audiencias o reuniones relativas a una materia determinada, informando de tal hecho al o los solicitantes de la audiencia o reunión. En este caso, aquellas deberán consignarse en el registro de audiencias y reuniones de ambos, con la mención de haber sido encargadas.





b) la audiencia o reunión se fija en forma simultánea para varias personas, organizaciones o entidades que, de acuerdo a sus solicitudes, desean tratar una misma materia y pretenden obtener una decisión similar, quienes podrán nombrar un vocero común.





Artículo 13.- Ingreso y permanencia en las dependencias institucionales. El acceso, circulación y permanencia en dependencias institucionales de los sujetos activos de la Ley N° 20.730 se regirá por las resoluciones internas que regulan esas materias.





Artículo 14.- Incorporación al Registro. Una vez que la audiencia o reunión se hubiere celebrado, el sujeto pasivo deberá incorporarla en el Registro, junto a la siguiente información:





1° La individualización de las personas con las cuales se sostuvo la audiencia o reunión, mediante su nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.




2° La individualización de la persona, organización o entidad a quienes representaron, mediante los siguientes datos:




a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.
                                             b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT  o la indicación de tratarse de una persona extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla, y su domicilio.
                                            c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre; RUT y giro o descripción de actividades si los tuviere, y su domicilio.

                                            3° La naturaleza de la representación invocada.

                                             4° La indicación de si recibe o no una remuneración u otro beneficio pecuniario por las gestiones, según la información del sujeto activo.




5° Materia que se trató en la audiencia o reunión.





6° Fecha, hora, duración y lugar de realización de la audiencia o reunión. Si la audiencia no hubiere sido presencial, el medio por el que llevó a cabo y los lugares donde se encontraban los partícipes.




Dichos datos deberán incorporarse al registro a más tardar el décimo día hábil siguiente a la celebración de la audiencia o reunión.





Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.




Artículo 15.- Incorporación al Registro de actividades no programadas de lobby o gestión de intereses particulares. Si se hicieren a un Senador planteamientos que estime constitutivos de lobby o de gestión de intereses particulares sin previa solicitud de audiencia o reunión, incorporará en el Registro de audiencia y reuniones el encuentro en que su interlocutor se los efectuó, con los datos que obren en su poder, e informará al interesado, dentro de los diez días hábiles siguientes.
Registro de viajes





Artículo 16.- Información a ser incluida en el Registro. Los sujetos pasivos deberán incorporar en el Registro de agenda pública la siguiente información, en relación a cada viaje que realicen en el ejercicio de sus funciones y que sea financiado por uno o más sujetos activos, o cuya invitación sea cursada o gestionada por éstos:




1° Su destino.





2° Su objeto.





3° El costo total estimado en moneda nacional, desagregado en pasaje, alojamiento u otros, si contare con la información.





4° La individualización de la persona natural, jurídica o entidad sin personalidad jurídica, chilena o extranjera, que financió el viaje y de quien cursó o gestionó la invitación respectiva, si fueran distintas, mediante sus nombres o razón social.




Los sujetos pasivos podrán agregar la información adicional que estimen conveniente.





Dicha información deberá consignarse en el plazo máximo de diez días hábiles, contados desde el término del viaje o desde la fecha en que el sujeto pasivo reasuma sus funciones, si esto último ocurriera con posterioridad, de lo cual se dejará constancia.





Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.





Los demás viajes que los sujetos pasivos realicen en el ejercicio de sus funciones se publicarán en la página en internet del Senado de acuerdo a la reglamentación institucional.

Registro de donativos





Artículo 17.- Información a ser incluida en el Registro. Los sujetos pasivos deberán incorporar los siguientes datos en el Registro, en relación con los donativos que reciban cuyo valor exceda de una unidad tributaria mensual, estimado por el precio de mercado que tenga el bien: 




1° Una singularización del donativo recibido.





2° La fecha y la ocasión en que se produjo su recepción.





3° La individualización de la persona, organización o entidad a nombre de quien se hace entrega del donativo. 




Los sujetos pasivos podrán añadir la información adicional que estimen conveniente.





La información deberá incorporarse en el Registro en el plazo máximo de diez días  hábiles, desde la recepción del donativo o desde la fecha en que el sujeto pasivo reasuma sus funciones, si fuera posterior, por haberlo recibido fuera del lugar de su desempeño habitual, de lo cual se dejará constancia.





En el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.





Con todo, los donativos que no se incorporen al patrimonio de los  Senadores también se incluirán en el Registro cuando hayan sido gestionados o aceptado por éstos, conocida o públicamente, con el solo propósito de ser entregados a terceros, a fin de colaborar en una emergencia, contribuir como ayuda social u otros motivos relacionados con su función de representación.

TÍTULO III

Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares





Artículo 18.- Modalidades de incorporación al Registro. Las personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que desempeñen actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante los sujetos pasivos deberán estar incorporadas en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares del Senado. Tal incorporación podrá ser previa y voluntaria, o automática.




Artículo 19.- Incorporación voluntaria al Registro. Las personas que deseen desempeñar actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante los sujetos pasivos deberán solicitar su inscripción en el Registro ante la Comisión de Comisión de Ética y Transparencia, proporcionando la siguiente información básica:




1° La individualización de la persona, organización o entidad solicitante, mediante los siguientes datos:





a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.

                                            b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una empresa extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla; información respecto de su estructura y conformación, que no tenga carácter confidencial o estratégico; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.




Se entenderá que tiene carácter confidencial o estratégico la información que, en caso de ser revelada, podría influir claramente en su posicionamiento en el mercado o afectar negativamente su competitividad.





c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre; RUT y giro    o descripción de actividades si los tuviere; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.
                                            2° La indicación de si solicita la inscripción en calidad de lobbista o de gestor de intereses particulares.
                                            3° Las materias o áreas en que desarrolla actividades de lobby o gestión de intereses particulares.




4°  La individualización de las personas que forman parte de su equipo de trabajo y que desempeñarán actividades en dependencias de la Corporación o ante sujetos pasivos de la misma.





5° Los documentos que acompaña para acreditar la información precedente.





6°  La individualización y firma de la persona natural que comparece, con mención de la fecha en que hace entrega de la presentación. 




La Comisión aprobará un formulario que estará a disposición de los interesados en el sitio en internet institucional y en las dependencias del Senado que determine.





Encontrándose la solicitud en forma, la Comisión, dentro del plazo de diez días hábiles, ordenará inscribir en el Registro al interesado, a quien le comunicará la decisión por medio del correo electrónico que señale en su presentación.





Las actuaciones a que dé lugar este procedimiento quedarán asentadas en el sitio del Senado en internet, sin perjuicio de las notificaciones que se efectúen a los solicitantes por medio del correo electrónico.





Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.




Artículo 20.- Incorporación automática o de oficio al Registro.  La Comisión de Ética y Transparencia incorporará en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares a las personas que hayan sido incluidas en el Registro de agenda pública por los sujetos pasivos, como sujetos activos de lobby o de gestión de intereses particulares, por haber desarrollado  esas actividades en las audiencias o reuniones efectuadas con ellos. 




Dicha Comisión podrá recabar los antecedentes necesarios para completar la información señalada en el formulario, si no fuere suficiente la consignada en el o los registros de agenda pública de los sujetos pasivos correspondientes.





Artículo 21.- Actualización de antecedentes. La inscripción en el Registro no está sujeta a caducidad, pero la persona inscrita estará obligada a actualizar sus antecedentes cada vez que ocurra un hecho relevante que los modifique. 





Sin perjuicio de ello, la Comisión podrá adoptar de oficio las medidas necesarias para asegurar la actualización de la información contenida en el Registro, recabando periódicamente los datos que estime pertinente y verificando la continuidad de su actividad por parte de los inscritos. Cuando en el Registro de agenda pública no hubiere constancia de actividades, en relación a una persona, organización o entidad inscrita en forma automática en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares, dentro del período de un año, la Comisión la eliminará del Registro, a menos que manifieste su voluntad de permanecer en él.  





En todo caso, la Comisión acordará la eliminación del Registro cuando conste el fallecimiento de la persona natural o la cancelación, disolución o término, por cualquier motivo, de la persona jurídica o de la entidad sin personalidad jurídica inscrita. La Comisión también acordará la eliminación del Registro cuando así lo pida la inscrita respecto de la cual no hubiera constancia de actividad en el Registro de agenda pública, dentro del año inmediatamente anterior a dicha solicitud.

TÍTULO IV

Infracciones y sanciones





Artículo 22.- Denuncia al Ministerio Público. El Presidente de la Comisión de Ética y Transparencia, previo acuerdo de la Comisión, deberá denunciar:





a) Los delitos cometidos por los sujetos activos con motivo o con ocasión del desarrollo de actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante cualquier sujeto pasivo del Senado, y





b) Los demás delitos de los cuales la Comisión tome conocimiento en el ejercicio de sus funciones.





Artículo 23.-  Sanciones. A los sujetos pasivos que no informen o incorporen los datos requeridos para el Registro de agenda pública dentro del plazo establecido, se les aplicará una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.




La omisión inexcusable de información que deba incorporarse en dicho registro, o la inclusión en él, a sabiendas, de información inexacta o falsa, por parte de un sujeto pasivo, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales.





Artículo 24.-  Procedimiento. La Comisión de Ética y Transparencia conocerá y resolverá acerca de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior. 





El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Comisión o por denuncia de cualquier interesado. La denuncia deberá presentarse mediante escrito firmado por persona debidamente identificada, y acompañará los antecedentes que configuren el incumplimiento que se invoca. Para estos efectos, la Comisión de Ética y Transparencia podrá aprobar un formulario, que estará a disposición de los interesados. Resuelto de oficio el inicio del procedimiento o acogida a tramitación la denuncia, se comunicará al afectado, por medio de una resolución que describa los hechos que se estime constitutivos de la infracción e indique la norma infringida o que adjunte una copia de la denuncia, según corresponda. 





El afectado tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, los que serán apreciados en conciencia. 





La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. 





Las sanciones aplicadas por la Comisión serán reclamables ante la Mesa, dentro de quinto día hábil de su notificación. La Mesa podrá pedir informe a la Comisión, la que deberá evacuarlo dentro de los diez días hábiles siguientes a dicho requerimiento. La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la resolución recurrida. Para acoger la reclamación deducida, se requerirá la unanimidad de los integrantes de la Mesa.





Las multas que se apliquen se descontarán directamente de las remuneraciones, honorarios o dieta, en su caso, del sujeto pasivo sancionado.





En lo demás, se aplicará el procedimiento general que rige las actuaciones de la Comisión.





Artículo 25.- Publicidad de las sanciones aplicadas. Las resoluciones definitivas y los nombres de las personas sancionadas se publicarán en el sitio en internet del Senado, asociadas al Registro de agenda pública, por el plazo de un mes, contado desde la fecha en que la resolución que aplica la sanción esté firme.




Artículo transitorio.- Este reglamento comenzará a regir el 29 de noviembre de 2014.





Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión de Ética y Transparencia adoptará, desde luego, todos los acuerdos que sean necesarios para la adecuada aplicación de esta normativa. 




El primer acuerdo de la Comisión de Ética y Transparencia que indique las  personas que se incorporan a la categoría de sujeto pasivo de la Ley N° 20.730 en virtud de lo dispuesto en las letras e) y f) del artículo 5° de este reglamento, regirá treinta días hábiles después de su notificación y hasta el mes de mayo de 2015 inclusive.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 20 y 24 de noviembre de 2014, con asistencia de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), José García Ruminot, Alejandro Guillier Alvarez, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín. 


Sala de la Comisión, a  25 de noviembre de 2014.

(Fdo.): José Luis Alliende Leiva, Secretario de la Comisión.
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